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Parte I: 
Marco conceptual y normativo
1. INTRODUCCIÓN
El impulso a procesos de concertación con la sociedad civil, constituye uno de los pilares sobre los cuales se sostiene la política pública gubernamental de derechos humanos contribuyendo a la promoción y preservación de nuevos liderazgos. Es así como desde 2009, a partir de una iniciativa de las organizaciones sociales y de derechos humanos que conforman el Techo Común
, y bajo el liderazgo del Ministerio del Interior, se dio inicio al Proceso Nacional de Garantías para Defensoras y Defensores de Derechos Humanos, Líderes Sociales y Comunales, espacio que cuenta con el compromiso del Gobierno Nacional, y en el cual se ha llevado cabo un valioso intercambio entre el Estado y las organizaciones de la sociedad civil, en la perspectiva de concertar las garantías necesarias para la labor de defensa de los derechos humanos
. Como parte de ese proceso, el Presidente de la República y el Ministro del Interior en repetidas ocasiones han rechazado cualquier forma de estigmatización contra las defensoras y defensores de derechos humanos y los ha reconocido públicamente como interlocutores legítimos y como partícipes en las decisiones de política pública.
Es así como el Programa de Garantías para Lideresas y Defensoras de Derechos Humanos que aquí se presenta, se nutre de un valioso proceso de diálogo e intercambio con las organizaciones sociales y de derechos humanos de las mujeres colombianas, con quienes se ha concertado. Esta valiosa experiencia de construcción participativa de política pública ha estado antecedida por el proceso de concertación para la expedición de la Resolución 805 de 2012, que crea el protocolo específico con enfoque de género y de los derechos de las mujeres y establece los lineamientos para garantizar la incorporación del enfoque de género en los procesos de protección a mujeres en riesgo. La resolución reconoce por primera vez las necesidades especiales de prevención y protección de las mujeres, cumpliendo así con el mandato del artículo 50 del Decreto 4912 de 2011, de establecer protocolos y reglamentos generales y específicos para cada población objeto, teniendo en cuenta un enfoque diferencial, en este caso, el enfoque de género. La Resolución es fruto de un largo proceso de reivindicación y trabajo de las organizaciones de mujeres para exigir sus derechos a la vida, la libertad, la integridad y la seguridad, que fue acogido y desarrollado en concertación con el Gobierno Nacional representado por el Ministerio del Interior.

Tras la expedición de la Resolución, se llevó a cabo un encuentro con las organizaciones de mujeres, con el fin de hacer una reflexión conjunta sobre su contenido y alcance
. En el marco de ese diálogo se realizaron una serie de observaciones y recomendaciones que fueron recogidas en un documento que constituyó uno de los principales insumos de trabajo para el Gobierno y las organizaciones de mujeres en la tarea de mejorar y ajustar la resolución 805 de 2012, para lo cual el 14 de febrero de 2013 se constituyó un espacio de trabajo entre Gobierno y organizaciones de mujeres, con el fin de avanzar en la formulación de lineamientos para el desarrollo de un Programa de Garantías para Lideresas y Defensoras de Derechos Humanos.

Posteriormente, el 21 de mayo de 2013, la Corte Constitucional en el marco de la Sentencia T- 025 de 2004 expidió el Auto 098, en el cual ordena al Estado colombiano la formulación de  una política integral de promoción del derecho a la defensa de los derechos humanos para las mujeres desplazadas y lideresas y para sus organizaciones, lo que en palabras de la Corte, “consiste en la adopción de medidas concretas para favorecer un entorno institucional favorable a la labor de las defensoras de derechos humanos. Para ello, la Sala encuentra que las entidades competentes deben detectar y tomar correctivos pertinentes para evitar las actitudes y prácticas discriminatorias o despectivas en contra de las defensoras de derechos humanos en los que puedan incurrir funcionarios y funcionarias del Estado; incentivar la labor de las mujeres defensoras de derechos humanos a través de campañas públicas que legitimen su labor; adelantar programas formativos en derechos humanos de las mujeres a todos los funcionarios que, en el marco de sus funciones legales o constitucionales, deban atender a las mujeres líderes víctimas del  desplazamiento forzado”
.

La presente política pública se articula a la política pública de equidad de género para las mujeres, la política pública para la atención a las mujeres víctimas del conflicto armado y la política pública para la garantía de la defensa de los derechos humanos. Busca responder tanto a las órdenes de la Corte como a las demandas de las mujeres lideresas y defensoras de derechos humanos. Se funda en el diálogo y el debate permanente entre el Gobierno Nacional, la Defensoría del Pueblo y las mujeres, en torno a sus necesidades en materia de protección y garantías para el ejercicio pleno de su labor, en aras de construir un Programa que recoja los acuerdos logrados en el marco de la Mesa de Garantías del 7 de marzo de 2013, y en las numerosas sesiones de trabajo realizadas el mismo año sobre la materia
. 
A partir de todos estos aportes, las organizaciones de la sociedad civil elaboraron el documento “Programa de garantías a la defensa de derechos humanos por parte de mujeres lideresas y defensoras Angélica Bello”, que fue entregado al gobierno nacional en diciembre de 2013. Meses más tarde, el Ministerio del Interior formula la “Política Pública para el Desarrollo del Programa de Garantías para Lideresas y Defensoras de Derechos Humanos”, publicada en junio de 2014, en la cual se acogen sólo parcialmente las orientaciones y propuestas contenidas en el documento Angélica Bello. 
Por esta razón, las organizaciones de mujeres impulsan un nuevo ciclo de encuentro y deliberación orientado a superar los vacíos o debilidades presentes hasta ese momento en la formulación del Programa. 
En un segundo ejercicio de socialización y construcción, realizado entre septiembre de 2015 y febrero de 2016, se incorporaron los recientes avances normativos en materia de protección, se revisaron las propuestas trabajadas y se formularon otras, a la luz de las complejas situaciones de violencia sociopolítica y de las necesidades recurrentes de protección que afrontan las mujeres defensoras en sus contextos regionales. Además, estos espacios de trabajo y encuentro, aportaron al presente Programa la mirada diferencial de mujeres pertenecientes a pueblos y comunidades étnicas, gracias a lo cual cada apartado del Plan de Acción cuenta con un desarrollo específico de este enfoque.
 

El texto que se presenta a continuación, es el resultado de ambos procesos. 
De esta manera, el camino recorrido hasta la fecha ha sido el del diálogo, el intercambio y la construcción colectiva de propuestas entre Gobierno, Defensoría del Pueblo y sociedad civil, con vistas a generar un ambiente seguro y garantista para las mujeres en el ejercicio de los liderazgos y la defensa de los derechos humanos.

El presente documento organiza el contenido del Programa en cinco apartados: en el primero, se establece el marco conceptual y normativo que orienta los fundamentos, las características y los principios para su desarrollo.
El segundo apartado describe las medidas concretas del Programa, estructuradas en tres ejes estratégicos: Prevención, Protección y Garantías de No Repetición. En el tercer capítulo, se revisa la actual ruta de protección para personas y grupos en riesgo y se proponen una serie de adecuaciones en los términos, procedimientos y etapas, algunas de carácter general y otras específicas. El cuarto capítulo presenta el Plan de Inversiones necesario para ejecutar las medidas contenidas en el Plan y finalmente, en el último apartado, se realizan algunas recomendaciones para implementar procesos de evaluación y seguimiento al Programa. 
2. JUSTIFICACIÓN
La labor de defensa de los derechos humanos, supone para quienes la ejercen, un riesgo y amenaza permanente a su vida e integridad personal.  Defensores y defensoras, líderes y lideresas en diversas regiones del mundo han sufrido a través de los años violaciones a sus derechos humanos, tales como feminicidios, homicidios, torturas, lesiones, violencia sexual, secuestros, detenciones arbitrarias, amenazas de muerte, agresiones, hostigamientos, hurtos, calumnias, limitación de sus libertades de circulación, expresión, asociación y reunión, falsas acusaciones y condenas injustas, cometidos contra ellas(os), sus familias o sus organizaciones. En otras ocasiones, un número considerable de lideresas y defensoras se ven obligadas a abandonar el país porque sienten que el Estado y la institucionalidad existente no cumple su deber de garante (en términos de prevención, protección, no repetición y retorno con garantías).
La Relatoría Especial sobre Defensoras y Defensores de los derechos humanos de la ONU, ha expresado su preocupación por la situación de los defensores de los derechos humanos en todos los países, incluidas las democracias emergentes y los países que poseen instituciones democráticas muy antiguas. Sin embargo, se ha hecho especial hincapié en el riesgo que corren las personas defensoras de derechos humanos en los países donde existe un conflicto armado interno o graves desórdenes públicos, en los cuales, la protección y las garantías legales e institucionales no están plenamente garantizadas o no existen en absoluto.

En Colombia, durante los últimos siete años, se ha producido un incremento grave y generalizado de las amenazas, hechos de violencia y hostigamientos contra el movimiento de DDHH, cuyos riesgos y efectos han afectado de manera diferencial y desproporcionada a las mujeres que ejercen esta labor, dada su doble discriminación y vulnerabilidad
: por un lado por el riesgo que conlleva el ejercicio de la defensa de derechos humanos en un país como Colombia, y por el otro, por ejercerlo siendo mujer en una sociedad patriarcal como la colombiana, que discrimina y excluye a las mujeres por el hecho de serlo. Sumado a ello, se encuentra el hecho de que las defensoras y lideresas ejercen esta labor en un país que ha afrontado más de cincuenta años de conflicto armado interno que ha tenido graves consecuencias para la vida y los derechos humanos de las mujeres, así como para la labor de defensa de los mismos, pues el conflicto armado exacerba, potencia y profundiza la violencia directa y por razones de género, sobre los cuerpos y vidas de las mujeres.
Por lo anterior, para analizar las condiciones en que las lideresas y defensoras de derechos humanos realizan su actividad en Colombia, es necesario contextualizarlo en el marco de la violencia sociopolítica
 en el que se desarrolla, así como bajo el contexto de la existencia de condiciones estructurales de discriminación y exclusión de las que son víctimas las mujeres en razón de las construcciones de género vigentes en la sociedad, o por el hecho de ser mujeres. Dicha discriminación estructural se materializa en un continuo de violencias al que las mujeres hacen frente tanto en sus espacios privados como públicos, en cada una de las dimensiones de sus vidas, a lo largo la misma. 
En el marco del conflicto armado colombiano, las mujeres lideresas y defensoras de DDHH se han convertido en un motor fundamental para la visibilización, reivindicación y progresivo alcance de los derechos humanos de las mujeres y su respeto en el seno del enfrentamiento armado.  En ese sentido la violencia dirigida contra mujeres lideresas y defensoras ha de concebirse como un tipo de violencia sociopolítica, y a su vez de género, que pretende destruir las iniciativas políticas y de defensa de derechos de las mujeres que proponen transformaciones sociopolíticas radicales y reclaman un nuevo lugar para las mujeres en los procesos de construcción de alternativas y en la realidad social. 
Dicha violencia no sólo pone en riesgo las vidas de las mujeres lideresas y defensoras, sino sus propuestas políticas, su defensa de derechos y la construcción democrática de nuevas sociedades en las que las mujeres puedan gozar efectivamente de los derechos que reivindican. En ese sentido sus procesos de exigibilidad no sólo confrontan a determinados sectores sociales y partes del conflicto, sino a la institucionalidad como tal al evidenciar las carencias del Estado social de derecho. Así, la defensa de Derechos Humanos de las mujeres,  cuya finalidad es  deconstruir las relaciones de poder y subordinación vigentes, se convierte en una actividad perseguida, estigmatizada y reprimida, que para las mujeres se conjuga con otras causas históricamente normalizadas de violencia. 
En el caso de las mujeres lideresas y defensoras de DDHH, la estigmatización, la sanción y el castigo se derivan del hecho de que hayan transgredido la normatividad social que las obliga a  permanecer en el espacio privado, para ejercer una labor de defensa de derechos en los espacios públicos. Apropiarse de los discursos y códigos políticos, supone quebrantar la normatividad social y escapar a las regulaciones de género que les marcan unos roles y posiciones subordinadas en la sociedad. Las mujeres lideresas y defensoras de derechos humanos sufren los ataques a su integridad, a la de sus familias y colectivos no sólo por el trabajo que asumen sino por lo que son, mujeres, que cuestionan los imperativos impuestos por la sociedad patriarcal.
A todo ello resulta esencial añadirle que una enorme proporción de mujeres lideresas y defensoras de Derechos Humanos ha asumido este trabajo político como parte de su proceso de afrontamiento y superación de las vulneraciones y pérdidas derivadas del conflicto armado, de su búsqueda de justicia y dignidad. A la intersección de las condiciones identitarias de la que se ha venido hablando –ser mujeres y ser defensoras de derechos humanos- se integra la condición de víctima, igualmente atravesada por una variedad de estigmas que se funden en una compleja relación como causa y consecuencia de  nuevas violencias. Hablamos así de mujeres víctimas que, en un país que está en proceso de reconocerlas y dignificarlas, se reconstruyen como sujetas políticas defensoras de derechos humanos.  

En este sentido, cabe destacar que los ataques contra mujeres lideresas y defensoras de DDHH activan y actualizan los miedos y dolores derivados del abanico de violencias perpetradas contra ellas en el pasado cuya causa estructural responde a la situación de vulnerabilidad por la categoría mujer que la sociedad les atribuye. Nos enfrentamos aquí a una espiral de violencias acumulativas a través de la cual, a la discriminación por ser mujeres se integra la victimización provocada por la situación de conflicto armado, y a ésta, la violencia perpetrada como sanción y castigo por su trabajo de defensa de derechos. El continuo de violencias viene a integrar nuevas dimensiones: las derivadas de la condición de víctimas en un contexto de conflicto armado y las derivadas de la persecución y represión en un contexto de violencia sociopolítica. Este complejo entramado de violencias resulta en un profundo deterioro no sólo de la integridad de las lideresas sino de sus contextos familiares, comunitarios, económicos y organizativos.  

Ante este panorama, surgió para el Estado colombiano la  necesidad de dar respuesta oportuna a la creciente y grave situación de vulneración de derechos de las personas defensoras de DDHH en Colombia.  Este abordaje, llamado Proceso Nacional de Garantías inició con el diálogo conjunto entre sociedad civil, gobierno y comunidad internacional
, con el fin de analizar y abordar la situación de riesgo que enfrentan las personas y organizaciones que en el país dedican su tiempo y esfuerzo en la defensa de los DDHH, analizar las causas y patrones que las determinan, recoger las propuestas por parte de las organizaciones de la sociedad civil e impulsar el establecimiento de compromisos por parte del Gobierno en lo relacionado con medidas y acciones concretas para afrontar estas situaciones, desde la protección, la prevención y la no repetición.
Específicamente, para el tema de protección y garantías a favor de las mujeres defensoras y lideresas, las organizaciones de mujeres desde años atrás, vienen llevando a cabo un importante proceso de interlocución con el gobierno nacional tendiente a buscar medidas de protección y prevención que afronten esa situación especial de riesgo. En ese sentido, se gestaron dos procesos de trabajo, que pese a caminar de manera independiente, se retroalimentan en todo momento: por un lado, las organizaciones de mujeres, con el liderazgo de aquellas que forman parte de la plataforma la Alianza, entraron a formar parte del Proceso Nacional de Garantías con el objetivo de asegurar la inclusión de un enfoque diferencial de género en las discusiones y formulación de propuestas.   Por otro lado y simultáneamente, las organizaciones de mujeres lograron iniciar un diálogo directo con el Gobierno, con el acompañamiento de la Defensoría del Pueblo, diálogo que tuvo como fin la construcción de propuestas concretas en cuanto a la protección y prevención del riesgo de esta población, considerando que las agresiones contra mujeres lideresas, expresadas mediante formas especiales de agresiones o amenazas, en muchos de los casos, asociadas también a la violencia sexual, o a la reproducción de estereotipos de género que refuerzan la discriminación contra las mujeres, se constituyen también en una forma de violencia basada en género que debe ser prevenida, atendida y contrarrestada por parte del Estado, con medidas diferenciales o de discriminación positiva.

Como resultado de estos dos procesos de incidencia, el Gobierno Nacional expidió la Resolución 0805 de 2012, en la cual incluyó una atención diferenciada hacia las mujeres. Esta atención se materializa en: I) el establecimiento de medidas integrales de protección para las mujeres, además de las medidas materiales de la UNP; II) la creación de un CERREM - Comité de Evaluación del Riesgo y Recomendación de Medidas- propio para mujeres; y III) la representación de organizaciones de mujeres en ese CERREM.

Pese a que la Resolución 0805 de 2012 se constituyó en un avance importante, las organizaciones de mujeres solicitaron la creación de un Programa de Garantías específico para las mujeres lideresas y defensoras de DDHH que se fundamenta en la exigibilidad de enfoques diferenciados en razón de la discriminación de género que sufren las mujeres, que atienda el impacto desproporcionado de los riesgos, ataques y hostigamientos hacia esta población. En consecuencia las propuestas de garantía de su labor debe ajustarse a las realidades materiales, culturales, políticas o simbólicas de las mujeres, como lo es la de la conjunción o intersección de dos condiciones específicas –entre otras condiciones o dimensiones identitarias-: ser mujeres y ser lideresas o defensoras de derechos humanos.
El 7 de marzo de 2013, convocados en torno a una Mesa Nacional de garantías, las organizaciones de mujeres junto con el Viceministro para la Participación e Igualdad de los Derechos como vocero del Gobierno Nacional, acordaron adelantar el proceso para la elaboración e implementación de un Programa de Garantías a la defensa de los derechos humanos para mujeres lideresas y defensoras. Para elaborar esta propuesta por parte de la sociedad civil, se contó con un proceso regional de discusión desarrollado en el transcurso de ese año en 5 regiones diferentes del país (Costa Caribe, Nor Occidente, Sur Occidente, Nor Oriente y Centro) contando con la participación de más de 600 mujeres delegadas de diferentes organizaciones. El aumento en las amenazas y la crueldad específica que se había manifestado durante el 2012 en las agresiones a las mujeres empuja al Gobierno a dar prioridad a esta atención especial y se aprueba la propuesta a finales de 2013.  
Entre los años 2014 y 2015, se desarrolló un proceso de concertación constante entre el Gobierno y las organizaciones de mujeres, para la formulación del contenido del programa. El Gobierno nacional por su parte, proyectó la elaboración de un Decreto por parte del Ministerio del Interior, por medio del cual se crea la Comisión Intersectorial de Garantías para las Mujeres Lideresas y Defensoras de los Derechos Humanos, que a su vez aprobará el Programa Integral de Garantías para las Mujeres Lideresas y Defensoras de Derechos Humanos. 
ONU Mujeres Colombia ha venido apoyando este proceso, como parte de la Mesa Nacional de Garantías y ha establecido los elementos de su estrategia país 2014-2017 que incluyen resultados estratégicos el liderazgo y empoderamiento político y económico de las mujeres, la lucha para la erradicación de las violencias contra las mujeres, y una propuesta específica para garantizar el enfoque de género y derechos de las mujeres en procesos de construcción de paz y seguridad, bajo una teoría de cambio según la cual, la construcción de la paz supera la agenda de terminación del conflicto y de garantías para las víctimas, y por tanto debe atender los asuntos estructurales de la desigualdad y la necesidad de fortalecimiento de las mujeres como protagonistas de la paz, la democracia y el desarrollo, atendiendo así, no solo la restitución de sus derechos en tanto víctimas, sino la reparación transformadora de su rol y dignidad en la sociedad.

El Programa Integral de Garantías para Mujeres Lideresas  y Mujeres Defensoras de los Derechos Humanos tendrá como Objetivo General, generar garantías para la protección de la vida e integridad de las mujeres en el ejercicio libre y seguro de sus liderazgos sociales y políticos y en su derecho a defender los derechos humanos, incorporar propuestas integrales de atención, que generen y fortalezcan capacidades de reacción frente a las estrategias de persecución cuando se intensifican y obligan a las defensoras a exiliarse para salvaguardar su vida, estrategias que buscan debilitar y desestructurar el proceso organizativo del movimiento social de mujeres, violaciones de derechos humanos, reducir las situaciones de  vulnerabilidad y garantizar el derecho de estas mujeres a defender  los derechos humanos.
En ese sentido, el Programa da continuidad y se alinea con los marcos legales existentes, como la ley 1257 de 2008, en cuanto a los esfuerzos integrales por la promoción del derecho de las mujeres a una vida libre de violencias; y recoge y da seguimiento a disposiciones específicas como la del Auto 098 de 2013 de la Corte Constitucional, en la que ordena al Gobierno diseñar e implementar una política pública integral de promoción del derecho a la defensa de los DDHH en el marco del conflicto armado con enfoque de género.
Este programa se enmarca también en los lineamientos señalados por el Subcomité de Prevención, Protección y Garantías de No Repetición
 en el marco del SNARIV:
· Enfoque de derechos 
· Enfoque Diferencial
· Descentralización de la Política De Prevención y Protección 
· Articulación nación – territorio 
· Articulación de las Estrategias de Información para la Prevención
De otro lado, constituye el mecanismo propicio para articular los siguientes instrumentos de Planeación:

· Plan de Prevención (MinInterior)
· Plan de Acción Territorial (PAT - UARIV)
· Plan de Contingencia (UARIV)
· Plan departamental de Acción contra el reclutamiento y utilización de
    Niños, Niñas y Adolescentes (CIPRUNNA)
· Plan de Nacional de Educación en Derechos Humanos –PLANEDH
· Plan de Consolidación Territorial
Así como los programas: 

· Programa de Protección de la Unidad Nacional de Protección.
· Programas especiales de protección del Ministerio del Interior –UNP.
· Programa de Protección a Víctimas y Testigos de la Fiscalía General de la Nación.  
· Protección de Tierras y Patrimonio. 
· Sistema de Alertas Tempranas de la Defensoría del Pueblo –SAT
· Escuela de Reparaciones -estrategia de formación y sensibilización-. 
· Programas de Formación en Derechos Humanos y DIH.

Ahora bien, los escenarios de Coordinación para la Prevención, Protección y visibilización de la violencia contra la mujer que se deben articular con el Programa de garantías para mujeres lideresas y defensoras de derechos humanos son los siguientes:
· Subcomité técnico de Prevención, Protección y Garantías de No Repetición.
· Comisión Intersectorial de Alertas Tempranas –CIAT-.
· Comité Intersectorial de Prevención del Reclutamiento, Utilización y Violencia Sexual contra Niños, Niñas y Adolescentes por parte de Grupos Armados Organizados al Margen de la Ley –CIPRUNNA-.
· Comisión Intersectorial Nacional para la Acción contra Minas Antipersonal –CINAMAP-.
· Comité de Evaluación de Riesgos y Recomendación de Medidas –CERREM- .
· Grupo Técnico de Evaluación de Riesgo –GTER-. 
· Red Nacional de Observatorios.
· Comités de Justicia Transicional y Mesas de participación de víctimas municipales y departamentales.
· Comité de Seguimiento a la Ley 1257 de 2008.
· Comités creados por la ley 1719 de 2014.
· Observatorio de Asuntos de Género.
· Mesas de erradicación de la violencia contra la mujer.
· Comités de Política Social – COMPOS.
· Consejos de Seguridad
3. PRINCIPIOS:
Buena Fe: 
Todas las actuaciones que se surtan ante el programa, se ceñirán a los postulados de la buena fe. La Corte Constitucional de Colombia, en sentencia C-1194 de 2008, definió el principio de buena fe como aquel que “exige a los particulares y a las autoridades públicas ajustar sus comportamientos a una conducta honesta, leal y conforme con las actuaciones que podrían esperarse de una “persona correcta (vir bonus)”. Así la buena fe presupone la existencia de relaciones reciprocas con trascendencia jurídica, y se refiere a la “confianza, seguridad y credibilidad que otorga la palabra dada”.

Causalidad: 
La vinculación al Programa estará fundamentada en la conexidad directa entre el riesgo y el ejercicio de las actividades o funciones políticas, públicas, sociales o humanitarias relativas a la defensa de los derechos humanos. Las interesadas en ser acogidas por el Programa deben demostrar, siquiera sumariamente, dicha conexidad.

Complementariedad: 
Las medidas previstas en este Programa se implementarán sin perjuicio de otras de tipo asistencial, integral o humanitario que sean dispuestas por otras entidades.

Concurrencia: 
Las  autoridades del orden nacional y territorial tienen el deber de aportar las medidas de prevención y protección de acuerdo con sus competencias y capacidades institucionales, administrativas y presupuestales, para la garantía efectiva de los derechos a la vida, libertad, integridad y seguridad personal de su población objeto. 

Consentimiento: 
La vinculación al Programa requerirá de la manifestación expresa, libre y voluntaria de la solicitante. 

Coordinación: 
El Programa de Garantías para Lideresas y Defensoras de Derechos Humanos actuará ordenada, sistemática, coherente, eficiente y armónicamente con todas las autoridades del orden nacional y territorial con competencia, así como con los programas previstos por la política pública de garantías para la defensa de los derechos humanos.
Eficacia: 
Las medidas tendrán como propósito prevenir la materialización de los riesgos o mitigar los efectos tanto de su existencia como de su eventual consumación.
Goce efectivo de derechos: 
Para su planeación, ejecución, seguimiento y evaluación, el Programa tendrá en cuenta el conjunto de derechos constitucionales fundamentales de los que son titulares las protegidas, en el marco del principio de correlación entre deberes y derechos.
Idoneidad: 
Las medidas adoptadas en el marco del Programa serán adecuadas a la situación de riesgo y procurarán adaptarse a las condiciones particulares de las protegidas.

Oportunidad: 
Las medidas de prevención y protección se otorgarán de forma ágil y expedita.

Reserva Legal: 
La información relativa a solicitantes y protegidas del Programa es reservada. Las beneficiarias de las medidas también están obligadas a guardar dicha reserva.

Subsidiariedad: 
Los municipios, departamentos y demás entidades del Estado del orden nacional y territorial, de acuerdo con sus competencias y capacidades institucionales, administrativas y presupuestales, y en el marco de la colaboración administrativa y el principio de subsidiariedad, adoptarán las medidas necesarias para prevenir la violación de los derechos de las mujeres a la vida, la libertad, la integridad y la seguridad o la protección de estos derechos.

Temporalidad: 
Las medidas de protección tienen carácter temporal y se mantendrán mientras subsista un nivel de riesgo extraordinario o extremo. Las medidas de prevención son temporales y se mantendrán en tanto persistan las amenazas o vulnerabilidades que enfrenten las comunidades o grupos.

Igualdad real y efectiva: 
Corresponde al Estado diseñar, implementar y evaluar políticas públicas para lograr el acceso de las mujeres a los servicios y el cumplimiento real de sus derechos.

Derechos humanos:

Los derechos de las mujeres son Derechos Humanos.

Principio de Corresponsabilidad: 
La sociedad, el Estado y la familia son responsables de respetar los derechos de las mujeres y de contribuir a la eliminación de la violencia contra ellas. El Estado además, es responsable de prevenir, investigar y sancionar toda forma de violencia contra las mujeres.

Integralidad: 
La atención a las mujeres lideresas y defensoras de derechos humanos comprenderá información, prevención, orientación, protección, sanción, reparación y estabilización.

Autonomía: 
El Estado reconoce y protege la independencia de las mujeres para tomar sus propias decisiones sin interferencias indebidas.

No Discriminación: 

Todas las mujeres con independencia de sus circunstancias personales, sociales o económicas tales como edad, etnia, orientación sexual, identidad de género,  procedencia rural o urbana, religión entre otras, tendrán garantizados los derechos establecidos en este programa a través de una previsión de estándares mínimos en todo el territorio nacional.

Atención Diferenciada: 
El Estado garantizará la atención a las necesidades y circunstancias específicas de colectivos de mujeres especialmente vulnerables o en riesgo, de tal manera que se asegure su acceso efectivo a las medidas establecidas por el Programa.
Presunción del riesgo constitucional de vulnerabilidad acentuada para las mujeres víctimas:

En virtud de los riesgos de género en el conflicto armado y de las facetas de género en el desplazamiento forzado interno y desplazamiento extraterritorial, esto es la situación de las defensoras y lideresas de las fronteras, migrantes y exiliadas: La presunción de riesgo extraordinario de género se asumirá para todo el procedimiento de identificación, valoración del riesgo, definición, aplicación y seguimiento de las medidas de protección, salvo que la misma se desvirtúe mediante un estudio técnico de seguridad minucioso y detallado. Todo el procedimiento de protección a favor de las mujeres será adoptado con inmediatez y celeridad, según lo establecido por el Auto 098 de 2013 de la Corte Constitucional.
Presunción de vulnerabilidad acentuada de las víctimas de violencia sexual: 
Se presume la vulnerabilidad acentuada de las víctimas de violencia sexual con ocasión del conflicto armado, por el riesgo de sufrir nuevas agresiones que afecten su seguridad personal y su integridad física, y la existencia de riesgos desproporcionados de violencia sexual de las mujeres colombianas en el conflicto armado conforme a lo previsto en el Auto 092 de 2008 de la Corte Constitucional. En consecuencia, la adopción de las medidas provisionales de protección a que haya lugar, no podrá condicionarse a estudios de riesgo por ninguna de las autoridades competentes.   En todos los casos, los programas de protección deberán incorporar un enfoque de Derechos Humanos hacia las mujeres, generacional y étnico, y armonizarse con los avances legislativos, y los principios y normas del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y el Derecho Penal Internacional. (Artículo 22 Ley 1719 de 2014). 

4. MARCO NORMATIVO:

Marco Normativo Internacional
Tanto los instrumentos internacionales de protección como la Constitución nacional, establecen la obligación a cargo del Estado de prevenir y proteger a las personas contra las violaciones de derechos humanos. El artículo 2 de la Convención Interamericana de Derechos Humanos, establece que los Estados Partes tienen el deber de adoptar las disposiciones legislativas internas o de otro orden, necesarias para asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos. Como consecuencia de esa obligación, los Estados tienen el deber general de prevenir, investigar, y sancionar toda violación de los derechos reconocidos en la Convención y procurar además el restablecimiento de los derechos conculcados y, en su caso, la reparación de los daños producidos por la violación.

Por su parte, el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, ha señalado que la obligación de prevenir implica que los Estados adopten políticas conducentes a identificar y eliminar, con pleno arreglo a la normatividad nacional, los riesgos que se ciernen sobre las personas y comunidades que amenacen el disfrute de sus derechos; promover una cultura de derechos humanos; prevenir, investigar y sancionar las violaciones de derechos humanos o infracción de DIH; restablecer los derechos y reparar integralmente a las víctimas; y brindar garantías de no repetición a fin de evitar nuevos atentados contra la dignidad humana y/o procesos de re-victimización.

En cumplimiento del deber de prevención los Estados deben adoptar, entre otras, medidas de tipo legislativo para adecuar el sistema jurídico interno a los estándares de derechos humanos; medidas judiciales, para evitar la impunidad de las violaciones y asegurar la no repetición de las mismas; medidas administrativas, para adecuar la institucionalidad y asegurar procedimientos efectivos y adecuados para la garantía de los derechos humanos; medidas presupuestales, para asegurar los recursos necesarios para garantizar el pleno respeto de los derechos humanos; medidas educativas y culturales dirigidas a difundir una cultura de reconocimiento y respeto de los derechos humanos; y medidas de carácter político que den muestra de compromiso y voluntad de respetar y garantizar los derechos humanos.

De esta manera, diversos instrumentos universales y regionales de protección de los derechos humanos que integran el bloque de constitucionalidad, y que por tanto, gozan de la misma jerarquía normativa que la Constitución Política de Colombia, refuerzan el derecho de participación de las mujeres a través de la defensa y protección de los derechos humanos, en términos de prevención, protección, garantías de no repetición y retorno con garantías para el caso de mujeres víctimas de desplazamiento extraterritorial: 
· Declaración Universal de los Derechos Humanos: artículo 1, que señala que "todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos"; artículo 2, “toda persona, sin distinción de sexo, tiene todos los derechos que se proclaman en ella, entre los que figuran el derecho a la libertad de expresión, de asociación y de reunión” y artículo 3: “todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona”
· Recomendación General N° 30 de la CEDAW, para el caso de las Mujeres Refugiadas y Exiliadas.
· Convención Interamericana sobre la Concesión de los Derechos Políticos a la Mujer (1948)
· Convención sobre los Derechos Políticos de la Mujer (1952)
· Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966). Señaló que los Estados Parte deberán garantizar los derechos en él reconocidos, entre estos los de libertad de expresión, reunión y asociación sin distinción alguna, y añade el deber de garantizar los derechos civiles y políticos en igualdad de condiciones a hombres y mujeres.  Así mismo, en el artículo 9 previó que “Todo individuo tiene derecho a la libertad y la seguridad personales”
· Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966), artículo 3: Los Estados partes en el Pacto se comprometen a "asegurar a los hombres y a las mujeres igual título a gozar de todos los derechos económicos, sociales y culturales enunciados en él”
· Convención Americana sobre los Derechos Humanos (1969). Artículo 1 señala que los Estados Partes se comprometen a respetar los derechos consagrados en ella y a garantizar su ejercicio sin discriminación alguna. Además, consagra el derecho de toda persona a la libertad de pensamiento y expresión, el derecho de reunión, la libertad de asociación. En el Artículo 7 de la misma Convención se previó que “Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales”
· Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, “CEDAW” (1979),  artículo 7, literal C, señala que los Estados parte "tomarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en la vida política y pública del país y, en particular, garantizarán a las mujeres, en igualdad de condiciones con los hombres, el derecho a (...) participar en organizaciones y asociaciones no gubernamentales que se ocupen de la vida pública y política del país"
· Declaración de Cartagena sobre Refugiados (1984) de la Organización de Estados Americanos (OEA), en el marco de la Convención de Ginebra de 1951 sobre el estatuto de refugiado (CG1951) y su Protocolo (1967), en el cual se amplía  el concepto de refugiado o con los relativos a la protección subsidiaria, recogidos en la Directiva 98/2011
· Declaración y Programa de Acción de Viena (1993) Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, “Convención Belem do Pará” (1994). Declaración de Beijing (1995a). Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional (1998)
· Declaración sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones de promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente reconocidos, aprobada mediante Resolución N° A/RES/53/144 de 9 de diciembre de 1998, de la Asamblea General de las Naciones Unidas.  El artículo 1° de la Declaración sobre defensores, reconoce expresamente el derecho a defender los derechos en los siguientes términos: “toda persona tiene derecho, individual o colectivamente, a promover y procurar la protección y realización de los derechos humanos y las libertades fundamentales en el plano nacional e internacional”
· Resolución 1671 de 1999, de la Asamblea General de la OEA sobre Defensores de Derechos Humanos en las Américas. A través de esta resolución, la Asamblea General encomendó al Consejo Permanente, en coordinación con la Comisión Interamericana, que continuara estudiando el tema de los Defensores y las Defensoras de Derechos Humanos en la región (AG/RES.1671, 7 de junio de 1999) y en 2001, la Asamblea General solicitó a la Comisión que considerara la elaboración de un estudio sobre la materia (AG/RES.1818, 5 de junio de 2001)
· Resolución 1325 (2000), aprobada por el Consejo de Seguridad en su sesión 4213ª, celebrada el 31 de octubre de 2000, S/RES/1325 (2000). Con posterioridad, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas ha aprobado seis resoluciones sobre mujer, paz y seguridad, que pueden considerarse conexas a la Resolución 1325, Resolución 1820 (2008), Resolución 1888 (2009), Resolución 1889 (2009), Resolución 1960 (2010), Resolución 2106 (2013) y Resolución 2122 (2013)
· La declaración de Cartagena sobre refugiados de la OEA (1984), adoptado por el "Coloquio Sobre la Protección Internacional de los Refugiados en América Central, México y Panamá: Problemas Jurídicos y Humanitarios". Esta declaración se basa en la Convención de Ginebra de 1951; en ella se amplió la definición de refugiado para América Latina y se propusieron nuevos enfoques para las necesidades humanitarias de las personas refugiadas y desplazadas con un espíritu de solidaridad y cooperación
· La Declaración de Brasil (2014), en la que se acuerda “Un Marco de Cooperación y Solidaridad Regional para Fortalecer la Protección Internacional de las Personas Refugiadas, Desplazadas y Apátridas en América Latina y el Caribe”
· La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer – Convención Belem Do Pará (1994), consagra el derecho de toda mujer al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los derechos humanos y libertades consagradas en instrumentos regionales e internacionales de derechos humanos, entre estos, el derecho a la libertad de asociación y el derecho a “participar en los asuntos públicos, incluyendo la toma de decisiones”.
A nivel regional, en América, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará) obliga a los Estados miembros a, entre otros deberes, actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra las mujeres, a establecer procedimientos legales justos y eﬁcaces para las mujeres que hayan sido sometidas a violencia, que incluyan medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos y a establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar que las mujeres objeto de violencia tengan acceso efectivo a resarcimiento, reparación del daño u otros medios de compensación justos.

Marco normativo nacional:
En Colombia se ha llevado a cabo un importante desarrollo normativo que, junto con la normatividad internacional, configuran el marco sobre el cual se asienta el derecho de las mujeres a ejercer liderazgos y la defensa de los derechos humanos en un ambiente seguro y libre de violencias:
· Constitución Política de Colombia: Reconoce el derecho de las mujeres a participar en la vida pública, ejercer liderazgo y promoción de derechos humanos en igualdad de condiciones que los hombres, a partir del reconocimiento del derecho a la igualdad (artículo 13), la libertad de expresión (artículo 20), derechos de reunión y asociación (artículos 37 y 38) y el derecho a la igualdad de derechos y oportunidades del hombre y la mujer (artículo 43)
· Ley 16 de 1972: incorporó al ordenamiento jurídico la Convención Americana de los Derechos Humanos
· Ley 1257 de 2008: “Por la cual se dictan normas de sensibilización, prevención y sanción de formas de violencia y discriminación contra las mujeres, se reforman los Códigos Penal, de procedimiento Penal, la Ley 294 de 1996 y se dictan otras disposiciones” y sus decretos reglamentarios
· Ley 1448 de 2011 y sus decretos reglamentarios
· Decreto 4912 de 2011 del Ministerio del Interior "Por el cual se organiza el Programa de Prevención y Protección de los derechos a la vida, la libertad, la integridad y la seguridad de personas, grupos y comunidades del Ministerio del Interior y de la Unidad Nacional de Protección" el cual fue compilado por el decreto 1066 del 26 de mayo de 2015
· Decreto-Le​y 4065 - ​de Octubre 2011  de Departamento Administrativo de la Función Pública - DAFP "Por el cual se crea la Unidad Nacional de Protección (UNP), se establecen su objetivo y estructura."
· Ley Estatutaria 1581 – 17 de octubre 2012. De Congreso de la República “Por la cual se dictan disposiciones generales para la protección de datos personales”
· Decreto 1225 de 2012 del Ministerio del Interior "Por el cual se hace indispensable restructurar y definir algunos de los conceptos y procedimientos descritos en el Decreto 4912 de 2011”, el cual fue compilado por el decreto 1066 del 26 de mayo de 2015
· Resolución 0805 de 2012 del Ministerio del Interior, “Por la cual se expide el Protocolo específico con enfoque de género y de los derechos de las mujeres a que se refiere el artículo 50 del Decreto 4912 de 2011”
· Ley 1753 de 2015, por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país”
· Decreto 1066 -​ 26 ​​de Mayo 2​015.​ De Ministerio del Interior "Por el cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo del Interior”. Capítulo 2, artículos 2.4.1.2.1 A 2.4.3.13
· Decreto 567 –​ 08 ​​de Abril 2​016​ De Ministerio del Interior "Por el cual se modifican algunos artículos del Capítulo 2, del Título 1, de la Parte 4, del Libro 2, del Decreto 1066 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo del Interior” modificaciones aplicables a la entidad
· Decreto 1535 – 21 ​​de Juli​o 2​015 De Ministerio del Interior “Por el cual se modifica el artículo 2.4.2.1.15 del Decreto 1066 de 2015, relacionado con la expedición de certificaciones de entidades religiosas”
· Decreto 1534 ​– 2​1 ​​de Julio 2​015 De Ministerio del Interior” Por el cual se derogan unas disposiciones del Decreto 1066 de 2015 – Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo del Interior” 
Marco Jurisprudencial Nacional: 

En Colombia ha sido principalmente en el marco del seguimiento al estado de cosas inconstitucional en relación con el desplazamiento forzado, que la Corte Constitucional ha señalado el deber a cargo del Estado de prevenir las violaciones de derechos humanos y de brindar medidas específicas de protección a aquellas personas que en virtud de la labor que desempeñan se encuentran en una situación de riesgo extraordinaria; o a comunidades o colectivos que habitan en zonas de riesgo
. 
La Corte ha dicho que el Estado tiene el deber de disponer de una política de prevención y protección y de garantizar las condiciones de seguridad adecuadas en las zonas de retorno. En concreto, la Corte le ordenó al Gobierno adoptar un enfoque preventivo capaz de atacar “las causa de raíz con suficiente especificidad como para no subsumirse en una política general de seguridad interna, y que garantice así que la respuesta estatal al desplazamiento forzado no se limite a la atención de las víctimas a posteriori, sino que también opere directamente sobre sus factores causales”
. 
En relación con la labor de defensa de los derechos humanos, la Corte ha dicho que “la complejidad de la labor que desarrollan los defensores de derechos humanos supone para los Estados, en el marco de su protección, la incorporación de obligaciones positivas y negativas. Las primeras deben estar encaminadas a que las autoridades competentes actúen con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar todo tipo de violación de sus derechos, mientras que las segundas aluden a que las actuaciones estatales deben realizarse con la debida diligencia para evitar violar los derechos humanos”
.

Dentro de ese marco general se estipulan obligaciones específicas en relación con la protección y garantía de los derechos de las mujeres y, en particular, de su derecho a ejercer liderazgos y defender los derechos humanos:
· Sentencia T-025 de 2004: Declara formalmente el estado de cosas inconstitucional en la población desplazada
· Sentencia C-355 de 2006: Despenalización del aborto en Colombia en tres casos
· Auto 200 de 2007: Protección del derecho a la vida y a la seguridad personal de líderes de la población desplazada y personas desplazadas en situación de riesgo
· Auto 092 de 2008: Adopción de medidas para la protección a mujeres víctimas del desplazamiento forzado por causa del conflicto armado.  Prevención del impacto desproporcionado del conflicto armado y del desplazamiento forzado sobre las mujeres.  Identifica 10 riesgos de género y 18 patrones de violencia y discriminación de género que enfrentan las mujeres en situación de desplazamiento y las mujeres en el marco del conflicto armado
· Auto 237 de 2008: Adopta los “Lineamientos para un Plan Integral de Prevención y Protección del impacto Desproporcionado y Diferencial del desplazamiento forzado sobre las mujeres colombianas”
· Auto 251 de 2008: Señala riesgos y vulneraciones de derechos de niños, niñas y adolescentes desplazados y en riesgo de serlo
· Auto 098 de 2013: Seguimiento a las acciones adelantadas por el Gobierno Nacional en materia de prevención y protección de los derechos a la vida, integridad y seguridad de las mujeres lideresas y defensoras de Derechos Humanos
· Auto 009 de 2015: Por medio del cual se hace seguimiento a la orden segunda y tercera del auto 092 de 2008, en lo concerniente al traslado de casos de violencia sexual a la Fiscalía General de la Nación, y a la creación e implementación de un programa de prevención del impacto de género mediante la Prevención de los Riesgos Extraordinarios de Género en el marco del Conflicto Armado y El Programa de Prevención de la Violencia Sexual contra la Mujer Desplazada y de Atención Integral a sus Víctimas, en el marco del seguimiento a la Sentencia T-025 de 2004.
5. MARCO CONCEPTUAL:
El artículo 1 de la Declaración sobre Defensoras y Defensores de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, reconoce expresamente el derecho a defender los derechos humanos en los siguientes términos: “toda persona tiene derecho, individual o colectivamente, a promover y procurar la protección y realización de los derechos humanos y las libertades fundamentales en el plano nacional e internacional”. En Colombia, las defensoras de derechos humanos promueven y defienden los derechos reconocidos por el derecho internacional de los derechos humanos, el derecho internacional  humanitario y  la  legislación  nacional (leyes y  jurisprudencia).  Para  ello, actúan ante el Estado para exigir el cumplimiento de sus obligaciones internacionales y nacionales; y ante el Estado y la sociedad para promover la transformación de la situación y condición de la mujer, lograr la equidad de género, contribuir al empoderamiento femenino y garantizar un proceso permanente de ampliación de libertades para todas las personas.

Por su parte, las lideresas son mujeres con reconocimiento comunitario, social y/o político que desarrollan acciones organizativas y de incidencia ante el Estado, la sociedad, la comunidad, y otras organizaciones de la sociedad civil para promover el reconocimiento de las realidades y necesidades de las mujeres. Las lideresas desarrollan acciones de incidencia para el diseño e implementación de programas y políticas que respondan a las necesidades de las mujeres, y reconozcan sus derechos; promueven  la transformación de ideas, creencias y prácticas sociales e institucionales contrarias a los derechos de las mujeres, y permanentemente actúan para que  el gobierno garantice la ciudadanía plena a todas las mujeres, reconociendo su identidad étnica, orientación sexual, y otras condiciones (edad, víctima del conflicto armado, entre otras).

A partir de esos elementos, el Programa de Garantías para Defensoras y Lideresas adopta las siguientes definiciones:

Defensora de derechos humanos:
Toda mujer que de manera individual o colectivamente, promueve y procura la realización de todos los derechos humanos, entendidos en su integralidad, incluyendo los derechos de las mujeres, así como las libertades fundamentales, en los planos territorial, nacional e internacional. Son lideresas todas las  mujeres que en el marco de un proceso organizativo o comunitario o sin vinculación colectiva específica, impulsan reivindicaciones sociales o políticas, incluyendo la transformación de creencias, prácticas sociales e institucionales contrarias a los derechos de las mujeres y actúan a favor del ejercicio pleno de la ciudadanía para todas las personas.
Se incluyen en esta definición, a todas las mujeres que realizan labores de defensa de derechos humanos, en su amplia diversidad: víctimas del conflicto, afrodescendientes, indígenas, lesbianas, exiliadas, refugiadas, migradas forzosamente, campesinas, profesionales, docentes, artistas…Y en los ámbitos territorial, nacional y transnacional.
Enfoque de derechos humanos de las mujeres

El Programa de Garantías asume que todos los derechos humanos (derechos civiles, políticos, económicos, sociales, culturales y medio ambientales) son universales, indivisibles e interdependientes entre sí y orientará sus acciones de tal manera que contribuyan a la realización efectiva de los derechos humanos en su integralidad.
Las medidas adoptadas en el marco del Programa de Garantías contribuirán a la realización efectiva e integral de los derechos humanos de las mujeres, buscando su empoderamiento, la igualdad de género y la eliminación de la violencia y la discriminación contra la mujer.

Derechos de las  (los) Defensores de Derechos Humanos
:  

· A procurar la protección y realización de los derechos humanos en los planos nacional e internacional;
· A realizar una labor en favor de los derechos humanos individualmente o en asociación con otros;
· A formar asociaciones y ONG;
· A reunirse o manifestarse pacíficamente;
· A recabar, obtener, recibir y poseer información sobre los derechos humanos;
· A desarrollar y debatir ideas y principios nuevos relacionados con los derechos humanos y a preconizar su aceptación;
· A presentar a los órganos y organismos gubernamentales y organizaciones que se ocupan de los asuntos públicos críticas y propuestas para mejorar su funcionamiento y a llamar la atención sobre cualquier aspecto de su labor que pueda impedir la realización de los derechos humanos;
· A denunciar las políticas y acciones oficiales en relación con los derechos humanos y a que se examinen esas denuncias;
· A ofrecer y prestar asistencia letrada profesional u otro asesoramiento o asistencia pertinentes para defender los derechos humanos;
· A asistir a las audiencias, los procedimientos y los juicios públicos para formarse una opinión sobre el cumplimiento de las normas nacionales y de las obligaciones internacionales en materia de derechos humanos;
· A dirigirse sin trabas a las organizaciones no gubernamentales e intergubernamentales y a comunicarse sin trabas con ellas;
· A disponer de recursos eficaces;
· A ejercer legítimamente la ocupación o profesión de defensor de los derechos humanos;

· A obtener protección eficaz de las leyes nacionales al reaccionar u oponerse, por medios pacíficos, a actividades y actos, con inclusión de las omisiones, imputables a los Estados que causen violaciones de los derechos humanos;
· A solicitar, recibir y utilizar recursos con el objeto de proteger los derechos humanos.

Deberes de los Estados en relación a las (los) Defensores de DDHH y la labor de defender derechos humanos
:
· Proteger, promover y hacer efectivos todos los derechos humanos;
· Garantizar que toda persona sometida a su jurisdicción pueda disfrutar en la práctica de todos los derechos y libertades sociales, económicos, políticos y de otra índole;
· Adoptar las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean necesarias para asegurar la aplicación efectiva de los derechos y las libertades;
· Proporcionar recursos eficaces a las personas que denuncien haber sido víctimas de una violación de los derechos humanos;
· Realizar una investigación rápida e imparcial sobre las presuntas violaciones de derechos humanos;
· Adoptar todas las medidas necesarias para garantizar la protección de toda persona frente a toda violencia, amenaza, represalia, discriminación negativa, presión o cualquier otra acción arbitraria resultante del ejercicio legítimo de los derechos mencionados en la Declaración;
· Promover la comprensión pública de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales;
· Garantizar y apoyar la creación y el desarrollo de instituciones nacionales independientes encargadas de promover y proteger los derechos humanos; por ejemplo, mediadores o comisiones de derechos humanos;
· Promover y facilitar la enseñanza de los derechos humanos en todos los niveles de la educación y la formación profesional oficial”.

Enfoque diferencial

Las acciones del Programa de Garantías se orientarán atendiendo a las características particulares de las mujeres lideresas y defensoras de derechos humanos, en razón de su edad y ciclo vital, sexo, orientación sexual e identidad de género, pertenencia étnica y situación o condición de discapacidad, así como las particularidades derivadas del grado de vulnerabilidad  y afectación diferenciada de personas y colectivos.
Al respecto, en el Auto 382 de 2010, la Corte Constitucional relaciona consideraciones para implementar el enfoque diferencial en planes y políticas gubernamentales: “El diseño de un enfoque diferencial requiere identificar las diferencias de los grupos de especial atención en razón de su mayor vulnerabilidad, para determinar cuáles diferencias son relevantes y encaminar cambios en la política, que son posibles si se realiza un ejercicio de análisis en el que se identifiquen los vacíos existentes en la respuesta estatal, así como las transformaciones para ajustar, modificar o complementar la política, llenándola de contenido propio y coherente a la atención de esta población y con la obligación de asegurar el goce efectivo de sus derechos”.

Enfoque étnico:
Por “grupo étnico” se entiende una comunidad que no solo comparte una ascendencia común sino además costumbres, territorio, espiritualidad, autoridad y organización propia, modos de producción, noción idiomática o dialectal y simbólica; una identidad colectiva. Es decir, se diferencia del conjunto de la sociedad nacional o hegemónica prioritariamente por sus prácticas socioculturales, su cosmovisión y su sentido de pertenencia histórica, elementos que configuran su identidad.

Por lo tanto, el enfoque étnico promueve la protección y garantía de los derechos de los pueblos y comunidades indígenas, rom, negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, en cumplimiento del principio de diversidad etnocultural y salvaguarda de sus planes de vida (Corte Constitucional, Autos 004 y 005 de 2009).

Teniendo como fundamento el Convenio 169 de la OIT y la Constitución Política colombiana, los derechos fundamentales de los grupos étnicos son el derecho a la identidad étnica y cultural, al territorio, a la autonomía, a la participación y al desarrollo propio. Estos derechos tienen alcance diferente según el grupo étnico de que se trate, pues la Constitución y su desarrollo normativo han delimitado el marco aplicable para cada población.

Desde esta perspectiva de derechos, el enfoque étnico debe partir del análisis de las prácticas de sometimiento, marginación, desposeimiento, exclusión o discriminación, vividas por los pueblos y comunidades indígenas, raizal, rom, palenqueros y afrodescendientes; en particular, por las mujeres pertenecientes a estos grupos étnicos, que desarrollan ejercicios de liderazgo. En consonancia con lo anterior, el Programa de Garantías para Mujeres Defensoras de Derechos Humanos, acoge la siguiente definición: “El enfoque diferencial étnico destaca las necesidades diferenciales de atención y de protección que deben tener en cuenta las políticas públicas y que deben reflejarse en su implementación. En particular hace una lectura de las realidades específicas de las poblaciones e individuos de estos grupos con el fin de hacer visible sus particularidades que se expresan en su cosmovisión, cultura, origen, raza e identidad étnica, para atenderlas y a la vez transformar las situaciones de inequidad, discriminación y vulneración de sus derechos”

Para efectos del presente Programa, bajo el término Pueblos y Comunidades étnicas, se agruparán de manera resumida a lo largo del documento, las distintas formas de autodeterminación de grupos con identidad étnica que habitan el territorio nacional: indígenas, rrom, negros, palenqueros, afrodescendientes y raizales.
Enfoque integral

La integralidad supone que los componente-dimensiones del programa (prevención, protección, garantías de no repetición) son complementarios e interdependientes; no pueden implementarse de manera autónoma pues responden cada uno a diferentes causas del riesgo, todas con impacto en la vida de las defensoras o lideresas. La prevención tiene por objeto evitar la aparición de la amenaza o del riesgo como tal y así mismo dota de herramientas (individuales y colectivas) para responder a sus efectos emocionales y organizativos. La protección busca impedir que la amenaza se materialice y por consiguiente asegurar la integridad (física y subjetiva) de las mujeres. En ese sentido las medidas integrales, que promueven los derechos económicos, sociales y culturales, pueden concebirse en ambos sentidos: al disminuir la vulnerabilidad evitan la aparición de la amenaza y/o la materialización de la misma. Finalmente las garantías de no repetición, en su objetivo de sancionar a los responsables de los ataques y enviar un claro mensaje a la sociedad, disminuyen la posibilidad de nuevas agresiones a los colectivos de mujeres defensoras y lideresas
Enfoque colectivo

El Programa de Garantías asume que la labor de defensa de los derechos humanos y el liderazgo de las mujeres toma forma y se configura esencialmente desde la dimensión colectiva. Se entiende por riesgo colectivo aquel que puede afectar la existencia de la organización o de la colectividad de manera autónoma; aquel que puede afectar los objetivos estratégicos definidos por el conjunto de la organización o del colectivo; o aquel que puede afectar la integridad de  las mujeres del colectivo a causa de su pertenencia al mismo. Las acciones del Programa se orientarán a enfrentar el riesgo colectivo, buscando asegurar la integridad tanto de las organizaciones como de las mujeres que forman parte de ellas.

Riesgo
El riesgo es la probabilidad de que se concrete una amenaza y se define a partir de la relación entre amenazas, vulnerabilidades y capacidades, de tal forma que a mayores capacidades y menor vulnerabilidad, menor probabilidad de que se concreten las amenazas. Las acciones del Programa de Garantías pondrán énfasis en la reducción de vulnerabilidades y en el fortalecimiento de las capacidades de las mujeres como estrategia para enfrentar los riesgos a los cuales se encuentran expuestas por el hecho de ser lideresas y defensoras de derechos humanos.

Comisión Intersectorial de Garantías para las Mujeres Lideresas y Defensoras de los Derechos Humanos: 

Será la instancia interinstitucional encargada de coordinar y orientar la formulación, implementación y seguimiento del Programa Integral de garantías para las mujeres lideresas y defensoras de DDHH

6. POBLACIÓN OBJETIVO
El Programa de Garantías está dirigido a mujeres lideresas y defensoras de derechos humanos, definidas como todas aquellas mujeres que de manera individual o colectiva, promueven y procuran la realización de todos los derechos humanos, entendidos en su integralidad, así como las libertades fundamentales, en los planos territorial, nacional e internacional; incluyendo a todas las mujeres que en el marco de un proceso organizativo o comunitario, impulsan reivindicaciones sociales o políticas, promueven la transformación de creencias, prácticas sociales e institucionales contrarias a los derechos de las mujeres y actúan a favor del ejercicio pleno de la ciudadanía para todas las personas. El Programa aplica en todo  el territorio nacional.

7. DIAGNÓSTICO: 
El siguiente  apartado describe en términos generales la situación de los derechos humanos de las lideresas y defensoras de derechos humanos en Colombia. En este aspecto, es importante reflejar el impacto diferenciado en la situación de las niñas, adolescentes, mujeres adultas mayores, mujeres rurales, pertenecientes a grupos étnicos o con orientación sexual o identidad de género diversa. Algunas de ellas, en razón de la violencia sociopolítica de género sufrida, han sido obligadas  a salir del  país para salvaguardar su vida y la de la familia. 

La Representante Especial del Secretario General sobre los defensores de los derechos humanos de la ONU, durante su visita de verificación a Colombia realizada entre el 23 y el 31 de octubre de 2001, elaboró una evaluación de la situación de defensoras y defensores de derechos humanos en el país y de las condiciones de seguridad en las cuales desarrollan sus actividades en el contexto del conflicto colombiano. La Representante efectuó esta labor examinando diferentes informes sobre las amenazas en contra de la integridad personal de los defensores(as) y sus organizaciones, así como sobre las condiciones que debilitan el ejercicio de sus derechos; también realizando entrevistas con autoridades nacionales y organizaciones de la sociedad civil. 

La Representante reconoció que Colombia hace parte de la mayoría de organismos internacionales, tiene aprobada una nutrida legislación en la materia, y cuenta con algunos programas específicos para protección de personas defensoras de DDHH, pero que ello no es suficiente para mitigar el impacto de las amenazas y graves violaciones a DDHH que sufren quienes ejercen esta labor en el país. 
Observó con preocupación el ambiente de impunidad que rodea las violaciones a los derechos humanos en Colombia,  la intimidación e inseguridad constante que sufren defensores y defensoras, constató el patrón de agresiones constantes que han sufrido, no solo quienes defienden derechos desde la sociedad civil, sino quienes los realizan desde cargos del Estado. Constató además, que algunos grupos, tales como los dirigentes sindicales, las minorías étnicas, los desplazados internos y las mujeres, se han visto más afectados que otros. Advirtió además, que no solo los grupos paramilitares eran responsables de las violaciones a los derechos de defensores y defensoras, sino además, los grupos guerrilleros y la misma fuerza pública. 
En vista de lo anterior, la Representante Especial presentó al gobierno colombiano una serie de recomendaciones consistentes en adoptar como prioridad una política global de derechos humanos y de derecho internacional de los derechos humanos; considerar las recomendaciones que han sido formuladas por varios organismos internacionales; combatir la impunidad, emprendiendo para ello investigaciones penales exhaustivas e independientes; poner fin a la violencia perpetrada en contra de defensores y defensoras; fortalecer las instituciones judiciales garantizando para ello la competencia, la eficacia, la seguridad y la independencia de todas las instituciones y las personas que se encuentran a cargo, combatir a los grupos armados al margen de la ley; establecer un programa de reuniones periódicas entre el Gobierno y defensores y defensoras con el fin de recibir sus inquietudes de manera directa y de acordar las acciones y las medidas encaminadas hacia protegerlos de las violaciones de sus derechos y a prevenir dichas violaciones;  reconocer públicamente el papel fundamental y positivo que desempeñan las organizaciones no gubernamentales y defensores y defensoras de derechos humanos en el fortalecimiento de la democracia; adoptar medidas eficientes orientadas a garantizar la vida y la integridad personal de todos los defensores y defensoras de derechos humanos y desarrollar e implementar una estrategia efectiva y exhaustiva de prevención con el fin de prevenir los ataques en contra de los defensores y defensoras de derechos humanos, mediante el otorgamiento de recursos y un mayor apoyo político a las instituciones y los programas de la Defensoría del Pueblo y el Programa de Protección del Ministerio del Interior.  
Además, incrementar en forma sustancial las medidas de protección brindadas a los grupos más atacados y vulnerables, especialmente los dirigentes sindicales, las minorías étnicas, los desplazados internos y las mujeres, entre otras recomendaciones. 
Por su parte, el Segundo Informe sobre la situación de defensoras y defensores de derechos humanos en las Américas de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos señaló que “La Asamblea General de la OEA en su resolución AG/RES 2579 (XL‐0/10) ha reconocido el trabajo que las mujeres defensoras de derechos humanos realizan en la región y ha señalado que en virtud de la actuación y necesidades específicas de su sexo, y los riesgos particulares que enfrentan a raíz de la discriminación histórica que han sufrido, las mujeres defensoras de derechos humanos merecen que los Estados aseguren la plena protección y eficacia de las importantes actividades que realizan. 
En vista de la situación de riesgo en que la Comisión identificó a las defensoras de derechos de las mujeres, la CIDH recomendó a los Estados de la región en su informe de 2006 “garantizar especialmente la seguridad de las mujeres defensoras de derechos humanos toda vez que corran el riesgo de ser atacadas mediante mecanismos específicos en razón de su género y que emprenda medidas a fin de lograr el reconocimiento de la importancia de su rol dentro del movimiento de defensa de los derechos humanos”.” Más adelante añade: “Adicionalmente a la discriminación de la que son objeto por el rol histórico y las concepciones estereotipadas de género que les han sido atribuidas a su sexo, su situación se agrava al enfrentar su trabajo en condiciones de riesgo en virtud de las causas específicas que promueven.”
Más adelante agregó: “[Los] Ataques de esta naturaleza no sólo afectan los derechos de las defensoras afectadas, sino que atentan contra el papel que juegan las defensoras de derechos humanos en los sistemas democráticos y sumen en la indefensión a todas las mujeres víctimas de violencia para quienes trabajan.” Esta aseveración pone nuevamente de manifiesto la necesidad de leer la defensa de derechos humanos de las mujeres en el contexto de violencia sociopolítica.
En Colombia, existe un alto nivel de subregistro en el número de amenazas, homicidios y en general, vulneración de los derechos de defensoras y defensores de derechos humanos, como resultado del silencio y la invisibilización del fenómeno en diferentes regiones del país. 
Según la ONG Somos Defensores, en los últimos 20 años han sido asesinados 729 defensores y defensoras de DDHH en Colombia. Además, “entre enero y septiembre de 2015 fueron víctimas de homicidio 51 defensores y defensoras de los derechos humanos, frente a los 45 del mismo periodo de 2014. Durante el último año también se ha incrementado el número de amenazas de muerte contra personas que defienden los derechos humanos y personas que hacen campaña sobre cuestiones relacionadas con la paz y con otros temas”
.  “Con relación a las agresiones por género, se registró que de los 682 defensores y defensoras agredidos en 2015, el 61% fueron hombres  y el 39% correspondió a mujeres. 
Es importante señalar que a pesar de que la estadística anual muestre un mayor número de agresiones contra hombres defensores,  en el tercer trimestre de 2015 por primera  vez en la historia del  Sistema de Información sobre Agresiones contra Defensores y Defensoras de Derechos Humanos -SIADDHH las mujeres superaron los registros de agresión durante el trimestre a los hombres en un 30%”
. Cauca y Antioquia son los departamentos con el mayor número de defensores y defensoras asesinados con 10 y 9 casos cada uno.
Los tipos de agresiones que ocurren en contra de defensores y defensoras de derechos humanos, son las siguientes:
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amenazas masivas.

Los sitios donde més amenazas se presentaron son Bogota (con 269 casos), Valle del
Cauca (91), Atlantico (42), Cauca (34), Sucre (34), Meta (20) y Antioquia (14). Entre los.
presuntos responsables se encuentran en mayor medida las bandas criminales y
desconocidos.

r 11 23 26 22 23 26 131
1 1 1 10 8 8 29
m = = 3 7 10 8 28

TOTAL 174 | 239 357 366 626 | 682 | 2444 |

Este documento también registra otro tipo de agresiones como atentados,
detenciones arbitrarias, desapariciones forzadas, usos arbitrarios del sistema penal,
violencia sexual y robos de informacién. Al analizar todas estas variables desde los
Gltimos cinco afios, Somos Defensores llega a la conclusién de que el Gobierno del
presidente Juan Manuel Santos se “raja en la materia de proteccion del ejercicio de
defensa de los derechos humanos”, pues en su quinquenio al frente de la Nacion,
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Fuente: Somos defensores- Informe 2015-
Además de lo anterior, se hace necesario reconocer que en el actual contexto se teje un ambiente en el que la defensa por la vida y el medio ambiente en contextos donde la economía extractivista tiene lugar, pone en grave riesgo la labor defensa por el territorio y economías locales y alternativas. Este asunto tiene que quedar claramente evidenciado, ya que en medio de este entorno las Mujeres se comprometen con la defensa de los Derechos Humanos y ejercen un liderazgo significativo. 

No sobra insistir que las garantías se dan en el marco por el reconocimiento y respaldo de la labor que desempeñan  las mujeres como defensoras de Derechos Humanos y particularmente los derechos de las mujeres. Esto funciona tanto como mecanismo de prevención como de protección y de no repetición. Y desde luego como generados de condiciones para el retorno.
Análisis de vulnerabilidades y riesgos de género
Como ya se ha mencionado extensamente, las agresiones contra las lideresas y defensoras de derechos humanos ocurren en el marco de la violencia sociopolítica, que las afecta de manera desproporcionada y diferenciada debido a la discriminación de género que subyace el ejercicio de su labor, configurando un continuum de violencias. Enfocar en atender las agresiones en sí mismas, sin explorar las causas que propician los ataques resulta insostenible en el largo plazo, pues mientras que las causas permanezcan activas, las agresiones también se mantendrán y en consecuencia el número de víctimas continuará en aumento. Con el fin de comprender la cadena de vulnerabilidades que enfrentan las mujeres y los riesgos de género a los que se hayan expuestas las lideresas y defensoras de derechos humanos a causa de su trabajo, a continuación se presenta el diagnóstico y análisis de problemas a partir de la técnica del árbol de problemas
. 

Árbol de problemas

Programa de Garantías para Lideresas y Defensoras de Derechos Humanos 


EFECTOS

PROBLEMA CENTRAL

CAUSAS

Descripción del problema

	Problema central: 

Las mujeres lideresas y defensoras de derechos humanos, sus familias, comunidades y organizaciones están expuestas a riesgos de género, violaciones de sus derechos e infracciones al DIH, que responden a la violencia sociopolítica ejercida hacia las defensoras y defensores de derechos humanos y a las violencias históricamente perpetradas contra las mujeres. Los riesgos, impactos y afectaciones por las agresiones contra la labor que ellas realizan tienen un impacto diferencial y desproporcionado en el marco del conflicto armado interno. 


Los ataques contra las lideresas y defensoras de derechos humanos, se inscriben en un patrón de agresiones sistemáticas contra la comunidad defensora a causa de la labor que desempeñan. Esos ataques tienen un impacto diferencial y desproporcionado sobre las mujeres, quienes sufren las consecuencias de la violencia sociopolítica con el déficit de derechos causado por la discriminación de género, configurando un continuum de violencias. Condiciones tales como la edad, la orientación sexual, la situación económica y la condición étnica, constituyen factores que profundizan la vulnerabilidad de género. Las mujeres indígenas y afrocolombianas poseen riesgos superlativos, debido a las condiciones históricas de discriminación, pobreza y marginalidad a las que han estado expuestas y al impacto desproporcionado del conflicto armado y del desplazamiento forzado. Esa situación sobredimensiona la vulnerabilidad de género preexistente y las expone a mayores riesgos de cara a las violaciones de sus derechos. 

Los riesgos de género y las agresiones contra las lideresas y defensoras de derechos humanos se exacerban a causa del conflicto armado interno. Los miembros de los grupos armados ilegales se forman militarmente bajo la construcción de masculinidades hegemónicas lo que incide en su renuencia a aceptar y permitir que las mujeres ejerzan liderazgos y defiendan sus derechos. La incursión de las mujeres en el espacio público, especialmente cuando ellas denuncian las violaciones a sus derechos e infracciones al DIH, es leída como un desafío al control poblacional y territorial de esas agrupaciones, lo cual motiva los ataques en su contra. A menudo se les impone sanciones ejemplarizantes, con el fin de enviar un mensaje a la comunidad y persuadir a las mujeres de ejercer liderazgos o defender sus derechos en los espacios públicos
. 

Los diez riesgos de género señalados en el Auto 092 de 2008 de la Corte Constitucional, cuando se materializan en violación a los derechos de las lideresas y defensoras, tienen efectos negativos en el entorno familiar, expresado en la ruptura del núcleo familiar, tensiones psico-emocionales, elevados niveles de vulnerabilidad sobre hijos, hijas y personas a cargo, e inestabilidad económica debido a la imposibilidad de mantener las actividades laborales. En el entorno colectivo se expresa en tensiones psico-emocionales, dificulta el ejercicio de liderazgo e incidencia, impide el crecimiento y progreso de la organización. En el entorno comunitario, se generan tensiones en la población, se reducen las posibilidades de participación de las mujeres en espacios de la vida pública, se puede generar rechazo por la sociedad civil, además del rechazo preexistente de los grupos al margen de la Ley.

La violencia hacia las lideresas y las defensoras tiene el efecto de debilitar los procesos organizativos de las mujeres, desalentar los empoderamientos femeninos y reforzar los obstáculos que enfrentan las mujeres para participar en los asuntos públicos e incidir en la toma de decisiones. En una sociedad como la colombiana, en la cual prevalecen fuertemente los estereotipos de género, la persistencia de la violencia contra las mujeres tiene el efecto de naturalizar esa violencia, afianzando socialmente los estereotipos discriminatorios de género contra las mujeres. Esa situación constituye un déficit democrático que debe enfrentarse generando las condiciones necesarias para que las mujeres puedan participar con garantías ejerciendo sus liderazgos y defendiendo sus derechos.  

1. Prevención 

	Problema secundario: 

La falta de reconocimiento de la labor de liderazgo de las mujeres lideresas y defensoras de derechos humanos, su escasa representación en los espacios de diálogo y concertación y su dificultad en el acceso a recursos (materiales, logísticos, económicos, sociales, etc.) aumentan los riesgos de género contra ellas, así como el daño y afectación cuando éstos se perpetran.  


La persistencia de patrones discriminatorios y estereotipos de género, tiene como efecto la falta de reconocimiento de labor que desempeñan las lideresas y las defensoras de derechos humanos. El enraizamiento de esos patrones discriminatorios conduce a la minusvaloración del papel que cumplen las mujeres y de la importancia de su participación activa en los espacios públicos, empujándolas a mantener el rol tradicional que deberían cumplir en una sociedad patriarcal. La falta de reconocimiento social y político incide en el debilitamiento de los procesos organizativos de las mujeres y en la sostenibilidad de sus liderazgos. Esa situación se exacerba en el marco del conflicto armado interno. Las lideresas y defensoras indígenas y afrodescendientes, comparten esta problemática pero la misma se acentúa, debido a que las estructuras sociales comunitarias se caracterizan por tener afincados, en mayor medida,  los valores patriarcales. Otras condiciones tales como la edad, la orientación sexual y la situación económica constituyen factores que profundizan los obstáculos que enfrentan las mujeres para que sus liderazgos sean reconocidos y valorados socialmente.

La ausencia de reconocimiento de la labor de lideresas y defensoras de derechos humanos, y el consecuente debilitamiento de los liderazgos femeninos y de sus organizaciones, se agudiza por la debilidad institucional en la formulación e implementación de una estrategia, con asignación de recursos presupuestales, que facilite y promueva la labor de dichas organizaciones.

2. Protección 
	Problema secundario: 

Las medidas materiales y complementarias de protección, así como los procedimientos ligados a éstas, tienen un enfoque de género débil y no siempre responden a las circunstancias específicas de la lideresas y defensoras de derechos humanos, lo que limita su efectividad e idoneidad para la protección de sus derechos a la vida, libertad, seguridad e integridad. La débil articulación y coordinación de la institucionalidad responsable de la protección y entre la Nación y el territorio obstaculiza la prestación oportuna de las medidas de protección.


La Resolución 805/12 crea el protocolo específico de protección con enfoque de género y de los derechos de las mujeres, el cual establece los lineamientos para garantizar la incorporación del enfoque de género en los procesos de protección a mujeres en riesgo. La Resolución reconoce la responsabilidad del Estado en brindar una protección diferenciada a las mujeres que se encuentran en riesgo extraordinario o extremo; reconoce las vulnerabilidades de las mujeres víctimas del desplazamiento forzado; señala la importancia de la capacitación, formación y sensibilización de las funcionarias y funcionarios públicos en enfoque de género no sólo para la UNP, sino también para las entidades que hacen parte del Programa de Protección; establece medidas extensivas al núcleo familiar de las mujeres en riesgo; crea un espacio exclusivo para la discusión y adopción de medidas para casos de mujeres (CERREM de mujeres), e inicia por primera vez, la articulación interinstitucional para atender de forma integral las necesidades de las mujeres que se encuentran en riesgo. Sin embargo, persisten algunas barreras para la implementación práctica de dicho enfoque, que impiden que responda a los riesgos de género señalados por la Corte Constitucional. Las limitaciones identificadas por las lideresas y defensoras de derechos humanos son las siguientes: 

· Barreras de acceso a la ruta de protección

· Falta de flexibilidad en los procedimientos internos de la Unidad Nacional de Protección para atender casos de emergencia con suficientes recursos y con la inmediatez requerida

· Falta de presupuesto y recursos humanos, así como un débil empoderamiento de las entidades territoriales para cumplir con las competencias en  materia de protección que les asigna en el decreto 4912/11 y la resolución 805/12

· Fallas en la implementación de las medidas de protección

· Las medidas de protección no cuentan con un enfoque diferencial adecuado

· Falta de un instrumento de valoración de riesgo colectivo y de medidas de protección colectivas

· Falta de sensibilización y formación a las servidoras y servidores públicos que atienden los casos de protección de lideresas y defensoras de derechos humanos, en materia de género, derechos de las mujeres y enfoque diferencial. 
· Debilidad en la capacitación de los hombres de protección en materia de género y derechos de las mujeres  
· Fallas de coordinación y articulación de la institucionalidad responsable de la protección y entre la Nación y el territorio. El normativa existente (Decreto 4012/11 y Resolución 805/12) no específica en términos de articulación, concurrencia y coordinación el rol de las instituciones responsables de la protección en el nivel territorial

Como consecuencia de todo lo anterior, se registran situaciones de inefectividad, falta de calidad y de idoneidad de las medidas de protección, lo cual trae como consecuencia un agravamiento de la situación de vulnerabilidad que se traduce en la desprotección de otros derechos tales como la salud de las mujeres y de sus familias, la desestabilización educativa de los hijos e hijas, la desestabilización psicológica y emocional del núcleo familiar, y el debilitamiento de la dinámica de generación de ingresos y empoderamiento económico de las mujeres, entre otros. Esa situación afecta el ejercicio de los liderazgos, la autoestima de las mujeres y propicia episodios de revictimización y dependencia de las instituciones. 

Cabe resaltar que el proceso de inclusión del enfoque de género y de derechos de las mujeres, en la política pública es reciente y la institucionalidad de Gobierno y estatal se encuentra todavía en proceso de hacer los ajustes necesarios para responder a ese propósito. 

3. Garantías de no repetición 

	Problema secundario: 
Las altas tasas de impunidad de los delitos cometidos contra los derechos a la vida, la libertad, la integridad y la seguridad de las lideresas y defensoras de derechos humanos; así como la falta de memoria y verdad sobre la labor que desempeñan y los obstáculos que enfrentan para el ejercicio de su liderazgo y la exigibilidad de sus derechos, constituyen un motor que estimula la continuidad de las agresiones en su contra. 


La impunidad es un problema estructural de la justicia en Colombia, que afecta particularmente las violaciones a los derechos humanos. En un contexto de violaciones sistemáticas contra las lideresas y defensoras de derechos humanos, la impunidad en la que permanecen los crímenes se ha convertido en un motor que alienta nuevas violaciones, pues se crea la percepción de que las mujeres pueden ser atacadas sin que haya ninguna consecuencia. La impunidad también ha minado la confianza hacia las autoridades judiciales y causa una sensación de desprotección para las víctimas que ven truncadas sus expectativas de justicia, verdad y reparación. La impunidad se manifiesta también en la falta de acción de los órganos de control como la Procuraduría General de la Nación, para investigar y sancionar a los funcionarios públicos que desprestigian la labor de las defensoras y las lideresas, que se extralimitan en sus funciones para atacar o cuestionar su trabajo, o que son insensibles a las vulnerabilidades y riesgos de género que ellas enfrentan. 
El esclarecimiento de los responsables de los ataques contra las lideresas y las defensoras constituye una condición necesaria para generar garantías para su trabajo y proteger su labor de a favor de los derechos humanos. Es necesario impulsar los procesos penales, adoptando metodologías adecuadas para la investigación de crímenes de sistema, documentar los patrones de agresión e identificar, juzgar y sancionar a los más altos responsables de los crímenes. Así mismo, se requiere el esclarecimiento de la eventual responsabilidad de funcionarios públicos que puedan están involucrados en agresiones contra las lideresas y defensoras, así como la adopción de medidas tendientes a evitar que ese tipo de conductas se repitan o se perpetúen entre los funcionarios del Estado.
Por otra parte, la falta de memoria histórica y de procesos pedagógicos que incorporen en rol de las mujeres en la historia, así como las luchas de las mujeres y los impactos desproporcionados y diferenciados de la violencia sociopolítica en su vida, dificulta el proceso de reconocimiento y reconstrucción social sobre lo ocurrido y tiene el efecto de invisibilizar los daños colectivos sufridos por las mujeres, sus familias y organizaciones. La falta de memoria sobre lo ocurrido, constituye un obstáculo para la satisfacción plena de los derechos a la verdad y la reparación integral de las mujeres lideresas y defensoras, y facilita la repetición de los crímenes. 

En ausencia de acciones de verdad y memoria histórica, la impunidad frente a las violaciones de los derechos de lideresas y defensoras resulta de mayor gravedad. Las dificultades para el acceso a la justicia y la persistencia de la impunidad, impiden el control social y legal de los agentes armados ilegales que atentan contra los derechos de lideresas y defensoras, e impiden el desarrollo de su labor.

Parte II. 
Plan de Acción

El objetivo general del Programa es “Generar garantías para el ejercicio libre y seguro de los liderazgos de las mujeres y de su derecho a defender los derechos humanos”. En función de ese objetivo central, se definieron tres estrategias que responden a tres apuestas de política pública para conseguir que las mujeres puedan ejercer sus liderazgos sociales y políticos y defender los derechos humanos en un ambiente seguro: i) Fortalecimiento de los liderazgos femeninos y de las organizaciones de lideresas y defensoras de derechos humanos; ii) Adecuación institucional de las medidas de protección con enfoque de género y derechos de las mujeres integrando una perspectiva étnica y diferencial; y iii) Lucha contra la impunidad y recuperación de la memoria histórica.

El Plan de Acción se estructura a partir de los tres ejes de problemas identificados en el diagnóstico: i) Prevención, enfocado en fortalecer los liderazgos femeninos y las organizaciones de lideresas y defensoras de derechos humanos, como estrategia para reducir las vulnerabilidades a las que ese hayan expuestas a causa de la labor que desempeñan, mediante el incremento de sus capacidades de acción y el desarrollo de herramientas para la gestión del riesgo; ii) Protección, dirigido a incrementar la capacidad de respuesta institucional ante situaciones de riesgo inminente y a adecuar las medidas de protección para incorporar un enfoque de género y derechos de las mujeres integrando una perspectiva étnica y diferencial; y iii) Garantías de no repetición, enfocado en generar condiciones para que las violaciones no ocurran de nuevo, mediante la lucha contra la impunidad y la salvaguarda de la memoria histórica de las luchas de las mujeres y de su visión sobre lo ocurrido. 

Los ejes que se describen a continuación, tendrán una aplicación en los   ámbitos territorial, nacional y transnacional.
PREVENCIÓN
La falta de reconocimiento de la labor de liderazgo de las mujeres lideresas y defensoras de derechos humanos, su escasa representación en los espacios de diálogo y concertación y su dificultad en el acceso a recursos (materiales, logísticos, económicos, sociales, etc.) aumentan los riesgos de género contra ellas, así como el daño y afectación cuando éstos se perpetran. Esa situación se agudiza, a causa de la debilidad institucional para gestionar el riesgo desde una perspectiva de género y derechos de las mujeres para la prevención temprana de las agresiones contra lideresas y defensoras de derechos humanos. Para enfrentar esa situación se requieren acciones institucionales dirigidas a i) Fortalecer los liderazgos de las mujeres, sus organizaciones y su articulación con el movimiento social; ii) El reconocimiento y respaldo público de la labor que cumplen las lideresas y defensoras de derechos humanos; y iii) La gestión institucional del riesgo con enfoque de género y derechos de las mujeres, integrando una perspectiva étnica y diferencial. 

OE: Incrementar las capacidades de las mujeres y de sus organizaciones para la participación y la incidencia política y social
Tal y como se identificó en el diagnóstico, los patrones tradicionales de género que asignan a las mujeres un rol subordinado dentro de las estructura social, inciden directamente en la falta de reconocimiento de la importancia de su labor, constituyen un obstáculo para el ejercicio de los liderazgos femeninos y de su papel como defensoras de derechos humanos, dificultando la participación y la incidencia en los espacios de concertación y toma de decisiones. Por eso, las acciones previstas en este componente apuntan a fortalecer y cualificar las capacidades de las mujeres lideresas y defensoras de derechos humanos, así como de sus organizaciones, para la incidencia y la participación social y política; promover y garantizar la participación de las mujeres en escenarios de representación y toma de decisiones; visibilizar la labor de las lideresas y las defensoras de derechos humanos y sensibilizar a la opinión pública general sobre la labor que desempeñan; mejorar la capacidad institucional para la gestión del riesgo con enfoque de género y derechos de las mujeres incorporando un enfoque étnico y de la diferencial
. 

Acciones:

1. Gestión institucional para el fortalecimiento de los procesos organizativos de las lideresas y defensoras de derechos humanos y su articulación con el movimiento social y de derechos humanos, en los ámbitos territorial, nacional y transnacional

Aprobadas por el gobierno en 2014:
· Capacitar a lideresas y defensoras de derechos humanos en temáticas relacionadas con: conflicto armado, víctimas, justicia transicional, gestión del riesgo a nivel colectivo e individual extensivo al grupo familiar (prevención, protección, autoprotección), análisis político, enfoque de género, enfoque étnico, resolución de conflictos, construcción de paz, apoyo psicosocial formación para el liderazgo. Estas capacitaciones serán acreditadas por las entidades que las impartan y serán replicadas en las bases de las organizaciones. En casos en los que se desee, también serán extensivas al grupo familiar. 

· Fortalecer las capacidades de incidencia política de las mujeres  defensoras de derechos humanos (víctimas, acompañantes de víctimas y aliadas), en relación con sus derechos a la participación ciudadana en espacios institucionales, derechos humanos, políticas públicas y procesos de gobernabilidad. 

· Promover y apoyar desde lo nacional la generación de espacios de diálogo y concertación entre las organizaciones de mujeres y los entes territoriales en asuntos de la política pública para las mujeres.
· Apoyar técnica y operativamente la conformación de redes de organizaciones de mujeres. 

· Promover espacios de encuentro para el intercambio de experiencias organizativas y de liderazgo.

· Promover y apoyar estrategias de apoyo psicosocial como grupos de apoyo y/o Grupos de Ayuda Mutua (GAM), dirigido a fortalecer el bienestar psicoemocional de las mujeres lideresas y defensoras de derechos humanos.

· Disponer recursos administrativos y presupuestales de las instituciones estales, que apoyen las labores de las lideresas y defensoras de derechos humanos, mediante la financiación de proyectos.

Propuestas adicionales de las defensoras lideresas

· Fortalecimiento de las capacidades de las organizaciones de mujeres para contratar directamente con el Estado si así lo deciden, que les permita participar en licitaciones y celebrar convenios de asociación. 

· Destinar recursos específicos para fortalecer las organizaciones de mujeres, desde un enfoque integral de prevención: no solamente frente a los riesgos de contexto, sino también respecto a los riesgos psicosociales que les genera su labor de liderazgo. Estos recursos deben ser incluidos en Planes de Desarrollo, a través de un rubro específico para prevención y protección de las mujeres en la respectiva entidad territorial
· Fortalecer a la organización a través de proyectos  autónomos que permitan la sostenibilidad de los liderazgos y de los procesos colectivos
· Apoyo en la generación de canales de comunicación seguros entre organizaciones (comunicación directa, telefónica, vía mail, encuentros virtuales, redes, plataformas virtuales), con vista a favorecer el intercambio de información y fortalecer las redes de las organizaciones de mujeres

· Que se reconozca por parte del Estado la experiencia de las organizaciones de mujeres que han desarrollado procesos de acompañamiento psicosocial; reconocimiento que se vería reflejado de dos maneras: 1) Que estas organizaciones lideren intervenciones de trabajo psicosocial durante encuentros con otras mujeres y 2) Que las entidades gubernamentales destinen recursos técnicos y financieros para la sostenibilidad y continuidad de estas propuestas
· Apoyo económico para que las organizaciones de mujeres presenten sus propuestas  mediante exposiciones y/o actos culturales o artísticos 
· Acreditación de las labores que desarrollan las lideresas y defensoras de DDHH. Se propone que la certificación sea expedida por una organización internacional reconocida en el país (agencia ONU, IIDH, etc.) y que la solicitud de la misma por parte de la defensora sea voluntaria. También debe reconocerse la posibilidad de que las organizaciones locales y regionales expidan las certificaciones, incluso la comunidad o la personería. De igual manera deben contemplarse otras posibilidades relacionadas con el contexto territorial. 
Propuestas adicionales desde las mujeres exiliadas, refugiadas o migradas forzosamente:
· Diseñar y desarrollar una estrategia de pedagogía, comunicación y visibilidad sobre la la situación del exilio, refugio y migración forzada
· Crear planes de contingencia para afrontar el riesgo durante el retorno
· Modificar la ley1448/11 para que se reconozcan las personas exiliadas, refugiadas y migrantes forzados como víctimas del conflicto armado y se garanticen sus derechos a la verdad, justicia y reparación 
· Realizar una conferencia internacional en frontera sobre la situación y los derechos de las mujeres en refugio, exilio y migración forzada 
· Lograr un acuerdo para mantener el estatus de refugiadas en los países de acogida, después de la firma de los acuerdos de paz con justicia social, a través de convenios bilaterales para garantizar los derechos de las mujeres que permanecen en el lugar de estancia
· Que no se limite la participación en asuntos de interés social y político de las mujeres exiliadas, refugiadas y migradas forzadamente por el hecho de tener esta condición 
· Que el Estado colombiano garantice el derecho al retorno voluntario

· Que el Estado colombiano haga un reconocimiento de los procesos organizativos derivados del exilio y la migración forzada, que se entiendan estas iniciativas como un trabajo de reconstrucción colectiva

· Participación en la construcción histórica del conflicto armado en Colombia desde la experiencia de las mujeres en el exilio 

· Intercambio de experiencias en clave de protección y autoprotección con mujeres defensoras que residan en Colombia y en otros países

· Promover un diagnóstico de los riesgos y medidas que pueden enfrentar el retorno voluntario de mujeres exiliadas, refugiadas y migradas y sus familias

· Las situaciones de exilio, refugio y migración forzada debe contemplar la protección, la integración y la integridad de todo el grupo familiar

Para pueblos y comunidades étnicas:

· Fortalecer la espiritualidad y la cultura “en la medida en que estamos arraigadas a la espiritualidad, hacemos prevención, cuidar el interior es protección”. Para las comunidades y pueblos étnicos, esto significa preservar la labor de médicos tradicionales, mayores y mayoras, parteras, sabios, y todas las autoridades espirituales de cada comunidad, garantizando tanto su sostenibilidad económica y el acceso a los medios necesarios para que realicen su protección espiritual, como la transmisión de sus saberes a nuevas generaciones

· Dentro de la propiedad colectiva, hay una titularidad familiar, es importante que se haga un reconocimiento territorial y por otro lado, reconocer la titularidad para las mujeres (en concreto, hacemos usufructo de un terreno, pero esto se está empezando a limitar) 

· Justicia para las mujeres, dentro del gobierno propio)

· Sostenibilidad económica para las mujeres: soberanía alimentaria

· Preservación de la lengua propia:  hacer un trabajo de difusión en las mismas lenguas  y de fortalecimiento de las estrategias comunicativas a través de las lenguas propias

· Fortalecimiento de las mujeres dentro de la guardia indígena (en su labor de prevención, son miradoras del territorio)

· Que nuestras autoridades propias tengan claridad sobre este proceso del programa de garantías, para que lo ayuden a construir y defender

· Atender y evitar la pobreza en la que se encuentran las comunidades. 

· Fortalecimiento de la guardia, trabajar en unidad, con las grandes mingas. Defendiendo el territorio, estando en las organizaciones y fortalecer el movimiento indígena, sobre todo la espiritualidad, es la forma de seguir existiendo, es la forma de prevenir

· Proteger nuestros sitios sagrados, recuperarlos, que los conozcamos y cuidemos y los espacios de armonización para las mujeres como en malokas para mujeres 

· Fortalecimiento a los procesos organizativos para que las comunidades internamente puedan trabajar en sus procesos.
· Fortalecimiento de redes de comunidades y pueblos étnicos
· Las distintas formas de debilitamiento organizativo constituyen factores de riesgo, se deben tomar como medidas preventivas el fortalecimiento de las comunidades y de sus organizaciones a nivel nacional y regional, de los gobiernos propios y el pleno reconocimiento por parte del Estado de sus autoridades propias

· Fortalecimiento de la identidad, las costumbres, la cultura, el arte, indígena o afrodescendiente como medida de prevención de riesgos pero también de protección. Fortalecer las formas y herramientas de comunicación tradicionales (tambor, el cacho, la telepatía,..). No es solo hecho de reconocerlas si no de garantizar los medios para su uso. Sirve como estrategia de sanación, reparación, fortalecimiento de lazos, comunicación, etc. 

· Fortalecimiento de la guardia cimarrona con más mujeres,  para prevención, análisis de contexto y protección

·  Fortalecimiento del conocimiento ancestral para la prevención de los riesgos de las mujeres, liderados por las mismas mujeres, desde el gobierno propio

· Garantías para el fortalecimiento organizativo de las organizaciones y comunidades afro en autocuidado y autoprotección

· Fortalecimiento de conocimientos ancestrales desde la educación, desde la salud, liderado por las mujeres indígenas en concertación con los gobiernos propios. La estrategia interna es protección territorial

· Recuperación de las prácticas tradicionales como las sobanderas, las parteras, etc., que hacían que las mujeres se vieran como una autoridad en sus comunidades

· Apoyo psicosocial desde las prácticas tradicionales
· Apoyo a bibliotecas y emisoras comunitarias, así como a otros medios comunitarios de comunicación e información (tertulias, voz a voz, “mentideros”
), como estrategia de prevención del riesgo, a manera de alertas tempranas

· Promover y garantizar la defensa de derecho étnicos y culturales, a través del protocolo de participación de comunidades negras, que establece mecanismos para la efectiva participación de las mujeres (ley 4635)
1.1. Sobre formas de prevención del riesgo para el grupo familiar:

· Espacios alternos para el cuidado de niños  y niñas mientras las defensoras están en reuniones, mediante la adecuación de espacios seguros en los que desarrollar la labor de defensa de DDHH y en los que puedan permanecer los menores a cargo de las defensoras y lideresas 

· Encontrar alternativas al cuidado de los hijos e hijas de las mujeres lideresas con las secretarías de educación para que las mujeres puedan participar

· Retomar y articular programas para infancia y adolescencia como centros AMAR, Atrapasueños, casas de memoria, casas de la cultura, ludotecas, que se prioricen para las mujeres defensoras

· Transportes que lleven a los niños y niñas desde los colegios o casas hasta los espacios de las localidades que se están proponiendo se prioricen para las mujeres defensoras 

· Creación de programa alternativo de cuidado para niños, niñas y adolescentes hijos-as  de mujeres defensoras de DDHH, que cuente con componentes de refuerzo escolar, atención psicosocial y actividades culturales 

Para pueblos y comunidades étnicas:

· Casas Integrales para Mujeres: para descarga, limpieza, armonización para mujeres y al mismo tiempo, para el cuidado de hijos e hijas, formación, actividades lúdicas. Que estén dentro de la comunidad. 

· Centros para la pervivencia: ejemplo del Cauca, pueblo Nasa. Pensados para niños y  niñas, con metodologías, lenguajes, alimentación, espiritualidad, etc. Es una transformación de esos espacios institucionales, se trata de semillas de vida, no sólo para mujeres lideresas, sino para toda la comunidad. Han llegado también familias de otros lugares, por protección y también por prevención (como para la armonización).

· En contextos urbanos, se trataría de espacios con horarios flexibles, con actividades adecuadas para diferentes edades, se lograría también la prevención de reclutamiento y uso por parte de grupos armados. Estas actividades tendrían que recuperar la cultura, los usos y costumbres de las comunidades; en el caso de las comunidades afro, se harían “Tongas” como las Mingas indígenas.

· Se requiere la contratación de personas preparadas para el cuidado de NN de distintas edades, que se les garantice la protección en esos espacios (adecuados a cada contexto).

· Que se adapte el programa de Hogares Comunitarios de ICBF para una atención comunitaria y colectiva, desde los saberes ancestrales; no sólo para hijos e hijas de lideresas, sino para toda la comunidad.  

· Acciones para el cuidado de las mujeres son claves,  a través del arte y la cultura, tanto como las actividades de fortalecimiento de los contextos, las redes y colectivos de las mujeres. Se pone en más riesgo a las mujeres cuando se desligan de la comunidad.

· Preservar la cultura es el camino para la prevención con la juventud: empoderamiento, objeción de conciencia, memoria, prácticas tradicionales. Que se dediquen a mantener, preservar y mantener su cultura
· Proteger los nuevos liderazgos: cuidado de las nuevas generaciones (pensar en la pervivencia de las comunidades, la preservación física y espiritual durante el ciclo vital).
2. Adecuación y fortalecimiento institucional para la prevención de los riesgos contra defensoras

Propuestas adicionales de las defensoras lideresas

· Todas las medidas contempladas en el Programa deben tener asignación presupuestal específica, aquellas a cargo de entidades territoriales deben estar incluidas en los Planes de Desarrollo y en los PAT

· Se debe pensar en estrategias de prevención y de protección a las mujeres lideresas que se oponen a los megaproyectos y economías extractivas.

· Formación a todos los integrantes de la Mesas locales de prevención en resolución de conflicto, asuntos de género y no violencia contra las mujeres. 

· Crear un subcomité autónomo de las mujeres en el marco de la Mesa de prevención para que las mujeres de forma segura y con garantías puedan trabajar sus propuestas y problemas específicos de las mujeres. 

· Capacitación a Fuerza Pública sobre asuntos de género y no violencia contra las mujeres
· Que el Conpes 161 de 2013 se cumpla para la asignación de recursos para política pública de las mujeres

En cumplimiento del Auto 098/13:

· Las entidades competentes deben proceder de forma preventiva de cara a evitar la consumación de los riesgos en contra de la vida, seguridad e integridad personal de las defensoras, con la oportuna autorización de la beneficiaria y con plena observancia de las garantías del debido proceso

· Identificar y diagnosticar las necesidades y obstáculos de las mujeres desplazadas líderes de las defensoras de derechos humanos y de las mujeres que trabajan por los derechos de la población desplazada en los ámbitos individual, familiar, organizativo y comunitario que impiden el ejercicio pleno del derecho a la defensa de los derechos humanos. 

· El diagnóstico debe partir, como mínimo, de las afectaciones individuales, familiares, colectivas comunitarias que en esos ámbitos han sido identificados por la Corte y la caracterización general del trabajo de las defensoras de derechos humanos, las vías del ejercicio material del derecho a la defensa de los derechos humanos por las mujeres en el marco de conflicto, de las mujeres desplazadas en varias de las etapas y de las mujeres que individualmente o, a través de sus organizaciones o entidades, trabajan por los derechos de la población víctima del conflicto armado interno

· Asesoría y acompañamiento permanente en la gestión del riesgo y acciones preventivas para las organizaciones
Para pueblos y comunidades étnicas:

· También deben ser informadas las autoridades civiles locales y regionales: que haya reconocimiento y socialización de los derechos de las mujeres lideresas ante todos los gobiernos para garantizar, respetar y dar cumplimiento, dependiendo del pueblo o de la organización a la cual pertenezcan.

· Aplicar la normativa 016 del Ministerio de Defensa para pueblos indígenas con relación a la fuerza pública

3. Promover la participación de las lideresas y defensoras de derechos humanos en espacios de representación y toma de decisiones

Aprobadas por el gobierno en 2014

· Promover y garantizar la participación de las mujeres lideresas y defensoras de derechos humanos en las mesas de participación de víctimas
, los comités de justicia transicional, espacios autónomos y en los espacios de decisión de política pública relacionados con las garantías para el ejercicio de los liderazgos y la defensa de los derechos humanos

· Desarrollar espacios de diálogo con organizaciones de mujeres para recibir sus propuestas en materia de política pública relacionada con su derecho a la defensa de los derechos humanos. 

Propuestas adicionales de las defensoras lideresas

· Reconocimiento a las defensoras por parte del gobierno; en términos de prevención, esto significa una visibilización del trabajo realizado por las defensoras y un respaldo político permanente a nivel territorial, regional y nacional. 
Para pueblos y comunidades étnicas:

· Adopción de medidas que trasciendan las cuotas en candidaturas y se logre en personas electas. Y se logre la paridad y la alternación

· Una ley para mujeres indígenas, desde la integralidad para atender las diferentes situaciones y garantizar la concreción y desarrollo de los planes de vida de las mujeres indígenas

4. Reconocimiento público y difusión de la labor realizada por mujeres defensoras de derechos humanos

Aprobadas por el gobierno en 2014

· Realizar campañas de reconocimiento público del ejercicio de la defensa de los derechos humanos de las lideresas y defensoras, así como sensibilización ciudadana sobre los derechos de las mujeres y prevención de la violencia contra las mujeres, en especial las lideresas y defensoras, desde la institucionalidad, del orden nacional, regional y local. 

· Implementar una estrategia de divulgación sobre las afectaciones y daños causados a las mujeres en el marco del conflicto armado, con énfasis en la situación de las lideresas y las defensoras de derechos humanos

· Implementar una estrategia de divulgación sobre las experiencias de participación e incidencia de las mujeres lideresas y defensoras de derechos humanos 

Propuestas adicionales de las defensoras lideresas

· Impulso de medidas concretas en materia de prevención, a través de estrategias de información y comunicación que promuevan mensajes tales como: 1) uso de un lenguaje no discriminatorio, que se evite la estigmatización contra las defensoras 2) la exigencia de la presunción de buena fe en procesos administrativos y penales 3) el combate a la corrupción dentro de las entidades gubernamentales

· Proceso de formación en  la materia a  los funcionarios, sobre todo al ministerio público y la fiscalía 

· Uso de la franja AAA para dichos efectos 

Para pueblos y comunidades étnicas:

· Difusión y promoción de derechos con lenguaje incluyente y diferencial: “es la manera como me represento, me comprendo, me siento en las propuestas que se están presentando o desarrollando”

· Difusión de las agendas de las mujeres en todos los medios de comunicación, que sea traducido en varios idiomas, en las emisoras locales en distintas lenguas.

· El lenguaje que nos denomina minorías debe ser transformado porque discrimina 

· Mecanismos para evitar  discriminaciones y revictimizaciones contra mujeres integrantes de pueblos y comunidades étnicas, relacionadas con el uso de atuendos y expresiones propias de su cultura

· Medidas para que los funcionarios y funcionarias comprendan el lenguaje de las mujeres, que se adapten a las costumbres y culturas (por ejemplo, cuando hacen los estudios de riesgo,  los analistas deben entenderlas y documentar el caso de manera adecuada).

· En el caso de pueblos indígenas, se requiere traductor en el trámite de solicitudes administrativas.
5. Impulso a la gestión del riesgo con enfoque de género y derechos de las mujeres, integrando una perspectiva étnica y diferencial entre las entidades responsables de la prevención y la protección

Aprobadas por el gobierno en 2014

· Incorporar el enfoque de género y derechos de las mujeres en los Planes Territoriales Integrales de prevención y protección con la participación de las organizaciones de mujeres lideresas y defensoras de derechos humanos. 

· Elaborar mapas de riesgo articulados con los Sistemas de Alertas Tempranas de la Defensoría del Pueblo y con los observatorios sociales y de derechos humanos regionales.

· Fortalecer el Sistema de Alertas Tempranas de la Defensoría del Pueblo  incorporando el enfoque de género y derechos de las mujeres, para la identificación temprana de riesgo asociados al liderazgo y la defensa de los derechos humanos por parte de las mujeres. 

Propuestas adicionales de las defensoras lideresas

· Se propone hacer audiencias defensoriales en cada región para minimizar los riesgos de las mujeres por sus trabajos como lideresas, ajustando los mapas de riesgos y articulándolos en el sistema de alertas tempranas. Deben estipularse periódicamente los informes de riesgo y alertas tempranas, deben controlarse los medios por los cuales van a circular

· Integración de mesas de prevención a nivel territorial con el objeto de coordinar las siguientes acciones: proceso de identificación de riesgos permanente; proyección de Escenarios de Riesgo; formulación de planes de prevención y contingencia frente a los escenarios de riesgo identificados; implementación de las estrategias y acciones incorporadas en dichos planes; generación de espacios de trabajo entre las autoridades y las comunidades en aras de mejorar los procesos de gestión del riesgo. 

· Diagnóstico, monitoreo y seguimiento permanente a la situación de derechos humanos de las mujeres y de DIH con metodología adecuada a la detección temprana de riesgo asociado a la defensa de derechos humanos por parte de las mujeres 

· Formación permanente a organizaciones de mujeres en análisis de riesgo e identificación temprano del mismo según sector poblacional y región
· Agregar el mapa de riesgo elaborado por la red de defensoras de derechos humanos: que se tengan en cuenta los análisis de las organizaciones de mujeres, con enfoque de género y étnico.

· Recomendar que cuando se hacen las alertas tempranas e informes de riesgo (Defensoría del Pueblo) se publiquen en un medio de fácil acceso para poder hacer seguimiento. 

· Hacer seguimiento a Comités de prevención y protección de municipios y departamentos, ordenados por el Decreto 4912/11, que se sume a esta labor la procuraduría

Para pueblos y comunidades étnicas:

· Crear y fortalecer observatorios relacionados con megaproyectos-multinacionales y el papel de las defensoras en el territorio. 

· Impulsar proceso para el registro de cifras de violencia sexual y otros delitos contra las mujeres en zonas donde existen megaproyectos.

· Implementar mecanismos que permitan establecer cifras desagregadas con enfoque étnico sobre la situación de riesgo que viven las mujeres afro colombianas 

· Fortalecer el observatorio de discriminaciones (Universidad de los Andes) y otros observatorios étnicos que existen, con enfoque de género

PROTECCIÓN
La falta de enfoque de género y derechos de las mujeres en las medidas materiales y complementarias de protección actualmente existentes, así como en los mecanismos previstos para el acceso a dichas medidas, limita su efectividad e idoneidad para la protección oportuna y eficaz de los derechos a la vida, la libertad, la integridad y la seguridad de las mujeres lideresas y defensoras de derechos humanos. Esa situación se agudiza debido a las fallas en la articulación y coordinación entre la Nación y el territorio y entre la institucionalidad responsable de la protección. Es por eso que este componente desarrolla acciones destinadas a i) Adecuar las medidas de protección y los procedimientos actualmente existentes incorporando un enfoque de género y derechos de las mujeres desde una perspectiva étnica y diferencial; ii) Mejorar la gestión institucional y la articulación Nación – territorio; iii) Desarrollar medidas integrales de protección para las lideresas y defensoras de derechos humanos.


OE: Garantizar la vida e integridad de las lideresas y defensoras de derechos humanos en riesgo, a través de medidas de protección integrales, con enfoque de género y derechos humanos de las mujeres integrando una perspectiva étnica y diferencial, tanto en las medidas individuales como colectivas, mejorando la capacidad de respuesta institucional al nivel nacional y territorial, y subsanando las barreras de acceso y las fallas en la implementación de las medidas en el corto, mediano y largo plazo

1. Adecuación de las medidas materiales (individuales y colectivas) de protección

Aprobadas por el gobierno en 2014

· Gestión institucional para el fortalecimiento de las medidas integrales de protección con enfoque de género y derechos de las mujeres integrando una perspectiva étnica y diferencial que respondan a su situación de discriminación (política, económica, cultural y social)

Propuestas adicionales de las defensoras lideresas 

· Capacitación vocacional en áreas diferentes a la del desempeño propio en caso de no poder continuar con el trabajo habitual, incluyendo formación en proyectos productivos y empoderamiento económico.  

· Acciones de madrinazgo de figuras públicas nacionales y de la comunidad internacional que ayuden a hacer conciencia sobre las condiciones en que trabajan las defensoras en Colombia y que deje claro el mensaje de su respaldo a las organizaciones de mujeres y del costo alto por agredirlas. 

· Mejorar mecanismos de protección de todos los espacios de participación

· Promover el intercambio de experiencias con defensoras y defensores de derechos humanos para apoyarse mutuamente, facilitar el contacto con las autoridades locales y nacionales, promover acciones de incidencia, y alertar a los medios sobre su situación. 
· Apoyo a la seguridad material y jurídica de las viviendas durante el tiempo de salida, cuando estas deben ser abandonadas; apoyo para el retorno
· Que haya un punto  territorial de atención inmediata para casos de urgencia a donde se pueda llamar a consultar o avisar de la inminencia de un riesgo

· Albergues exclusivos para mujeres líderes en riesgo
, en situaciones de riesgo inminente que obliguen a la defensora a abandonar su lugar de residencia. Se buscará en primera instancia, si la defensora lo prefiere, mejorar condiciones de protección en su residencia habitual, preservando la conservación de las redes familiares y sociales 
Medidas de emergencia:

· Creación de un mecanismo para atender la atención de emergencia que supla las necesidades mínimas vitales mientras se estabiliza la ruta de protección. Que sea un fondo que se maneje las 24 horas con un rubro de destinación específica y a través de un  protocolo; que integre el enfoque de  género y étnico en su diseño e implementación.

· Revisar el Protocolo de Participación efectiva de la UARIV respecto a la priorización de la ayuda humanitaria y tener presentes las recomendaciones sobre las condiciones de movilidad y de autoprotección

Medidas de reubicación:

· La reubicación siempre será una medida voluntaria y concertada con la mujer protegida. Podrá comprender el alojamiento temporal en organizaciones que tengan esa posibilidad o convenios estatales con otras entidades como hoteles

· En caso de reubicación voluntaria y concertada, se brindará asesoría jurídica y apoyo psicosocial (individual o en grupo), para fortalecer la capacidad de afrontamiento de los efectos de las agresiones y riesgos incluyendo la formulación de planes de autoprotección, así como acceso a tratamiento psicológico integral. Además, la medida de reubicación debe considerar:

· Incluir un programa de pasantías de breve duración para las mujeres protegidas, que les permita intercambiar experiencias, mejorar sus capacidades para el trabajo, mantener el liderazgo y la realización de estudios superiores o de formación complementaria.  

· En caso de tener niñas o niños en edad escolar a cargo, la reubicación deberá garantizarles la escolarización

· La reubicación deberá contemplar medidas para garantizar, en la medida de lo posible, la continuidad del trabajo de las lideresas y defensoras de derechos humanos 

Inclusión del grupo familiar en todas las medidas de protección (materiales e integrales):

· Se debe preservar siempre el grupo familiar (hogares de paso o acogida): primero atender la situación de la emergencia, que debe contemplarse en perspectiva familiar desde el estudio de riesgo, en la asistencia inmediata tan pronto se presenta el incidente: que existan unidades de atención inmediata para mujeres y sus familias, unas casas que estén a disposición de las familias. Estas casas deben incorporar un enfoque diferencial para defensoras de derechos humanos, que respeten la continuidad de su labor y que sean implementadas en el marco de la ley 1257/08
· Son tres momentos: la inmediatez de la amenaza (emergencia), transición a una reubicación y la reubicación final. En ninguno de estos momentos se debe separar a la familia. Otra situación que debe atenderse es cuando la defensora decide separarse de sus hijos-as, para protegerlos.

Para pueblos y comunidades étnicas:

· Que las medidas especiales que se tomen con las comunidades étnicas, especialmente aquellas que vienen desde ellas, tengan presupuesto específico

· En el caso de que sean asignadas personas de protección como una de las medidas para personas pertenecientes a pueblos indígenas y comunidades negras, esta labor podrá realizarse por parte de personas de la misma comunidad, si así lo decide la defensora, como en el caso de la guardia indígena. Se trataría de personas de confianza seleccionadas y designadas por las autoridades y lideresas. En estos casos, los derechos laborales de las y los cuidadores deben ser garantizados en las mismas condiciones de personas de protección contratadas por operadores privados. 

· En el marco del derecho a la autonomía de esas comunidades serán las autoridades y líderes/as quienes tienen la capacidad de delegar el rol de protección en una persona

· La selección de la personas que van a ejercer la labor de cuidadores y cuidadoras a la defensora  deben ser evaluados y concertados con autoridad ancestral y plenamente con la defensora en riesgo, si no hay acuerdo prima la voluntad de la defensora. La defensora podrá solicitar el acompañamiento de su  red familiar y organizativa.

· Que en caso de que la defensora decida optar por el mecanismo convencional u ordinario lo pueda escoger (medidas de protección tipo esquema).  

· Que las mujeres lideresas y defensoras de DDHH la ayuda humanitaria se entregue de inmediato.  

· Recursos económicos que garanticen medidas de protección propias, como jornadas  de armonización o fortalecimiento espiritual, de acuerdo con la cosmovisión, las autoridades ancestrales y las necesidades en cada comunidad o pueblo
· Las medidas de protección deben estar enmarcadas siempre en la colectividad

· Se requiere mantener el auxilio de transporte para situaciones específicas de riesgo
2. Mejoramiento de la capacidad de respuesta institucional al nivel nacional y territorial, con el fin de subsanar las barreras de acceso y las fallas en la implementación de las medidas en el corto, mediano y largo plazo

Aprobadas por el gobierno en 2014

· Conformar Comités Departamentales de Seguimiento (CDS) a la implementación de las medidas integrales de protección, en el marco del sistema de seguimiento construido por la Comisión Intersectorial de Garantías para mujeres lideresas defensoras de derechos humanos
· Diseñar protocolos y mecanismos para casos de emergencia con enfoque de género y derechos de las mujeres integrando un enfoque étnico y diferencial

· Capacitación y sensibilización de servidores/as públicas sobre el enfoque de género y derechos de las mujeres, integrando una perspectiva étnica y diferencial ; y sobre la normativa y jurisprudencia en temas de protección y prevención

· Desarrollar cursos de formación para los hombres y mujeres de protección, sobre enfoque de género y derechos de las mujeres, enfoque étnico y diferencial, enfoque psicosocial y acción sin daño

· Revisión y socialización de buenas prácticas en protección

· Coordinación y articulación interinstitucional entre los responsables de la protección material y complementaria

Propuestas adicionales de las defensoras y lideresas 

· Rutas de Protección donde se especifiquen las responsabilidades de cada una de las entidades en los territorios

· Analizar y adecuar propuestas de mejora del rol de los hombres y mujeres de protección y su afectación en el medio familiar de la protegida. Desarrollar cursos de formación con enfoque de género y derechos de las mujeres integrando una perspectiva étnica y diferencial  y conceptos claves con enfoque psicosocial y de acción sin daño

3. Medidas integrales de protección
Propuestas adicionales de las defensoras lideresas 

Garantía en el acceso de las mujeres lideresas a las medidas integrales de  salud, educación, vivienda, cultura, recreación, tanto para  para ella como su núcleo familiar a su cargo, teniendo en cuenta los criterios de interpretación de las mismas del Auto 098/13 y en correspondencia con el diagnóstico sobre las afectaciones derivadas de las situaciones de riesgo sufridas por las mujeres defensoras y sus familias (diagnóstico propuesto como medida en el eje de prevención del presente apartado):
3.1.
Salud: 

Asegurar una atención integral en salud desde un enfoque biopsicosocial:

· Acceso a salud integral con enfoque diferencial que esté fundamentado en las características de morbi-mortalidad especifica de las mujeres beneficiarias de protección y con vulnerabilidades especiales como afrocolombianas, campesinas, desplazadas, cabeza de familia, indígenas, en situación de discapacidad

· Atención en salud sexual y reproductiva con tratamientos adecuados, eficaces y continuos y entrega de medicamentos/fármacos en los casos necesarios

· Garantía a las mujeres víctimas de violencia sexual de  la atención oportuna y confiable en las IPS sobre aborto legal y seguro  siempre y cuando sea decisión de la víctima.

· Los efectos psicológicos de lo que han vivido las lideresas son graves. Se necesitan medidas adicionales a las que brinda actualmente el sector salud, que involucren a la pareja, la familia y a las organizaciones. El fortalecimiento de las organizaciones desde este ámbito debe ser permanente y para todos los colectivos de mujeres; en este sentido, las experiencias de fortalecimiento que se han recibido ayudan a disminuir los efectos de los ataques, a transmitir mejor a las mujeres con las que trabajamos, a disipar esos odios.

· Atención y acompañamiento psicosocial individual, familiar y organizativo, en el marco de los Lineamientos de Atención Psicosocial para mujeres en riesgo (Corporación Sisma Mujer-UARIV-OIM, 2015). Esta atención debe ser realizada por personal confiable que asegure la ética profesional y el trato digno. Urge la atención psicosocial de manera especial a las lideresas,  extendida al núcleo familiar donde se implemente la recreación, la integración, la comunicación, la sexualidad de las mujeres 

· Afiliación al Régimen Subsidiado en los términos que establece la Ley 1438 de 2011 en los casos en que la mujer en riesgo no esté afiliada al Sistema General de Seguridad Social en Salud

· Garantía de la asistencia a madres lactantes, madres gestantes y a menores.

· Capacitación y sensibilización tanto de las entidades de salud como administrativas para evitar la revictimización (y sus efectos) y asegurar un trato digno y con funcionariado eficiente, humano y responsable, en todos los contactos de las lideresas y defensoras con las instituciones públicas de salud

· Acceso a medicinas alternativas, casi siempre nuestros dolores están íntimamente relacionados con lo emocional. 

· Posibilidad de escogencia de la  EPS a la que se afilian las defensoras, sin mayores obstáculos o tramites

· Garantia de atención en salud cuando hay reubicación a causa de la situación de riesgo 

· Reconocimiento de las entidades de salud de la labor de acompañamiento que realizan las mujeres líderes defensoras cuando llevan casos de violencia

· Ruta especial para la atención en salud integral para las defensoras de DDH y que han sufrido violencia sexual a causa de su labor de liderazgo
· Atención en salud integral para líderes y lideresas para la continuidad de su trabajo porque la salud  se afecta también  por el trabajo en defensa de los derechos, especialmente cuando se presentan enfermedades catastróficas o discapacidades. Estos problemas están desbordando la salud; por ejemplo, deberían promoverse campañas de salud integral, con énfasis en la salud sexual y reproductiva. 
· Para mujeres defensoras víctimas de violencia sexual (múltiples formas en el marco del conflicto armado), no se abordan las profundas afectaciones en la sexualidad, como un derecho a vivir plenamente su sexualidad

3.2.
Educación: 

· Que se garantice la educación superior con programas con horarios flexibles, que se garanticen condiciones favorables para las mujeres que tienen obligaciones familiares.

· Proporcionar el arraigo cultural cuando es necesaria la reubicación o el desplazamiento: desde el Ministerio de Educación crear un programa especial para las víctimas: programas de cultura propia en todos los departamentos y sistema de etnoeducacion

· Capacitación vocacional que se haga a las mujeres a las que se les apoya la reubicación 
· Garantizar educación especial para los hijos e hijas que están teniendo dificultades de aprendizaje como consecuencia de las afectaciones emocionales generadas por los ataques contra sus madres y por los desplazamientos forzados

· Insistir en la educación superior y en todos los niveles para las defensoras.
3.3.
Ayuda Humanitaria:

· Priorización de la ayuda humanitaria: Las lideresas están en desplazamiento permanente por la situación de amenaza, pero la ley 1448 tiene vigencia por 10 años. Además hay una nueva normatividad de la UARIV sobre la ayuda humanitaria (valoran la situación de cada grupo familiar para determinar si se entregan dos o tres al año.

3.4.
Vivienda y tierras:

· Promoción de planes específicos de viviendas para mujeres defensoras mejorando la oferta institucional en el acceso a vivienda. Evaluación y seguimiento de dichos planes 

· Oferta de auxilios de arrendamientos en función de la situación y el contexto de riesgo.

· Actualización de la modalidad de vivienda usada impulsada en 2004  y planes de ahorro en el Fondo Nacional del Ahorro o en otras entidades. Debe tener las mismas garantías que los programas de vivienda prioritaria

· Protección a viviendas  en el sentido que si hay situaciones de amenaza, el contrato de beneficiarias de vivienda tenga una clausula especial para no perder la propiedad, así como una protección especial del predio (permisos para vender o arrendar).

· Apoyo a la seguridad material de la vivienda en los  casos de retorno

· Para prevenir y atender los riesgos psicosociales de las defensoras de derechos  humanos en riesgo solicitamos que en los procesos de reubicación o asignación de vivienda no nos reubiquen con población reinsertada desmovilizada

· Protección especial de las tierras y viviendas rurales cuando éstas han sido abandonadas como consecuencia de ataques contra defensoras de derechos humanos, especialmente en las siguientes situaciones:

· Cuando la defensora necesita proteger su vivienda no estando la titularidad a nombre de ella pero ella tiene una expectativa de derecho (sociedad conyugal o herencia)
· Cuando  la defensora debe huir y es la titular
Entre otras medidas, se propone: 

· Remisión a la URT en caso de aplicar en términos de Ley
· Priorización en defensoría pública si el reconocimiento de la titularidad es un trámite ordinario
· Solicitud a policía de rondas cuando la casa se ha abandonado para evitar saqueos
· Inicio de protección de tierras en caso de aplicar en términos de Ley

3.5. Generación de ingresos: 

Aprobadas por el gobierno 2014

· Generar capacidades para el trabajo en las mujeres lideresas y defensoras de derechos humanos, a través del componente Incentivo a la Capacitación para el Empleo (Conpes 161)
· Realizar talleres dirigidos a organizaciones femeninas, sociales y de derechos humanos, para que participen en las licitaciones de compras públicas (Conpes 161)
· Promover la participación de las mujeres lideresas y defensoras de derechos humanos en los programas de acceso a activos productivos a través del Componente de Capitalización Microempresarial (Conpes 161) 

· Promover la participación de las mujeres lideresas y defensoras de derechos humanos en los programas de acceso a activos productivos a través del componente de ruta de ingresos y empresarismo (Conpes 161)

· Socializar la oferta institucional para las micro, pequeñas y medianas empresas en eventos de mujeres lideresas y defensoras de derechos humanos (Conpes 161) 

· Apoyar el acceso a convocatoria pública para acompañar proyectos productivos de desarrollo rural integral con enfoque territorial desarrollados por mujeres rurales que garanticen la sostenibilidad, la generación de ingresos y la inclusión (Conpes 161) 

· Apoyar la creación de proyectos productivos unidos a programas de formación encaminados a genera competitividad en el campo colombiano y mejorar la calidad de vida (Conpes 161)

Propuestas adicionales de las defensoras lideresas 

Se solicita excluir del Programa la medida “Promover la inclusión financiera de las mujeres lideresas y defensoras de derechos humanos a través del componente Mujeres Ahorradoras en Acción”, pues muchas de las defensoras no consideran este componente una alternativa dignificante de protección para quienes defienden derechos humanos.
· Capacitación (técnica o tecnológica) con horarios flexibles para las unidades productivas. 
· Creación de bolsas de empleo que garanticen el acceso de las mujeres en el mercado laboral con sueldos dignos. 
· Adopción de mecanismos y acciones concretas para el fortalecimiento económico de las organizaciones de mujeres

· No todas las defensoras y sus organizaciones estarían preparadas para aplicar a convocatorias o licitaciones, por esto se deben realizar talleres o asesorías para que participen en estos convenios con la administración pública

· Solicitar al gobierno que se señale específicamente, de toda la oferta de generación de ingresos que está en el CONPES, cuál es el porcentaje destinado para atender mujeres lideresas defensoras de DDHH en riesgo. 

· Profesionalizar la labor de defensoras de DDHH que extienda la oferta de empleo. Las mujeres defensoras de DDHH pueden realizar labores en oficinas del Estado, como asesoría, etc. 

· Se establezcan estímulos para que la empresa privada contrate mujeres defensoras de derechos humanos

· Se establezcan mecanismos para facilitar el acceso a créditos para generación de ingresos a mujeres defensoras de derechos humanos

· Se establezcan mecanismos para el alivio de pasivos cuando el retraso en los pagos se debe únicamente a la situación de riesgo. 

· Crear un sistema de aplicación automática para que la entidad que coordine el programa revise la oferta local a la que tiene derecho la mujer lideresa y/o defensora de DDHH por su puntaje del SISBEN, aplicando a la presunción de riesgo y vulnerabilidad del Auto 098/13
· Que las mujeres defensoras de derechos humanos sean contratadas para trabajar en la promoción y difusión de los derechos humanos de las mujeres 

3.6. Seguridad social:

· Se propone que las defensoras puedan cotizar al fondo  Prosperar en la modalidad de cotización a mínimo 500 semanas 
3.7.
Medidas para la protección del grupo familiar:

· Cuando hay situaciones de riesgo que involucran niños, niñas y adolescentes, se debe brindar un espacio de acogida seguro, que tenga garantías para todo el grupo familiar.
· Debido a todos los ataques que viven las defensoras, sus hijos presentan inestabilidad emocional, problemas académicos, deserción escolar y otras dificultades. Protección para niños, niñas y adolescentes significa una atención psicosocial adaptada a sus necesidades, contextos y edades, a través de programas culturales, entre otras estrategias. 

Propuestas de mujeres exiliadas, refugiadas y migrantes forzadas:

· Reconocimiento del territorio más allá de las fronteras para el retorno integral ene la garantía de los derechos para que sean proveidos desde los diferentes ministerios y que obedezcan a una política integral de Estado

· Identificar las barreras de acceso a la justicia para las mujeres lideresas y sus familias refugiadas y exiliadas

· Facilitar acceso mediante organizaciones internacionales reconocidas y especializadas en materia de asilo y refugio

· Eximir del servicio militar obligatorio a los hijos-as de las defensoras y lideresas en el refugio, exilio y migración forzada, quienes somos antimilitaristas, defensoras de la vida y constructoras de paz en el respeto del derecho a la objeción de conciencia

Para pueblos y comunidades étnicas:

· Respecto a la atención en salud, deben tenerse en cuenta los decretos étnicos, que  tienen su propia regulación en salud (derivados de la 1448)
· Que las medidas especiales que se tomen con las comunidades étnicas, especialmente aquellas que vienen desde ellas, tengan presupuesto específico. 
· En el caso de comunidades negras debe tenerse en cuenta que las medidas no pueden ser establecidas únicamente a los consejos comunitarios pues esto delimitaría la protección solamente al campo de lo rural. Se debe tener en cuenta que muchas personas afro descendientes se encuentran en las ciudades y para ellos y ellas deben existir mecanismos de protección especiales y apropiados a su cultura y su pertenencia étnica.
· En los pueblos indígenas y comunidades negras cuando una persona es amenazada y/o se encuentra en riesgo la comunidad misma reacciona en colectivo para su protección. También se apoya en organismos internacionales. 
· Un sector clave es salud, que por ejemplo, promueve los partos hospitalarios desconociendo las prácticas ancestrales de partera. 
· Que la reubicación de las defensoras se pueda garantizar dentro de sus mismos territorios para resguardar su identidad cultural. Por ejemplo, territorios de convivencia diálogo y negociación y territorios de paz y espacios de asamblea permanente. 
· Las medidas económicas  tomadas para las mujeres indígenas y afro descendientes no deben generar dependencia. Además de que se tengan en cuenta las formas de economía tradicional, los subsidios y apoyos puntuales deben estar combinados de proyectos de formación y empoderamiento del liderazgo. Así mismo, se debe tener cuidado con que estas medidas individuales a mujeres no vayan en contra de la comunidad misma o la organización
· Un tema especial es la gestión a la que muchas mujeres están dedicadas en función de conseguir la libreta militar de sus hijos para que no presten servicio. Este tema se ha convertido en un factor de riesgo para ellas. Cuando ellas empiezan estos trámites son amenazadas. Como propuesta que los hijos de las mujeres lideresas y defensoras de DH no deban prestar servicio militar. Se requiere formación a las mujeres para realizar estos trámites pero también un trabajo con las FFMM. En muchos casos mientras se aclara que no pueden retenerlos, de todas formas los tienen bastante tiempo realizando trabajo psicológico con los jóvenes e induciéndolos a que se queden en las filas. 
· Generar espacios  en los que las mujeres puedan congregarse para el fortalecimiento de sus trabajos de liderazgo pero también como forma de protección. Casas de sanación de mujeres. 
· Las medidas espirituales son fundamentales. Importante señalar que protección para estas comunidades es también la atención de los médicos tradicionales. Esto no ha sido todavía comprendido por la UNP y las entidades que asignan medidas de protección. La inclusión de parteras, rezanderas, médicos tradicionales, todas aquellas figuras de estas comunidades, deben ser incluidas dentro de la atención psicosocial. La atención psicosocial debe contemplar la atención espiritual
· Como propuesta en materia de salud sexual y reproductiva debe haber una garantía en las IPS para la atención inmediata. En muchos casos la atención que debería ser inmediata queda supeditada a muchos formatos, trámites y procedimientos que las mujeres desconocen.  Se requiere entrenamiento a las mujeres para el diligenciamiento de formatos y agilización de trámites. (procedimientos)
· Fortalecimiento del enfoque de autocuidado entre lideresas y líderes (voceros-as)

· Creación de espacios de encuentros seguros para mujeres afros, grupos de apoyo, grupos de escucha, círculos de palabra, liderados por mujeres afros para la prevención de riesgos psicosociales: estos no permiten actuar de manera coherente ante un riesgo contra la integridad física.

4. Medidas colectivas de protección:
Las medidas colectivas para organizaciones en riesgo, comunidades, grupos étnicos y demás colectivos,  deben asegurar la articulación integral de los componentes que garanticen: 1) La existencia de la organización como colectividad autónoma, 2) El alcance y mantenimiento de los objetivos estratégicos definidos por el conjunto de la organización y 3) La integridad de cada una de las mujeres vinculadas a la organización respecto a los posibles daños provocados por la pertenencia al colectivo (Deben tenerse en cuenta las medidas establecidas en el decreto 1085/15).

Además, considerar las siguientes:

· Gestión y adaptación de sedes para organizaciones amenazadas y garantizar su óptimo funcionamiento
· Agilizar el cumplimiento de la coordinación interinstitucional y la articulación nación-territorio, en el marco del sistema de seguimiento que implementará la Comisión Intersectorial de Garantías para mujeres defensoras en riesgo

· Identificación de las actividades que realiza la organización y le generan riesgo, para capacitar y generar herramientas de autoprotección 
· Tener en cuenta la geografía de las regiones y dispersión de las mujeres de las organizaciones. 
· Transporte colectivo para la movilización de mujeres vinculadas a  la organización (este transporte no es el carro de esquema duro. Se trata de transporte cuando todas necesitan movilizarse juntas)
· Tener cuidado que las medidas tomadas no fragmenten la organización.

· Las medidas colectivas deben ser concertadas con la organización. 
· Fortalecer las redes sociales locales de la organización. (JAL, iglesia, etc)
· Fortalecimiento a la organización especialmente en las formas de comunicación internas,  y de toma de decisiones en situaciones de presión. 

Para pueblos y comunidades étnicas:

· Para efectos de la ruta de protección colectiva desprendida de la resolución 1085 del Min interior y la UNP se debe comprender que el concepto de colectivo no puede ser único para todos los colectivos que se señalan en la resolución. Asi mismo, debe extenderse al concepto colectivo por parte de las organizaciones de mujeres. El ejercicio de construcción de la ruta colectiva de protección debe contemplar la construcción de los diferentes conceptos de colectivo y para el caso de pueblos indígenas y comunidades negras debe responder a lo establecido ya por la Corte Constitucional. 
· Así mismo en el caso en que una persona, líder, representante de algún grupo étnico se debe pensar también la protección colectiva pues se debe tener en cuenta la especial relación de estos grupos con lo colectivo. En la cosmovisión de estos pueblos si una persona es afectada se afecta todo el colectivo, en caso de solicitud de protección de una mujer de pueblos originarios indígenas y pueblos afro, la protección colectiva debe ser automática.
· Las medidas de protección colectiva para pueblos indígenas y comunidades negras deben estar ajustadas el contexto social, geográfico y cultural del territorio y de la comunidad. Deben armonizarse con la cultura propia. En muchos casos los celulares no tienen sentido porque son regiones en las que no entra señal. En el caso de comunidades negras el uso del tambor es una forma de protección. En conclusión, las medidas deben construirse de la mano de las mismas comunidades. Por ejemplo, en regiones como Tumaco las medidas duras como el carro generan más riesgo. 
· Fortalecimiento de las medidas artísticas, culturales  y de comunicación porque fortalecen lo colectivo y por consiguiente la protección colectiva (porque permite la unidad, la comunicación)
· Preservación  y recuperación de los espacios rituales sagrados  que permiten también la reactivación de los sitios sagrados 
· “Lo individual no quita lo colectivo una  comunidad de 100 pueden estar en riesgo pero si 10 llevan la vocería, debe haber medidas tanto para las 100 personas como para las 10”. En concreto, las medidas espirituales deben ser para todo el colectivo, para los 100, pero debe ser más profunda y fuerte para los 10 
· Las medidas de comunicación deben estar dirigidas tanto a voceros y voceras como a los cabildos mayores  y menores y demás integrantes del colectivo, de forma que aseguren una intercomunicación permanente (a través de radios, teléfonos, emisoras comunitarias, elementos ancestrales: estrategia de comunicación integral, que involucre medios tradicionales y convencionales; que sea dirigida por lideresas). Esta sería a la vez una medida de prevención de riesgos y de protección

· El fortalecimiento de las guardias indígena y cimarrona pero con especial énfasis el empoderamiento   las mujeres dentro de esa guardia 
· Medios de movilización colectiva por ejemplo chivas, lanchas, botes, canoas, camperos, etc. 
· Fortalecimiento en formación política y la participación de las mujeres dentro de las autoridades propias

GARANTÍAS DE NO REPETICIÓN 
Las altas tasas de impunidad de los delitos cometidos contra los derechos a la vida, la libertad, la integridad y la seguridad de las lideresas y defensoras de derechos humanos; así como la falta de memoria y verdad sobre la labor que desempeñan y los obstáculos que enfrentan para el ejercicio de su liderazgo y la exigibilidad de sus derechos, constituyen un motor que estimula la continuidad de las agresiones en su contra. Este componente se propone desarrollar medidas tendientes a superar la impunidad y salvaguardad la memoria de las luchas de las lideresas y defensoras de derechos humanos contribuyendo a la reconstrucción de la verdad desde su propia perspectiva. 

OE: Generar garantías de no repetición de las violaciones cometidas contra lideresas y defensoras de derechos humanos mediante la lucha contra la impunidad y la salvaguarda de la memoria histórica sobre los liderazgos femeninos, sus luchas y sus procesos organizativos
1. Lucha contra la impunidad

Aprobadas por el gobierno 2014

· Implementar las acciones consagradas en los Lineamientos del Plan Integral para Garantizar a las Mujeres una Vida Libre de Violencias 2012-2022, focalizando en las mujeres lideresas y defensoras de derechos humanos:

· Fortalecer el sistema de Defensoría Pública para las mujeres lideresas y defensoras de derechos humanos. Realizar convenios con universidades y entidades privadas para brindarles defensa jurídica
· Aplicar los lineamientos de la Fiscalía General de la Nación para la investigación y atención de casos de denuncia sobre violencia sexual contra mujeres lideresas y defensoras de derechos humanos

· Elaborar una guía de derecho a la verdad y la justicia en el marco de la justicia transicional

· Implementar una estrategia territorial para la incorporación del enfoque de género y derechos de las mujeres integrando una perspectiva étnica y diferencial  en las medidas de acceso a la justicia, a partir de la identificación de las barreras de acceso de las mujeres lideresas y defensoras de derechos humanos

· Implementar las acciones contempladas en el Conpes 161 de 2013: 

· Incluir el tema de enfoque diferencial y género en los cursos básicos para Fiscales e Investigadores

· Diseñar e implementar una estrategia interinstitucional de lucha contra la impunidad en casos de amenaza y violencia basada en género contra lideresas y defensoras de derechos humanos, para la investigación con enfoque de género y análisis de contexto. La estrategia debe incluir: i) la elaboración de fichas de victimización de las mujeres amenazadas; ii) la identificación de las barreas de acceso a la justicia y planes de acción para la superación de las mismas; iii) el fortalecimiento de las capacidades institucionales a nivel territorial y el diálogo con las organizaciones de mujeres. Esta estrategia sería liderada por el Programa Presidencial e Derechos Humanos y DIH, la Fiscalía General de la Nación, La Alta Consejería para la Equidad de la Mujer y la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio del Interior. 

· Revisar y ajustar los módulos de formación especializada sobre judicialización, sanción e investigación, en materia de derechos humanos de las mujeres lideresas y defensoras de derechos humanos, para operadores judiciales.  

Propuestas adicionales de las defensoras lideresas

Se solicita no incluir en el programa la medida relacionada con: Implementar y monitorear el Protocolo de la Fuerza Pública para la prevención de la violencia sexual particularmente en relación con el conflicto armado porque sigue adoleciendo de importantes errores en su diseño, contrarios a derechos humanos. 
· La elaboración de fichas de victimización de las mujeres amenazadas, favoreciendo la comprensión respecto a las consecuencias sociales y políticas (impacto y afectaciones) del ejercicio de liderazgo de las mujeres
· La conformación de un Comité de impulso a casos con el propósito de estudiar mecanismos para eliminar la impunidad de los delitos cometidos contra las mujeres lideresas y defensoras de derecho humanos conformado por el Programa Presidencial de Derechos Humanos, Fiscalía General de la Nación, Unidad Nacional de Protección, Defensoría y Procuraduría, además que cuente con vocería de las mujeres lideresas y defensoras de derechos humanos. Este Comité tendrá las siguientes características:
· Este comité de impulso debe garantizar personas expertas en las afectaciones específicas de las mujeres, derivadas de la situación de riesgo elevado y amenazas, y estar especializado y poseer experiencia en derecho penalSe solicita una rendición de cuentas periódica por parte de la Fiscalía General de la Nación.
· Para el impulso de los casos en materia judicial, los/as Fiscales y operadores judiciales deben tener en cuenta el contexto territorial y de control de los actores armados en los territorios donde las mujeres ejercen sus actividades de liderazgo y defensa de los derechos humanos.
· Realizar informes sobre los avances de las investigaciones de amenazas contra las mujeres lideresas y solicitar a la Fiscalía rendición periódica de cuentas sobre el avance de estas investigaciones. Exigir mayor coordinación entre unidades de Fiscalías, con mecanismos de veeduría como documentación de casos  y seguimiento a los avances de investigaciones
· Que de manera periódica y con participación de las defensoras se preparen los casos que se llevan al comité; que se realicen informes periódicos sobre los avances en los casos de agresión contra defensoras

2. Retorno con garantías

Propuestas adicionales de las mujeres exiliadas, refugiadas y migrantes forzadas

· Que se establezcan acuerdos bilaterales para:

· Que se homologue el tiempo de exilio como reconocimiento de años de cotización a la seguridad social

· Que se garanticen los derechos de las mujeres que deciden quedarse en el país de exilio, estableciendo convenios bilaterales

· Que la indemnización contemplada en el registro único de víctimas no se homologue automáticamente con la del desplazamiento, ya que los daños causados por el exilio significa doble pérdida por abandonar el país de manera forzada y daños en la vida de las mujeres por las consecuencias del exilio
· Que el gobierno colombiano asuma los costes propios del servicio consular a nuestras demandas; como también que se planifique una partida presupuestal de solidaridad en momentos difíciles para las familias refugiadas como la repatriación de personas fallecidas en los países de refugio

· Que existan becas a fondo perdido para estudios técnicos y superiores, donde los requisitos para acceder a estas, sean mínimos por parte del Estado colombiano e igualmente podamos acceder a los convenios de cooperación con universidades; tanto en el país de acogida como en el país de retorno

· Que exista una bolsa de empleo para acceder a cargos públicos del estado colombiano en el exterior y a través de concurso de méritos se nos de una oportunidad a las exiliadas
· Que se diseñe una estrategia de pedagogía como gestoras de memoria, para dejar capacidades instaladas en: acciones investigativas, museísticas, recolección de datos y análisis de datos. Metodologías diversas de la memoria social e histórica con perspectiva de género

· Que se patrocinen los trabajos de investigación y desarrollo, que estén relacionados con nuestra problemática como mujeres en una segunda fase y se brinde un acompañamiento para nuestro retorno (IAP)
· Que se delimite un territorio en Colombia para posibilitar el retorno, que tengan unas garantías internacionales de protección de la comunidad internacional y de organizaciones internacionales de derechos humanos

· Que se asegure el apoyo y la asistencia técnica y económica para la asistencia y valoración de procesos de generación de ingresos sostenibles para el posterior sustento económico de la familia

· Que se impulse en los países de refugio procesos a través del arte y la cultura para restablecimiento psicosocial, sensibilización y visibilidad de la comunidad en general

· Que se garantice la atención psicosocial a las mujeres retornadas y sus familias

· Que se diseñe una estrategia de acompañamiento psicosocial a las mujeres exiliadas, refugiadas y migradas, con enfoque de cuidados, de género y de derechos; que se oriente a reducr el daño ocasionado por el impacto de las violencias en la vida de las mujeres

· Que el estado colombiano reconozca ante la sociedad colombiana la dimensión del daño ocasionado a las mujeres refugiadas/exiliadas por la falta de protección a sus derechos humanos. Utilizando los medios de comunicación, audiencias públicas y otros mecanismos que se habiliten para tal fin.

· Recopilar la memoria histórica de las mujeres refugiadas/exiliadas/migrantes para satisfacer el derecho a la verdad, la justicia y la reparación de las víctimas. Que se valoren y se tenga en cuenta com insumos para la consecución de este objetivo las investigaciones académicas realizadas y las que hay en curso
· Establecer Casa de Refugio Temporal para las familias retornadas, que garanticen la transición e integración por el tiempo necesario para establecer las medidas anteriores y vencer el miedo a correr nuevos riesgos

3. Estrategias para combatir la corrupción en entidades de orden territorial y nacional

Propuestas adicionales de las defensoras lideresas

· Seguimiento a los recursos que invierten los municipios y departamentos en los Planes de Protección

· En algunos territorios, las denuncias en la fiscalía son conocidas de primera mano por actores armados. Se requieren medidas eficaces para combatir la impunidad y la corrupción

· Algo similar ocurre en los estudios de riesgo, solicitan referencias de Personería y Secretaría de Gobierno. Pero si las instituciones locales están infiltradas o cooptadas, este procedimiento se convierte en factor de riesgo

· Nuestro programa va a insistir en la calidad humana y profesional de funcionarios y funcionarias, que tengan formación en derechos humanos, que sean permanentes.

· Mecanismos eficaces para combatir la corrupción dentro de las entidades gubernamentales, especialmente a nivel regional y local

Para pueblos y comunidades étnicas:

· Investigar la responsabilidad de las multinacionales en la violencia sociopolítica que viven los territorios y especialmente en los ataques contra defensoras de derechos humanos: donde están presentes, hay grupos armados, hay militarización de territorios, desplazamiento forzado y violencia sexual. No hay ningún marco legal que atribuya responsabilidad a las multinacionales.
· Aplicar los principios rectores de DH y empresas de ONU en regiones con presencia de economías extractivas

· El Estado tiene una tarea grande de desarticular las redes y actores de violencia sociopolítica

· Litigio con enfoque de género y étnico desde el marco legal existente, que sea un litigio integral más allá del delito penal – fortalecer la defensoría pública para la representación judicial de las mujeres defensoras víctimas, con enfoque de género y étnico

4. Desmovilización y desmantelamiento de los grupos armados

Propuestas adicionales de las defensoras lideresas

· Incluir a las mujeres excombatientes en experiencias de atención psicosocial y de sanación, para garantizar la no repetición

· Frente al próximo proceso de desmovilización y la prevención de nuevos hechos asociados al conflicto, se requiere un mecanismo idóneo para hacer seguimiento a los desmovilizados de procesos anteriores y a los del presente proceso de paz

Para pueblos y comunidades étnicas:

· El Estado debe prever que con los acuerdos de paz se va a agudizar el conflicto entre reservas campesinas y territorios colectivos. Así mismo los asuntos ambientales y lo que dispongan las nuevas autoridades de tierras. 

· No se ha  tenido en cuenta a las comunidades afro en los procesos de la habana; las comunidades no se encuentran preparadas para recibir a los actores armados y el gobierno no apoya a las organizaciones.

· En algunos casos, las personas desmovilizadas pertenecen  a nuestras comunidades (hermanos y familiares) y cómo afrontar estas situaciones y tener garantías en los procesos de desmovilizaciones.

· Las defensoras de derechos humanos puedan realizar un trabajo, de convivencia distinta del entorno donde van a llegar la población desmovilizada brindando acompañamiento y protección, para lograr un proceso de reconciliación entre la población en los territorios, (población civil y desmovilizada), practicando la  resocialización

· Pensando en el postconflicto: fortalecimiento y capacitación a mujeres lideresas para las primeras fases de intervención en salud psicosocial desde los saberes ancestrales para generar un ambiente propicio para quienes van a regresar –integrantes de estas comunidades- y a los territorios receptores
5. Verdad histórica y memoria y dignificación de la labor de las mujeres lideresas y defensoras de derechos humanos
Aprobadas por el gobierno 2014

· Desarrollar procesos de reconstrucción de la memoria histórica y verdad sobre las violaciones a los derechos de las lideresas y defensoras de derechos humanos

· Desarrollar herramientas metodológicas para construir memoria sobre las lideresas y defensoras de derechos humanos, desde la voz de las mujeres (Conpes 3784).

Propuestas adicionales de las defensoras lideresas 

· Impulso al proceso de articulación de reparaciones colectivas de las organizaciones de mujeres con la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas

· Promoción de actos culturales o días dedicados a la labor de las defensoras de DDHH o lideresas reconociendo las vulneraciones sufridas y otorgándole un sentido de las mismas.

· Promoción de actos en escuelas, universidades o centros formativos para narrar historias de mujeres lideresas y defensoras de DDHH y sus aportes al conjunto de la sociedad colombiana.

· Reconocimiento por parte del Estado y de sus instituciones del daño y sufrimiento desproporcionado que sufren defensoras de DDHH en su aporte colectivo a la transformación de la sociedad. 

· Sostenemos al país con nuestro trabajo, es importante vincular a las comunidades en este proceso

· Cesar la discriminación contra lideresas: sensibilizar a las autoridades, a las mismas organizaciones, a la sociedad civil 

· Programa de sensibilización para mostrar que no somos una amenaza para el Estado, ni para los grupos, que no estamos tomando la solución en nuestras manos, lo que estamos haciendo es colocar el problema sobre la mesa, nuestra labor es servir de fuente de información pero no es nuestro trabajo resolver las dificultades

· Promover movimientos cívicos en la comunidad cada vez que haya atentados contra las lideresas

Para pueblos y comunidades étnicas:

· Recuperación y fortalecimiento de la memoria histórica con las tongas
. Estas fueron prácticas de resistencia de las mujeres afro. Hay que hacer un trabajo de recuperación de ese conocimiento: rituales, cantos,…
· Impulso de medidas que garanticen la permanencia de la memoria y el no olvido del legado de los   líderes y lideresas cuando deben partir por riesgo o cuando mueren

· Acciones continuadas de reconocimiento público de las comunidades, pueblos y organizaciones étnicas, especialmente de las mujeres que dentro de estos colectivos desempeñan roles de dirigencia y liderazgo

· Reconocimiento por parte del Estado de sus gobiernos y autoridades propias, avaladas históricamente por las mismas comunidades y pueblos como sus representantes legítimos 

· Acciones de reivindicación y dignificación de mujeres defensoras pertenecientes a pueblos y comunidades étnicas, que comiencen por instalar un lenguaje no discriminatorio y contemple actos de respaldo a la labor que realizan en sus territorios

· Reconocimiento de las lideresas afros e indígenas en la historia del país, en la construcción de ciudadanía, ayuda a prevenir los riesgos en la medida en que nos reconocen como sujetas de construcción, recuperando la memoria del papel de las mujeres

· Recuperar la memoria ancestral de pueblos y comunidades étnicas: que tengan una visión histórica, no la memoria reciente del conflicto armado, que retome el colonialismo y todas las prácticas de esclavitud

· En la sentencia (citar) se menciona la creación de una cátedra indígena y también existe jurisprudencia sobre la cátedra afrocolombiana, debe darse cumplimiento a esto. Que se cree la cátedra de memoria histórica sobre mujeres indígenas y afro / cátedra de historia de las mujeres

6. Desmilitarización de la vida civil

Propuestas adicionales de las defensoras lideresas 

· Desmilitarización implica no sólo la dejación de armas, sino también desarmar las representaciones sociales: en los juguetes, en los desfiles o actos públicos, en los lenguajes

· Depuración de la fuerza pública a través de la elaboración y aplicación de lineamientos para investigar a los miembros de la Policía, las Fuerzas armadas, las Fuerzas de Seguridad y otras fuerzas que realicen actos de violencia contra las niñas y las mujeres.

Para pueblos y comunidades étnicas:

· Evitar al máximo la militarización sobre todo en zonas, regiones o territorios en los que en los pueblos indígenas y comunidades negras, estas medidas por el contrario lesionan su cultura.

· Se debe insistir en la desmilitarización de los territorios, especialmente cuando va acompañada de la incursión de megaproyectos y multinacionales

· Junto con la desmilitarización,  garantizar el reconocimiento territorial

· Se ha insistido en que en las emisoras del ejército no se usen las lengua

Parte III. Procedimientos

Respecto a las etapas, tiempos y procesos en la ruta de protección, el presente Programa ha efectuado las siguientes consideraciones:
Actualmente, el procedimiento para acceder a la ruta de protección, tanto para hombres como para mujeres, está regulado por  el Decreto-Ley 4065 de 2011  del Departamento Administrativo de la Función Pública – DAFP, "Por el cual se crea la Unidad Nacional de Protección (UNP), se establecen su objetivo y estructura” y por el Decreto 4912 de 2011, "Por el cual se organiza el Programa de Prevención, Protección de los derechos a la vida, la libertad, la integridad y la seguridad de personas, grupos y comunidades del Ministerio del Interior y de la Unidad Nacional de Protección".

Estos decretos han sido modificados y/o complementados por las siguientes normas: 
· Decreto 1225 de 2012 del Ministerio del Interior, que reestructuró y definió algunos de los conceptos y procedimientos, descritos en el Decreto 4912 de 2011
· Resolución 0805 de 2012 del Ministerio del Interior, que presentó el Protocolo específico con enfoque de género y de los derechos de las mujeres
· Decreto 1066 del 26 de Mayo 2015 del Ministerio del Interior "Por el cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo del Interior”, Capítulo 2, artículos 2.4.1.2.1 A 2.4.3.13
· Decreto 567 del 08 de Abril 2016, del Ministerio del Interior "Por el cual se modifican algunos artículos del Decreto 1066 de 2015
· Decreto 1535 del 21 de Julio 2015 del Ministerio del Interior “Por el cual se modifica el Decreto 1066 de 2015 y Decreto 1534 de 2015 del Ministerio del Interior, ”Por el cual se derogan unas disposiciones del Decreto 1066 de 2015 – Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo del Interior”.  

La ruta de protección, según la normatividad vigente, cobija a las personas que cumplan los siguientes requisitos: ser población objeto, encontrarse en una situación de riesgo extraordinario o extremo y que exista un nexo de causalidad entre la actividad que desarrolla y la situación de riesgo; esto es, que el riesgo provenga directamente del ejercicio de su actividad como población objeto

Ahora bien, el procedimiento para acceder a medidas de protección, actualmente vigente, consta de dos rutas, la ruta ordinaria y la ruta de emergencia. 

El trámite por Ruta ordinaria es el siguiente: 
1. Solicitud:

La ruta ordinaria, comienza cuando una persona, que considera estar en situación de riesgo radica una solicitud de protección ante la UNP, (o ante otra dependencia que remite a la UNP). Esta solicitud puede ser verbal, escrita o personal.  

2. Rechazo o admisión al programa: 
La dependencia llamada Gestión del Servicio de la UNP, recibe la solicitud y analiza si la persona solicitante es población objeto del programa, existe relación de causalidad entre el riesgo referido y la actividad que la persona desarrolla, verifica además, que la persona no esté protegida por otro programa. Si cumple con los anteriores requisitos ADMITE la solicitud, de lo contrario la RECHAZA.  En caso de rechazo se puede remitir la solicitud a otra entidad con competencia en el tema. 

3. Asignación del Analista de Riesgo: 
El o la analista se comunica con la persona solicitante, toma su consentimiento para recopilar la información, devuelve la asignación si no cuenta con consentimiento y realiza labores de campo destinadas a verificar las especificidades y vulnerabilidades del caso. Una vez recogida la información necesaria, el analista pondera, de 1 a 100, la magnitud del riesgo, con cuya ponderación posteriormente se clasificará el riesgo en ordinario, extraordinario o extremo.  La persona analista cuenta con un término de 30 días hábiles, prorrogables por otro tanto, para realizar la entrevista, recopilar la información de campo y presentar el caso al GVP.   El analista cuenta también con el apoyo del Cuerpo Técnico de Recopilación y Análisis de Información (CTRAI) de la UNP, encargado de realizar todo el trabajo de campo para la verificación de la información con las entidades competentes y el diligenciamiento del Instrumento Estándar de Valoración de Riesgo concebido por la Corte Constitucional mediante el Auto 266 de 2009, necesario para la verificación del respectivo caso, con el fin de ser analizado por el Grupo de Valoración Preliminar.

4. Análisis por el Grupo de Valoración Preliminar – GVP: 
El Grupo de Valoración Preliminar es un cuerpo interinstitucional, creado para el análisis de los casos y la ponderación del riesgo. Sesiona con la participación de 9 entidades, 5 de carácter permanente y 4 como invitados especiales, las cuales analizan conjuntamente la situación de riesgo de cada caso de acuerdo a la información que suministra el CTRAI para presentar el concepto de nivel de riesgo emitido en materia de medidas idóneas ante el Comité de Evaluación de Riesgo y Recomendación de Medidas (CERREM).

5. Valoración del caso por el CERREM: 
El CERREM es el Comité de Evaluación de Riesgo y Recomendación de Medidas, otro espacio interinstitucional que valida la ponderación del  nivel del riesgo y recomienda las medidas de protección y medidas complementarias.  Está compuesto por 13 entidades, 5 miembros permanentes y 8 entidades invitadas, tiene como objeto llevar a cabo la valoración integral del riesgo, así como la recomendación de medidas de protección y acciones complementarias, teniendo en cuenta el concepto y las recomendaciones del GVP, así como los insumos que aportan los delegados de las instituciones que lo conforman en el marco de sus competencias para la decisión de la adopción de las medidas o las posibles acciones complementarias que se requieran de acuerdo al tipo de población atendida.

De esta manera, el CERREM toma una decisión final respecto al caso, la cual es notificada al Director de la Unidad Nacional de Protección mediante acta, con el fin de implementar las medidas de protección al peticionario(a).   En la práctica, el acto administrativo en la mayoría de los casos se está profiriendo el mismo día que sesiona el CERREM.

6. Comunicación del resultado del estudio de riesgo, medidas aprobadas y temporalidad:  
Si el caso fue ponderado como extraordinario o extremo, la Unidad Nacional de Protección UNP comunica a la persona solicitante su nivel de riesgo, las medidas aprobadas, la temporalidad y la sesión del CERREM que adoptó esa medida.  No existe recurso contra esta decisión.  Si el riesgo fue ponderado como ordinario, también se comunica este resultado a la persona solicitante.
7. Implementación de medidas:
En caso de riesgo extremo y extraordinario, y por tanto medidas de protección aprobadas, la UNP se comunica con la persona solicitante y coordina acciones para la implementación de las medidas.

8. Seguimiento y desmonte de medidas (Decreto 526 de 2016)

Periódicamente se hace seguimiento a las medidas y una vez al año se reevalúa el riesgo de la persona, para verificar si continúa o no el riesgo y por tanto las medidas implementadas. 

Respecto a la Ruta de emergencia, la Resolución 805 de 2012 establece:
“Cuando una mujer acuda a solicitar protección,  advirtiendo una situación de riesgo inminente y excepcional contra su vida,  libertad,  integridad y seguridad, y la Unidad Nacional de Protección determine que  la situación  de inminencia es  cierta,  verifique  su  pertenencia  a  la  población  objeto  del  Programa de protección determine y tenga certeza de la existencia de nexo causal entre el riesgo y la actividad  que desarrolla,  previa valoración del cumplimiento de estos requisitos, activará un Trámite de Emergencia. En virtud de este trámite,  el Director de la UNP, sin evaluación del  riesgo, podrá adoptar medidas provisionales de protección, disponiendo paralelamente y de forma inmediata la realización de la respectiva evaluación de riesgo”.
“El procedimiento comienza con la solicitud de protección, sigue con la evaluación integral del caso y termina con la entrega del documento de Trámite de Emergencia a la Subdirección de Protección de la UNP, para la implementación inmediata de las medidas pertinentes”
La Resolución 805/12 aplica para todas las mujeres defensoras en situación de riesgo y establece el trámite de emergencia para casos de peligro inminente. Por su parte, el Auto 098/13 hace referencia a la presunción constitucional de riesgo, específicamente para las defensoras víctimas del conflicto armado.
Esta es la ruta de protección vigente.  Del análisis de la misma, se puede concluir que la normatividad vigente no permite interponer recursos contra las decisiones que se adoptan en el desarrollo del proceso y que el único término claramente definido es el plazo de 30 días hábiles, prorrogables por otro tanto, que se le otorgan al analista de riesgo para presentar el caso al GVP.     

En la práctica, la inexistencia de términos específicos para las diversas etapas les significa enorme incertidumbre a las mujeres frente a las decisiones institucionales, sumado al hecho de que entre una etapa y otra pueden transcurrir varios meses, sin que las personas solicitantes tengan información sobre el proceso. 
En consecuencia, la sociedad civil de las mujeres propone para El Programa de Garantías las siguientes modificaciones institucionales en la ruta y en los procedimientos existentes:
1. Inclusión de términos temporales ajustados a riesgos de género:
Por las razones arriba expuestas, se considera necesario el establecimiento formal de tiempos entre las diversas etapas de la ruta de protección, que garantice el principio de oportunidad y el enfoque de derechos en la respuesta a la solicitud de protección.

Estos términos se especifican en el siguiente diagrama: 
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2. Adecuaciones generales en los procedimientos:

Se proponen los siguientes mecanismos y ajustes en distintos aspectos del actual Programa de Protección, con el fin de orientar las medidas, procesos y procedimientos a las características del Programa de Garantías para lideresas y mujeres defensoras de derechos humanos:
Normativas:
· Se contemplará la extensión al presente programa de procedimientos establecidos en otros programas de protección (decreto 1737 de 2010 y decreto 2096 de 2011), referentes a las medidas de asistencia inicial y su aplicación inmediata, consistentes en: hospedaje, alimentación, aseo, transporte, vestuario, asistencia médica de urgencia y, en caso de ser obligatoria su permanencia en un lugar diferente al de su residencia anterior por razones de seguridad, vivienda y proyecto productivo.
· Se contemplará un ajuste al decreto 567 del 8 de abril de 2016, en el cual se establece la derogatoria tácita del auxilio de transporte terrestre contenido en el Decreto 4912 de 2011 y sus decretos modificatorios. Se propone, en cambio, un mecanismo que permita examinar con detenimiento en qué casos es pertinente y necesaria la medida de auxilio de transporte, máxime cuando para defensoras su situaciones es bastante más precaria que otros defensores 
· El Programa definirá el procedimiento para activar la presunción constitucional del riesgo, priorizado para mujeres defensoras, víctimas del conflicto armado
Coordinación y articulación:
· La coordinación general del Programa Integral de Garantías para las Mujeres Lideresas y Defensoras de Derechos Humanos estará a cargo de la dirección de derechos humanos del Ministerio del Interior. Por su parte, la Comisión Intersectorial de Garantías para lideresas y mujeres defensoras de derechos humanos, tendrá a su cargo la formulación, implementación y seguimiento del Plan de Acción del Programa  
· Se adoptarán mecanismos y acciones concretas para garantizar la articulación y coordinación entre las entidades involucradas en el presente programa
· Se establecerán las condiciones necesarias para incluir la participación de representantes de lideresas o defensoras en la Comisión Intersectorial de Garantías, de la siguiente manera: participarán de las sesiones de la Comisión con voz pero sin voto, por lo menos 4 organizaciones de mujeres, elegidas según criterios de representatividad  étnica, etaria, capacidades diversas, orientación sexual e identidad de género diversa, victimas, exiliadas/refugiadas por periodos de 2 años, renovables por otros 2. 
· Se establecerá una ruta local en materia de protección con responsabilidad de la adopción de medidas de emergencia y el acompañamiento a las defensoras ante el nivel nacional. Esto incluye la creación de un punto focal en cada municipio para orientar, asesorar, atender y acompañar a las mujeres en situación de riesgo
; los gobiernos locales deben destinar los recursos económicos, humanos y logísticos necesarios para su implementación. La activación de la ruta municipal deberá ser discrecional de la defensora o lideresa.

· Se elaborará un protocolo de coordinación interinstitucional entre las entidades del orden nacional y territorial, así como aquellas responsables de la  protección material e integral en desarrollo del Programa.

· Este protocolo considerará la conformación de un comité técnico a nivel territorial para que articule las medidas (materiales e integrales) con participación de las defensoras 

Información y comunicación
· Todas las decisiones dentro de la ruta de protección deberán ser notificadas y comunicadas a la interesada en los términos de la normatividad vigente. (Código General del Proceso, y Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso administrativo).  Es necesario que se explicite la diferencia entre notificación y comunicación, que se incluyan las formas de notificación y los términos para cada una de ella.  Además, que se incluyan diferentes formas de notificación acorde con las particularidades de las mujeres (ejemplo, mujeres que hablen dialectos o lenguas indígenas, personas invidentes o sordomudas, que no saben leer ni escribir, etc).

· El Programa diseñará e implementará un mecanismo de información a las mujeres sobre: 1) etapas, términos y procedimientos para la solicitud de medidas 2) el estado de avance de sus solicitudes de protección.

· El Programa establecerá responsabilidades y estrategias para consolidar y proteger la información cuando hay nuevos hechos y la mujer ya es beneficiaria del programa.
· Se informará a las mujeres solicitantes sobre los tipos de CERREM existentes para que ellas elijan en cuál de estos quieren que se tramite su caso y sobre las medidas integrales de protección
Sobre los formatos: el Programa realizará una revisión y adecuación de los formatos de solicitud, con el fin de hacerlos más claros y amigables para las mujeres. Se incorporarán ajustes para superar barreras de acceso en especificidades como mujeres rurales, mujeres que no saben leer y escribir, que manejan lenguas indígenas o idiomas diferentes al español, que utilizan lenguaje de señas, braille, etc. 
Sobre la comunicación entre las solicitantes y las delegadas al CERREM: Es importante garantizar que las mujeres que representan a las organizaciones en el CERREM tengan espacios periódicos con las defensoras que solicitan medidas al programa,  por lo menos 3 veces al año.

Garantía del debido proceso:
Las decisiones que le perjudiquen o afecten a la solicitante, (riesgo ponderado como ordinario por GVP, rechazo a la solicitud de admisión al programa, o medidas de protección del CERREM Mujeres con las que está en desacuerdo), admiten recursos de reposición ante la misma persona que expidió el acto: director(a) de la UNP, específicamente ante la dependencia respectiva. 

Interposición de recursos:

El Programa contemplará recursos de reposición especialmente en aquellas etapas de la ruta que, de acuerdo con información aportada por organizaciones de mujeres, por defensoras de derechos solicitantes del Programa de Protección del Ministerio del Interior y por delegadas de organizaciones de mujeres ante el CERREM, representan mayores obstáculos o limitaciones para las mujeres:

· Una vez se notifica a la solicitante el resultado de la valoración del riesgo (10 días hábiles para interponer recurso ante el GVP)

· Una vez se notifican las medidas asignadas en el CERREM (10 días hábiles para interponer recurso ante el CERREM, con el fin de solicitar cambio en medidas asignadas, con la debida justificación respecto a la idoneidad y pertinencia del cambio)

· Transcurrido un (1) mes calendario después de la notificación de las medidas asignadas en el CERREM, en caso de que estas no hayan sido implementadas (10 días hábiles para interponer recurso ante el CERREM).
Incorporación del enfoque de género:
· Hacer formación en tema de género y étnico a funcionarios(as)
· Los funcionarios (as) de las entidades involucradas en el presente programa deberán contar con certificaciones o experiencias probadas en materia de políticas con enfoque de derechos de las mujeres.
· Al comenzar la ruta de protección  (en el momento de la solicitud) la mujer podrá elegir el sexo del analista que desea que le asignen, si desea que su caso sea tratado en CERREM de mujeres, si solicita acompañamiento de Defensoría del Pueblo o una ONG en su proceso.
· Solicitar participación de mujeres afro e indígena en los otros CERREM poblacionales, diferentes al CERREM de mujeres, que todos los CERREM garanticen la participación y la incorporación del enfoque diferencial y de género para los diferentes grupos poblacionales.
Inclusión del grupo familiar en distintos momentos de la ruta: 
Se debe preservar siempre el grupo familiar: primero atender la situación de la emergencia, que debe contemplarse en perspectiva familiar desde el estudio de riesgo y considerarse en las diferentes etapas y procedimientos del programa. 

Medidas disciplinarias:
Se establecerán sanciones para funcionarios (as) o contratistas que incumplan los mandatos del presente programa.

3. Adecuaciones específicas para cada etapa de la ruta:
Recepción de solicitud de protección:
Las mujeres solicitantes de protección que consideren que se encuentran en una situación de riesgo o amenaza deberán elevar la solicitud de manera verbal, escrita o por medio electrónico a los correos institucionales autorizados para tal fin, ante las entidades competentes en el nivel local (Puntos de atención, Secretarías de Gobierno o Personerías en Alcaldías o Gobernaciones), en las oficinas de la Unidad Nacional de Protección en Bogotá, o ante algunas de sus sedes Regionales en todo el país.  Podrá ser presentada por la mujer solicitante de manera directa o a través de sus organizaciones sociales
Valoración inicial de pertenencia al Programa y análisis de inminencia:

    
En el análisis de la solicitud de protección de una mujer, la Unidad Nacional de Protección realizará una valoración inicial de la documentación y solicitud aportada, para definir si la mujer solicitante es o no beneficiaria del programa teniendo especial atención a la existencia de riesgos de género, en concordancia con los Autos 092/08, 098/13 y 009/15 de la Corte Constitucional.
Sobre la ruta de emergencia
La ruta de protección para situaciones de riesgo inminente (tanto por trámite de emergencia como por presunción de riesgo extraordinario), deberá adaptarse a la necesidad prevalente de protección y en consecuencia deberá garantizar inmediatez y celeridad.

La presunción de riesgo extraordinario de género se asumirá para todo el procedimiento de identificación, valoración del riesgo, definición, aplicación y seguimiento de las medidas de protección, salvo que la misma se desvirtúe mediante un estudio técnico de seguridad minucioso y detallado. 

Cuando se active la presunción constitucional del riesgo o la medida de emergencia, la dirección de la UNP, contará con 5 días para decidir y notificar a la solicitante. En caso de que sea aprobada, se asignarán las medidas integrales pertinentes, bajo la coordinación del Ministerio del Interior

Como una de las tareas prioritarias para el Programa, se propone el diseño de un protocolo y un mecanismo específico para casos de emergencia, que tenga como punto de partida la definición conjunta con autoridades competentes de la diferencia entre la presunción constitucional de riesgo y la ruta de emergencia.  Otras adecuaciones institucionales que permitirían superar obstáculos frente a la atención del riesgo durante una emergencia, se describen en el subtítulo “Atención de emergencia en casos de riesgo inminente”, del presente apartado. 
Traslado al Cuerpo Técnico de Recopilación y Análisis de Información CTRAI - Valoración del riesgo:
Si la defensora lo decide, durante las entrevistas para el estudio de riesgo, puede contar con la presencia de alguna persona acompañante, con el fin de recibir apoyo emocional y preservar la confianza necesaria para documentar la situación de riesgo. 
 
La (el) analista debe considerar los criterios del riesgo de género establecidos en los Autos 092/08, 098/13 y 009/15 de la Corte Constitucional y brindar información completa a las mujeres solicitantes sobre sus derechos y sobre la oferta de medidas integrales que establece el programa. 
Los instrumentos y criterios de análisis de riesgo deberán asegurar un enfoque de derechos de las mujeres, siguiendo entre otras, las orientaciones que se presentan a continuación:
· Revisar y mejorar la metodología para estudio de riesgo: ajustar las preguntas y capacitar a funcionarios para que se cumpla la presunción de buena fe; que los análisis de riesgo sean realizados de forma integral.
· En la valoración del riesgo que se dé la oportunidad a la mujer de escoger la persona (hombre, mujer) para hacer esta valoración; además que se consulte si la mujer tiene algún inconveniente con que haya pertenecido a alguna institución militar
· Que en el momento del análisis de riesgo la defensora sea informada de la existencia del CERREM de mujeres y de las medidas integrales
· Una vez se ha recogido la información por parte del analista, se debe validar con la defensora que la manera como fue consignada es adecuada
· Las entrevistas para la valoración del riesgo deben ser en sitios adecuados.
· Que el analista utilice un lenguaje sencillo, que la mujer pueda comprender y que no sea discriminatorio o peyorativo
· Criterios adicionales para el análisis del riesgo: El contexto sociopolítico, que no es sólo la confrontación armada y el quehacer de la mujer que está en riesgo y cómo afecta los intereses de los actores presentes en el contexto sociopolítico
· Acerca de la perspectiva colectiva en los análisis de riesgo, puesto que no siempre hay unidad ni conexidad entre valoraciones de riesgo de mujeres pertenecientes a un mismo colectivo amenazado, agravándose esta situación con la realización de las mismas por parte de varios analistas, se requiere incorporar la perspectiva colectiva del riesgo para valorar la situación de mujeres integrantes de organizaciones o comunidades, en todas las etapas de la ruta de protección.
· Los instrumentos y criterios de análisis riesgo colectivo e individual deberán asegurar un enfoque de derechos de las mujeres.
Análisis de caso en el Grupo de Valoración Preliminar:  
Considerando que el CERREM especial y exclusivo para el análisis de casos de mujeres sesionará mínimo una vez al mes, concluido el término anterior, se presentará el trabajo de campo en la siguiente sesión del Grupo de Valoración Preliminar.  
Se establecerá un GVP exclusivo para mujeres y las personas delegadas de instituciones que integran el GVP pertenecerán a las oficinas de DD.HH. de la respectiva institución, cuando la hubiere.
A partir del análisis de contexto, se deben valorar las afectaciones y esto permitirá orientar las medidas de protección y autoprotección
Valoración del caso por parte del CERREM:
Los casos serán puestos en conocimiento del CERREM de Mujeres atendiendo tanto el procedimiento establecido en ruta ordinaria (Decreto 4912/11), como el trámite de emergencia activado por la presunción de riesgo extraordinario de género señalada en el Auto 098/13
Además, se propone:

· Que se formalice un mecanismo de avances del CERREM con el territorio
· Que haya CERREM descentralizados.

Adopción y notificación de medidas de  protección por parte de la  Dirección de la Unidad Nacional de Protección mediante acto administrativo:
    A partir de la fecha de la sesión del CERREM Mujeres, se cuenta con un término máximo de tres (3) días hábiles para la expedición del respectivo acto administrativo. El mismo día de expedido el acto se deberá comunicar a la interesada sobre las medidas de protección aprobadas, esa comunicación deberá realizarse mediante correo electrónico o llamada telefónica a la interesada, en todo caso deberá enviarse notificación por escrito conforme a lo dispuesto por la ley 1437 de 2011. 
La asignación de medidas integrales se realizará de manera automática, una vez la solicitante ha sido reconocida como beneficiaria del Programa; estas medidas integrales serán coordinadas directamente por el Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior.

Las personas solicitantes o beneficiarias del Programa contarán con la posibilidad de interponer recursos, una vez sean informadas sobre los resultados de la evaluación de riesgo y de las medidas asignadas en el CERREM.
Implementación de las medidas:
    Para la verificación de la debida implementación de las medidas de prevención y protección a favor de las mujeres en riesgo, el Programa de Prevención y Protección deberá integrar a su sistema de información, variables que den cuenta de la implementación efectiva de las medidas implementadas, a través del sistema diseñado por la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer.
Seguimiento a la implementación:
   
Se establecerán responsables y tiempos de respuesta para otorgar medidas integrales con revisión periódica de avances.

El Programa de Prevención y Protección deberá integrar a su sistema de información, variables que den cuenta de la implementación efectiva de las medidas implementadas:
· Monitoreo y seguimiento a las medidas que se les han implementado a las defensoras que están dentro del programa de protección
· Conformar Comités de Seguimiento (CDS) a la implementación de las medidas integrales de protección para lideresas y defensoras de derechos humanos de nivel territorial, articulados a la Secretaría de Gobierno de las entidades territoriales, asesorados por el Ministerio del Interior.
Reevaluación:
  
El nivel de riesgo de las mujeres que hacen parte del Programa de Protección será revaluado una vez al año, o antes si existen nuevos hechos que puedan generar una variación del riesgo.
4. Atención de emergencias en casos de riesgo inminente:

Se requiere una importante adecuación institucional que permita enfrentar oportunamente las emergencias ante los riesgos que viven las mujeres defensoras y sus familias, dado que una situación de riesgo inminente implica el abandono del territorio, de los vínculos y de los medios de subsistencia, por un tiempo indefinido. Se trata, en últimas, de un desplazamiento forzado que requiere del Estado la asistencia inmediata en el lugar de llegada. 
Esta asistencia inicial consiste en “satisfacer las necesidades de la víctima o testigo solicitante y su núcleo familiar, en materia de seguridad, hospedaje, alimentación, aseo, transporte, vestuario, asistencia médica de urgencia y demás aspectos que permitan su protección en condiciones de dignidad, atendiendo el enfoque diferencial y de género”
.

Para proveerla, el proceso de adecuación institucional necesario debe partir de la creación de un fondo de emergencias a nivel territorial y nacional, que permita asumir los costos de traslados intempestivos, consistentes en alojamiento temporal, transporte, alimentación y atención psicosocial. 
Para situaciones que no exigen traslado fuera del mismo municipio, el presente Programa propone que los recursos para la atención de estas emergencias y el acompañamiento a estas mujeres sean suministrados por la entidad territorial, a través de las Secretarías de Gobierno y en coordinación con los Comités de Prevención y Protección de Riesgos.
En los casos en los que se requiera, dada la situación del contexto regional y la inminencia del riesgo, un traslado a otra zona del país, los costos incluyen transporte regional o nacional (aéreo, fluvial o terrestre). El presente Programa propone que dichos casos sean asumidos por la Unidad Nacional de Protección, entidad que también dispondría el alojamiento temporal, transporte local, alimentación y atención psicosocial en el lugar de acogida.
El alojamiento temporal idealmente, debe ser proporcionado en Casas de acogida para mujeres defensoras en riesgo, tal como lo establece la ley 1257/08
; en caso de que no se cuente con esta infraestructura o que los hogares de paso no brinden condiciones de seguridad y comodidad necesarias, la entidad que acompaña el caso puede contratar servicios de hospedaje privados. En todos los casos, siempre debe contemplarse al grupo familiar y verificar las mejores condiciones de seguridad para las personas protegidas.
El presente Programa recomienda, para la implementación de dichas adecuaciones, la orientación y el acompañamiento del Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior, la Defensoría del Pueblo y de la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer.
Para pueblos y comunidades étnicas:

Valoración del riesgo:
· Garantizar que en la instancia evaluadora del riesgo exista participación de mujeres indígenas y afros así como de la sabiduría de los mayores y mayoras (como factor preventivo y de protección que hace parte de la perspectiva integral) y se tengan en cuenta los procesos de los observatorios. 
· En procedimientos, que se construya un protocolo con comunidades afrodescendientes y pueblos indígenas para el acceso a medidas de protección diferenciales, con participación e injerencia directa de las mujeres de estas comunidades.
· Se propone una comisión conjunta para realizar la valoración del riesgo, con el acompañamiento de organizaciones de mujeres, gobiernos propios, comunidad internacional y la Dirección de Asuntos Étnicos del Ministerio del Interior.
· Que los analistas sean civiles y no hayan tenido ningún vínculo con la fuerza pública.
· Para este procedimiento, se requiere formación para funcionarios de todas las dependencias, especialmente de la UNP; esos procesos los desarrollarían delegadas de los mismos pueblos indígenas. Que se certifiquen los procesos de formación.
· Sobre los criterios adicionales para el análisis del riesgo, ya señalados en un apartado anterior, es importante agregar para pueblos indígenas y comunidades étnicas, la valoración de 4 elementos: 1) identidad 2) territorio 3) rol como defensora 4) políticas públicas que vayan en contra de la integridad del territorio
· Garantizar la plena participación de las mujeres y de sus organizaciones durante todas las etapas de la ruta de protección, adoptando el enfoque diferencial y étnico tal como se ha expuesto en el presente programa

Seguimiento al cumplimiento y efectividad de las medidas asignadas: 
La misma comisión conjunta que realizó la valoración del riesgo, se encargaría de verificar el cumplimiento y efectividad de las medidas. 

Atención de emergencias:
Estas situaciones requieren:

Casas para mujeres: en los territorios, pero en otras comunidades. Preferiblemente, que no sea en contextos urbanos: las defensoras tienen que movilizarse con su familia y con sus acompañantes. Que sean tanto formativas, como de sanación, como de protección. Se necesita la presencia permanente de un mayor o mayora.

Fortalecimiento de las médicas tradicionales, que el primer acompañamiento sea espiritual, muchas veces las personas se han tenido que quedar en las casas de ellos, por eso es importante garantizar la sostenibilidad tanto de los espacios físicos como de los elementos materiales, la alimentación, etc.

Transporte: que se tenga disponible un medio de transporte o recursos económicos para la contratación de particulares.

Parte IV. 

Evaluación y Seguimiento 

El Plan de acción del Programa de Garantías para Lideresas y Defensoras de Derechos Humanos, constituye la principal herramienta de seguimiento de la política. Para su formulación, implementación y seguimiento, el Ministerio del Interior ha ordenado la conformación de la Comisión Intersectorial de Garantías para Mujeres Lideresas y Defensoras de Derechos Humanos, como instancia de coordinación en los niveles nacional, departamental, distrital y municipal.

Respecto a la función de seguimiento asignada a la Comisión, el Ministerio establece:
“Impartir lineamientos a las entidades para sistematizar la información que permita hacer seguimiento al cumplimiento del Plan de Acción del Programa  Integral de Garantías para las Mujeres Lideresas y Defensoras de Derechos Humanos”.
 

Con dicho propósito, este apartado propone unas pautas metodológicas para la implementación de un sistema de seguimiento institucional de la política pública. 

1. La evaluación y seguimiento como parte integral de construcción de la política pública

La política pública es una de las principales herramientas de intervención con las que cuenta el Estado para enfrentar necesidades o problemas públicos. La correcta identificación y análisis de la realidad constituyen una garantía para una buena formulación, que contribuya eficazmente a resolver los problemas identificados. En gran parte, el éxito de la etapa de planificación (identificación, conceptualización y diagnóstico de problemas), depende del grado de conexión entre la política y la realidad concreta en la cual se quiere intervenir. Cuanto mayor sea esa conexión mejor será la respuesta ofrecida por la política pública. Es por eso que el Programa de Garantías para Lideresas y Defensoras de Derechos Humanos, se ha construido buscando la participación activa de todos los actores involucrados en él en todas las fases de su formulación, y el consenso entre las instituciones del Estado y las mujeres, así como la mayor representatividad posible de la gran diversidad que las caracteriza. Tanto la institucionalidad como el movimiento social femenino han estado involucrados en la identificación de los problemas, la definición de los objetivos de la política pública, la definición de las estrategias y la determinación de las medidas concretas de actuación. 

Si bien será la Comisión Intersectorial de Garantías para Lideresas y Mujeres Defensoras de Derechos Humanos la entidad encargada de impartir lineamientos para efectuar el seguimiento al Plan de Acción, el presente Programa considera fundamental continuar con el intercambio participativo que ha caracterizado su construcción.
En este sentido, se reitera en el presente apartado la propuesta de la sociedad civil para incluir la participación de representantes de lideresas o defensoras en la Comisión Intersectorial de Garantías, de la siguiente manera: participarán de las sesiones de la Comisión con voz pero sin voto, por lo menos 4 organizaciones de mujeres, elegidas según criterios de representatividad  étnica, etaria, capacidades diversas, orientación sexual e identidad de género diversa, victimas, exiliadas/refugiadas por periodos de 2 años, renovables por otros 2. 
Se espera, entonces, que las representantes de las organizaciones de mujeres en la Comisión Intersectorial desarrollen un papel importante en la formulación y seguimiento al Plan de Acción del Programa de Garantías.

A partir de los consensos ya logrados, aquí se propone una estrategia de seguimiento y evaluación basada en el diálogo permanente político y social entre los mismos actores que han formado parte del proceso de planificación, que permita mantener una visión contrastada del impacto del Programa, la pertinencia de las acciones y del logro de los objetivos que se propone. En esa medida, la evaluación y seguimiento a la implementación se proponen como un proceso integral, y no como una última fase independiente asociada exclusivamente al análisis de los resultados e impactos, sino que evaluación y planificación constituyen procesos complementarios que caminan a la par. Frente al esquema lineal que ubica la evaluación como la última fase de la planificación, la perspectiva integral que aquí se propone la incorpora en todas sus fases, con independencia del momento en que la evaluación se realice. 
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La estrategia de seguimiento y evaluación integral propicia una planeación dinámica de la política pública de manera que se puedan identificar oportunamente problemas en la implementación, e incorporar los ajustes que se consideren pertinentes para asegurar el logro de los objetivos, garantizando un uso racional tanto de los recursos humanos como financieros puestos a disposición de la ejecución del Programa. El propósito del método de evaluación integral es analizar las distintas etapas de la política pública, desde que se decide intervenir hasta que se producen los impactos, comprobando en todo momento la racionalidad y la coherencia del Programa, así como su validez interna y externa. 

2. Evaluación de racionalidad y coherencia

Como su nombre lo indica, este tipo de evaluación busca responder a la pregunta, ¿existe racionalidad y coherencia en el diseño del Programa? La evaluación debe dar respuesta a cuestiones como las siguientes: 

	Preguntas claves:

· ¿Están adecuadamente identificados los problemas? ¿Continúan vigentes?

· ¿Existe consenso social sobre los problemas identificados y su jerarquización?

· ¿Responden los objetivos del Programa a las necesidades y problemas identificados?

· ¿Los objetivos son realistas y alcanzables?

· ¿Son cuantificables y medibles?

· ¿Está el Programa diseñado adecuadamente para alcanzar los objetivos que persigue?




Teniendo en cuenta que la realidad sobre la cual se quiere intervenir es dinámica y el análisis sobre racionalidad y coherencia permite medir en todo momento la pertinencia y la relevancia de las acciones propuestas de manera que se puedan incorporar ajustes en cualquier momento de la ejecución. Racionalidad y coherencia constituyen dos tipos de análisis diferentes pero interrelacionados y complementarios entre sí:

	Evaluación de los elementos que justifican la necesidad del Programa

	Racionalidad
	Coherencia

	Relevancia
	Pertinencia
	Interna
	Externa

	Análisis del diagnóstico
	Calidad en la definición de los objetivos
	Análisis de las estrategias
	Otros planes, programas y normativas relacionados


· Racionalidad: se refiere al análisis de la relevancia y pertinencia del Programa. Para ello se debe examinar la correlación entre los problemas o necesidades identificados en el diagnóstico, y los objetivos que se propone el Programa para superarlos. 

· Relevancia: consiste en la evaluación del diagnóstico. El objetivo es analizar la calidad y veracidad del diagnóstico, respondiendo al menos las siguientes preguntas:

· ¿Se ha identificado adecuadamente el alcance y las características del problema?

· ¿La metodología y las fuentes usadas para el diagnóstico fueron adecuadas?

· ¿El diagnóstico identifica de manera clara y explícita los problemas a ser enfrentados por el Programa?

· ¿El diagnóstico refleja fielmente la situación de la población objeto antes de la intervención?

· ¿El diagnóstico es completo? ¿se ha caracterizado exhaustivamente la situación sobre la cual se quiere intervenir?

· ¿Los problemas que identifica el diagnóstico son mesurables?

· ¿La relación entre causas y efectos identificada en el análisis de problemas (árbol de problemas) es adecuada?

· ¿La población objeto del Programa está claramente identificada y delimitada?

· ¿El análisis de contexto formulado en el diagnóstico es adecuado y completo?

· Pertinencia: consiste en la evaluación de la calidad y adecuación de los objetivos establecidos en el Programa. Para ello se busca responder a las siguientes preguntas: 

· ¿Los objetivos expresan claramente los compromisos asumidos en el marco del Programa?

· ¿Los objetivos del Programa son claros y concretos?

· ¿Las acciones propuestas en el Programa responde a resultados o productos claros y medibles?

· ¿El Programa establece plazos claros y factibles para las acciones propuestas?

· Coherencia: es la evaluación de la adecuación de la jerarquía de objetivos establecidos en el Programa y de la estrategia diseñada para su consecución. Este análisis comprende dos niveles:
· Coherencia interna: que es la evaluación de la articulación de los objetivos con los instrumentos de la estrategia y su adecuación con los problemas. Implica dos tipos de análisis:

· Análisis de la jerarquía de objetivos: asegurando para todos y cada uno de los niveles de la intervención (acciones, resultados, objetivos y metas) que no existan conflictos entre objetivos ni al mismo nivel, ni a niveles superiores o inferiores. Para ello se requiere un análisis de las estrategias previstas en el Programa, sobre la base de criterios tales como la posibilidad de éxito, el presupuesto disponible y el tiempo necesario para que se surtan los efectos del Programa. 
· Análisis de la correspondencia entre problemas y objetivos: es decir, entre los problemas y sus causas; y entre los objetivos y sus efectos. La pregunta clave a responder es ¿responden los objetivos del Programa a la necesidades y problemas que enfrenta la población objeto? 
Cada objetivo debe corresponder con uno de los problemas identificados en el diagnóstico, reflejando así coherencia entre las necesidades de la población objetivo y las estrategias implementadas para responder a dicha necesidades.
· Coherencia externa: es el análisis de la compatibilidad tanto de los objetivos como de la estrategia del Programa con otras políticas y programas con los que pueda tener sinergias o complementariedades. Este análisis es relevante porque:
· Garantiza que Programas que se aplican en un mismo territorio o dentro del mismo ámbito de intervención no sean contradictorios entre sí.

· Analiza si las sinergias entre programas pueden reforzar o por el contrario anular los impactos buscados por el Programa. 

3. Sistema de seguimiento 

El sistema de seguimiento debe tener como objetivo verificar periódicamente la ejecución del Programa desde el punto de vista técnico y financiero. El seguimiento no debe estar desconectado del proceso de ejecución, sino que debe ser una herramienta que permita: 

· Obtener en todo momento la información necesaria para medir el impacto, la eficiencia y la eficacia de Programa

· Describir el grado de ejecución de las actividades

· Identificar puntos críticos en la gestión y ejecución para detectar problemas de manera oportuna

· Alertar sobre riesgos que sobrevienen en la ejecución del Programa

· Facilitar la toma de decisiones sobre el tipo de correctivos que deben implementarse

· Medir el grado de avance hacia el logro de los objetivos

Desde la perspectiva integral que aquí se propone, el sistema de seguimiento debe involucrar a todos los actores gestores del Programa, es decir, instituciones y organizaciones de mujeres con quienes se concertó la política pública. Esta método de seguimiento resulta pertinente porque: i) Facilita la incorporación de las tareas de seguimiento como parte de la ejecución misma del Programa; ii) Garantiza el derecho de acceder a información oportuna y completa sobra la implementación del Programa a todos los actores de la política (instituciones y organizaciones de mujeres); iii) Porque son los actores gestores de la política quienes mejor conocen el origen del Programa, los propósitos que persiguen y el desarrollo que debería tener. 

Dado que el Programa involucra acciones de diversas instancias dentro del Gobierno, es pertinente contar con un Sistema de Seguimiento Operativo, alimentado por el conjunto de actores gestores del Programa, que contribuya, por un lado, a coordinar el seguimiento de las actividades que realizan todas las instituciones involucradas, incluyendo la recopilación de toda la información sobre la ejecución técnica y financiera; y por otro lado, a hacer un seguimiento global permanente al Programa.  
En concreto, el Sistema de Seguimiento Operativo permitiría: 

· Asegurar el buen funcionamiento del Programa para el logro de los objetivos propuestos

· Realizar el seguimiento de la ejecución técnica y financiera del Programa, mediante la elaboración de informes, elaboración y seguimiento de indicadores técnicos y financieros, tanto de gestión como de resultado que den cuenta del estado de avance de la gestión del Programa

· Coordinar las acciones entre las instituciones involucradas en el Programa tanto a nivel nacional como territorial

· Proponer las reprogramaciones o ajustes que se consideren pertinentes en función de los progresos en la ejecución del Programa

En cuanto a la periodicidad del seguimiento, se propone establecer al menos tres niveles de seguimiento: 

· Reuniones periódicas del Comité de Seguimiento Operativo, en las cuales se daría un seguimiento constante al proceso de ejecución 

· Una evaluación intermedia, que puede planearse hacia mediados del segundo año de ejecución, que permita una valoración en profundidad de la racionalidad y coherencia del Programa con el fin de introducir correctivos o ajustes tomando en consideración elementos como el cambios en el contexto

· Una evaluación al final del quinto año de ejecución, para evaluar la continuidad de Programa y formular un nuevo plan de acción
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Reforzamiento de los obstáculos que enfrentan las mujeres para participar en espacios públicos y de toma de decisiones








Reforzamiento de la discriminación contra las mujeres








Debilitamiento de los liderazgos y de los procesos organizativos de las mujeres








Perpetuación de la violencia contra las mujeres








Falta de reconocimiento del liderazgo de las mujeres y de su labor como defensoras de derechos humanos








ambiente favorable a la repetición de las violaciones








Medidas de protección inadecuadas e inoportunas











Debilitamiento de la Democracia





Persistencia de patrones discriminatorios y estereotipos de género que obstaculizan el proceso de empoderamiento de las mujeres tanto urbanas como rurales








Los procedimientos y rutas de protección carecen de enfoque de género y de derechos de las mujeres








Escasa representación de las mujeres en los espacios de concertación y diálogo





Débil articulación y coordinación entre el nivel nacional y territorial y entre la institucionalidad responsable de la protección








Lideresas, defensoras de derechos humanos, sus familias y organizaciones, están expuestas a riegos de género, violaciones a los derechos humanos e infracciones al DIH, a causa de la violencia sociopolítica y a las violencias históricamente perpetradas contra las mujeres, con impactos diferenciales y desproporcionados en el marco del conflicto armado





Los responsables por las violaciones cometidas contra las lideresas y defensorsa de derechos humanos permanecen en la impunidad





Invisibilización de las luchas de las mujeres y de las violaciones de derechos humanos e infracciones al DIH sufridas








Dificultad en el acceso a recursos materiales, logísticos, económicos





Estrategia: Fortalecimiento de los liderazgos femeninos y de las organizaciones de lideresas y defensoras de derechos humanos








Estrategia: Adecuación institucional de las medidas de protección integral con enfoque de género y derechos de las mujeres integrando una perspectiva étnica y diferencial








Estrategia: Lucha contra la impunidad y recuperación de la memoria histórica




















1. RECEPCIÓN DE LA SOLICITUD DE PROTECCIÓN.  	La UNP contará con un término de 5 DÍAS HÁBILES desde la recepción de la solicitud, para pronunciarse sobre el rechazo o admisión al programa. 























2.1. RECHAZO: Esta decisión deberá ser notificada a la peticionaria en un término de 3 días hábiles.  La interesada dispondrá de otros 3 días hábiles para instaurar recurso de reposición, si desea, que se resolverá en 10 días hábiles.  Si se repone, se devuelve el caso para nuevo análisis.


2.2. ADMISIÓN AL PROGRAMA: Se comunica a la interesada.























3. ASIGNACIÓN DEL (LA) ANALISTA: La UNP dispondrá de un término de 10 días hábiles para asignar un(a) analista.  Esta persona a su vez dispondrá de un término de 30 días hábiles, prorrogables por otro tanto, para realizar la entrevista a la peticionaria, realizar labores de campo junto con el CTRAI, y presentar el caso al GVP. 























4. ANÁLISIS POR EL GVP: El GVP analiza el caso, emite un acta en la que pondera el riesgo de cada solicitante como ordinario, extraordinario o extremo, esta acta es validada por el (la) Director de la UNP mediante un acto administrativo. Ello con el fin de instaurar recursos contra esta decisión.























5. Notificación decisión GVP: La decisión del GVP y acto administrativo del director, será notificado a la peticionaria en el término de 3 días hábiles desde la expedición del acto, que debe ser expedido al mismo día o a más tardar a los dos días siguientes de la sesión del GVP.  En caso de ser ponderado el riesgo como ordinario, la interesada dispondrá de otros 10 días  hábiles para instaurar y sustentar recurso de reposición, si desea, contra esa decisión que se resolverá en 10 días hábiles. En caso de ser favorable la reposición, se ordenará devolver el caso para reevaluación del riesgo. Si se niega la reposición, únicamente podrá presentar la petición por nuevos hechos.























6. Valoración caso en CERREM de mujeres: 


Debe sesionar mínimo una vez al mes.


Lo decidido por el CERREM se notifica al director de la UNP quien expide acto administrativo el mismo día de la sesión.   


























7. Adopción y notificación de medidas del CERREM DE MUJERES: El acto administrativo del director, se notificará  a la peticionaria en el término de 3 días hábiles desde la expedición del acto, que debe ser expedido al mismo día o a más tardar a los dos días siguientes de la sesión del Cerrem.  En caso de que la mujer esté en desacuerdo con las medidas adoptadas, dispondrá de otros 10 días  hábiles para instaurar y sustentar recurso de reposición, si desea, contra esa decisión que se resolverá en 10 días hábiles. En caso de ser favorable la reposición, se ordenará devolver el caso para reevaluación por el CERREM. Si se niega la reposición, únicamente podrá insistir en su petición si mediaran nuevos hechos.  























8. Implementación de medidas: La implementación de la medida se deberá efectuar en el término máximo de un mes calendario contado desde  la notificación de la decisión del CERREM.























9. Seguimiento a la implementación y desmonte de medidas: Seguimiento anual.








� El Techo Común agrupa a cuatro plataformas de organizaciones sociales y de derechos humanos así: Alianza de Organizaciones Sociales y Afines por una Cooperación para los Derechos Humanos, Asamblea Permanente de la Sociedad Civil por la Paz (APSCPP), Coordinación Colombia Europa Estados Unidos (CCEEU), Plataforma Colombiana de Derechos Humanos Democracia y Desarrollo (Plataforma DESC)





� La Mesa Nacional de Garantías está conformada por el Ministro del Interior o su delegado; el Ministro de Justicia, o su delegado; el Ministro de Defensa o su delgado; el Ministro de la Protección Social o su delegado; el Ministro de Agricultura o su delegado; el Director del Programa Presidencial para los Derechos Humanos o su delegado; el Director General de la Policía Nacional o su delegado; el Procurador General de la Nación o su delegado; el Fiscal General de la Nación o su delegado; el Defensor del Pueblo o su delegado; los directores de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia, de Relaciones Exteriores, de Defensa Nacional y Protección Social; el Director del Incoder; cinco delegados de las plataformas de Derechos Humanos, dos delegados del Consenso Londres-Cartagena- Bogotá; dos delegados de los sectores sociales; un delegado de las plataformas internacionales de derechos humanos. La Mesa cuenta con el acompañamiento de: la Oficina de la Alta Comisionada de Naciones Unidas para los Derechos Humanos, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD); la Embajada de España; la Embajada de Suecia; la Embajada de los Estados Unidos; el G—24 y la Unión Europea.





� El encuentro se llevó a cabo el 13 de junio de 2012, y contó con la participación de la Alta Consejera para la Equidad de la Mujer, el Director de la Unidad Nacional de Protección, la Directora de Derechos Humanos del Ministerio del Interior, la Defensora Delegada para los derechos de la niñez, la juventud y las mujeres, la Directora del Programa Presidencial de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, y organizaciones sociales y de derechos humanos de las mujeres.





� Corte Constitucional de Colombia. Auto 098 de 2013, M.P., Luis Ernesto Vargas Silva.





� En el proceso de concertación realizado durante el segundo semestre de 2013, participaron alrededor de 150 mujeres defensoras de derechos humanos de las cinco regiones del país (Costa Caribe, Pacífico, Centro, NorOccidente  y SurOccidente), representando a 25 organizaciones de la sociedad civil. Se efectuaron 11 reuniones de una mesa nacional de trabajo, 5 consultas territoriales de las macro regiones y otras reuniones locales  llevadas a cabo en los municipios  de Caucasia, Taraza, San Jacinto, Carmen de Bolivar, Valledupar, Villavicencio y Bucaramanga, entre otras. Dicho proceso contó con el acompañamiento de la Defensoría del Pueblo y con el apoyo financiero de Cordaid, Diakonía y USAID. 





� En este ejercicio, participaron 62 mujeres defensoras de las cinco regiones del país, algunas de las cuales ya conocían el proceso desde el 2013. En esta ocasión, se sumaron a la construcción del Programa 26 mujeres representantes de 13 organizaciones de pueblos indígenas y 6 organizaciones de comunidades negras, afrodescendientes, palenqueras y raizales, la mayoría de ellas desempeñando roles directivos en sus colectivos. Este reciente proceso fue apoyado técnica y financieramente por PNUD y ONU Mujeres.





En total, han participado 45 procesos organizativos, la mayoría de mujeres y algunos mixtos; estos últimos cuentan con una importante línea de trabajo en género y derechos de las mujeres y con mujeres en roles directivos 


� La situación de las mujeres defensoras se inscribe dentro de un patrón de agresiones sistemáticas contra la comunidad defensora de derechos humanos en el país. Según los datos de Somos Defensores, entre enero de 2008 y junio de 2013, por lo menos 1.271 personas fueron atacada a causa de su labor a favor de los derechos humanos. Los datos muestran un impresionante incremento de los ataques a lo largo de los últimos años: entre enero de 2008 y diciembre de 2010, el promedio mensual de agresiones se mantuvo alrededor de 14. En 2011 se elevó a 10 por mes y en 2012 pasó a 59 cada mes, siendo éste el peor de los últimos cinco años. Hasta septiembre de 2013 se habían registrado 60 mujeres atacadas a causa de su labor, es decir, un promedio de casi siete mujeres cada mes. Entre enero y septiembre de 2015 fueron víctimas de homicidio 51 defensores y defensoras de los derechos humanos, frente a los 45 del mismo periodo de 2014. Durante ese año se  incrementaron el número de amenazas de muerte contra personas que defienden los derechos humanos y personas que se pronuncian a favor del proceso de paz; de los 682 defensores y defensoras agredidos en el 2015, el 61% fueron hombres  y el 39% correspondió a mujeres. 


Fuente: Sistema de Información de Agresiones a Defensores/as de Derechos Humanos (SIADDHH), del Programa Somos Defensores


� Definida como el tipo de violencia “ejercida como medio de lucha político – social, ya sea con el fin de mantener, modificar, sustituir o destruir un modelo de Estado o de sociedad, o también para destruir o reprimir a un grupo humano dentro de la sociedad por su identidad social, política, gremial, étnica, racial, religiosa, cultural o ideológica, esté o no organizado.”  Revista Noche y Niebla, No. 39 de 2009, CINEP. 


Para el presente Programa, es importante ampliar la definición de la violencia derivada del desarrollo del conflicto armado interno e incluir como violencia sociopolítica, aquella originada en la discriminación y exclusión social. 








� A través de organismos como Cordaid, Diakonía, ONU Mujeres, PNUD, AECID y USAID, entre otros.


� Sistema Nacional de Atención y Reparación a Víctimas, ORIENTACIONES TÉCNICAS A LOS COMITÉS TERRITORIALES DE JUSTICIA TRANSICIONAL, consulta en línea en:


� HYPERLINK "http://rni.unidadvictimas.gov.co/sites/default/files/Documentos/ORIENTACIONES%20TECNICAS%20A%20LOS%20S.T..pdf" \h �http://rni.unidadvictimas.gov.co/sites/default/files/Documentos/ORIENTACIONES%20TECNICAS%20A%20LOS%20S.T..pdf�� HYPERLINK "http://rni.unidadvictimas.gov.co/sites/default/files/Documentos/ORIENTACIONES%20TECNICAS%20A%20LOS%20S.T..pdf" \h ��


� HYPERLINK "http://rni.unidadvictimas.gov.co/sites/default/files/Documentos/ORIENTACIONES%20TECNICAS%20A%20LOS%20S.T..pdf" \h ��


� Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-1194 de 2008.


� En Colombia, la Corte Constitucional ha identificado los siguientes grupos o colectivos que enfrentan situaciones especiales de riesgo derivadas de la labor que desempeñan y que deben ser sujetos de protección especial por parte del Estado:  defensores y defensoras de derechos humanos; sindicalistas; periodistas; activistas políticos de movimientos de oposición; líderes cívicos; víctimas de violaciones de derechos humanos e infracciones DIH; miembros de la misión médica; personas intervinientes en los procesos penales por violaciones de los derechos humanos e infracciones del DIH; operadores de justicia; docentes en zonas de conflicto; población reinsertada; sujetos de medidas cautelares y provisionales del sistema  IDH; población en zonas de riesgo. Ver: Sentencia T-719/03; Auto 200/07, Sentencia T-025/04; T-496/08.





� Corte Constitucional Colombiana, Auto 006 de 2009, referencia Sentencia T-025 de 2004





� Corte Constitucional Colombiana, Sentencia T-234 de 2012, M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.





� Artículos 1, 5, 6, 7, 8, 9, 11, 12 y 13 de la Declaración sobre los defensores de los derechos humanos aprobada en la Resolución A/RES/53/144 de la Asamblea General de las Naciones Unidas.


� Artículos 2, 9, 12, 14 y 15 de la Declaración sobre los defensores de los derechos humanos aprobada en la Resolución A/RES/53/144 de la Asamblea General de las Naciones Unidas


� Antón, John y Del Popolo, Fabiana (febrero de 2009), “Visibilidad estadística de la población afrodescendiente en América Latina: aspectos conceptuales y metodológicos”, en John Antón [et. al], Afrodescendientes en América Latina y el Caribe: del reconocimiento a la realización de derechos, Naciones Unidas — CEPAL, Santiago. 





� Secretaria Distrital de Integración Social. Equipo diferencial (2011). Orientaciones para el abordaje del enfoque de derechos y el enfoque diferencial en el marco de las políticas públicas poblacionales. Bogotá.


� Amistía Internacional, La situación de los derechos humanos en Colombia Declaración escrita de Amnistía Internacional ante el Consejo de Derechos Humanos de la ONU en su 31º periodo de sesiones (29 de febrero – 24 de marzo de 2016),  file:///Users/monicacabarcas/Downloads/AMR2333412016SPANISH.pdf





� Programa Somos Defensores, Boletín trimestral 2015, SIADDH, Agresiones contra Defensores y Defensoras de Derechos Humanos en Colombia.


� El árbol de problemas consiste en una metodología para la formulación de proyectos y de políticas públicas, que parte de la identificación de una cadena de problemas en relación con un determinado fenómeno social sobre el cual se quiere intervenir.  Los problemas identificados se organizan para generar un modelo de relaciones causa-consecuencia, que explican la problemática sobre la cual se quiere intervenir. El árbol de problemas debe ser tenido como una herramienta que facilita en análisis pero que no sustituye la información de base.


� En el contexto del conflicto armado interno, la dominación del cuerpo femenino tiene un contenido simbólico ligado al patriarcado. El cuerpo de la mujer es un arma de guerra que se utiliza para transmitir un mensaje simbólico al contrincante, de afrenta, deshonor, usurpación de su propiedad e incapacidad en la protección de la sexualidad de sus mujeres. Así mismo, históricamente el patriarcado ha concebido a la mujer en términos de propiedad de los hombres, lo cual les abroga el derecho de poseerlas, controlarlas y castigarlas. 





� Estas acciones deben articularse con aquellas contempladas en el Plan para una Vida Libre de Violencias, los documentos Conpes 161, 3784 y 3673, el enfoque de género incorporado en los planes integrales de prevención y protección, las acciones acordadas en la Mesa Nacional de Garantías, y el proyecto a desarrollarse por la Dirección de Participación del Ministerio del Interior. 


� Reuniones de cuatro o cinco personas, para comentar situaciones importantes de la comunidad


� “La participación  con garantías de mujeres víctimas sobrevivientes y sus organizaciones, en el  marco de las instancias de participación de victimas existentes, que serán ampliadas de manera que organizaciones que no hagan parte de las mismas, puedan participar de este proceso. Dicha instancia  responsable de las víctimas deberá presentar un informe anual al concejo municipal sobre la situación de las mujeres víctimas” Propuesta presentada por el Colectivo de Mujeres Victimas “Mujeres Restableciendo Derechos” para la inclusión en los planes de desarrollo territoriales en 2016 de un plan para el goce efectivo de los derechos de las Mujeres adultas mayores, Mujeres adultas, jóvenes y niñas victimas sobrevivientes del conflicto armado”  


� Revisar experiencia de implementación del albergue para mujeres defensoras de derechos humanos durante gobierno distrital de Bogotá 2011-2015 (Proyecto 835)


� El término Tonga hace parte del legado heredado por las culturas africanas, particularmente la del pueblo Bantú, cuya lengua matriz es el Kikóngo y que, como la minga, el trueque y la mano cambiada hace parte de las prácticas ancestrales de laboreo de las comunidades afrodescendientes. Estas se constituyen como metodologías ancestrales de las comunidades negras-afrocolombianas, rescatadas y empoderadas desde diferentes escenarios educativos y políticos como un encuentro de amigas y amigos, de condiscípulas realizando un trabajo mancomunado.


� Decreto 4912 de 2011


� En los cuales pueden integrarse organizaciones capacitadas para ello, previa presentación y estudio de todos los requisitos pertinentes para su vinculación


� Decreto 1737 de 2010, por el cual se modifica el Programa de Protección para Víctimas y Testigos de la Ley � HYPERLINK "http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=17161" \l "0" �975� de 2005





� Las medidas de atención definidas en la ley 1257/08 se aplican también a mujeres defensoras de derechos humanos porque los ataques contra ellas son una forma de violencia contra las mujeres en razón de ser mujeres





� Ministerio del Interior, 18 de Marzo de 2016. Decreto borrador “Por el cual se crea la Comisión Intersectorial de  Garantías para las Mujeres Lideresas y Defensoras de los Derechos Humanos y el Programa de Política Pública Integral de Garantías para las Mujeres Lideresas y Defensoras de Derechos Humanos”
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